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COMiSiÓW MEXICANA DI: 
DEFENSA V PROMOCIÓN DE LOS 
DERECHOS HUMANOS, A.C. 
-i},1;~~,{G:,oo, 
Trabajando por los derechos. humanos 

México, DF., a 14 de agosto de 2009 

REF.: Alegatos finales 
Caso Rosendo Radilla Pacheco Vs. México 

Caso 12.511 

En nuestro carácter de representantes legales de las víctimas' en el caso en referencia al 
rubro, con fundamento en la Resolución de la Presidenta de la Corte lnteramericana de Derechos 
Humanos de fecha 29 de mayo de 2009, nos dirigimos a esa Honorable Corte lmeramericana de 
Derechos Huri1anos (en actelame "la Corte" o "la Corte lnteramericana") para presentar nuestro 
escrito de alegatos finales, al tenor de las siguientes consideraciones de hecho y de derecho. 

La estructura del presente documento es: 

l. Aceptación de hechos y de responsabilidad por parte del Estado. Contradicciones de sus 
argumentaciones. 
11. Competencia 

1. Invalidez de la reserva y declaración interpreiativa del Estado mexicano a la Convención 
lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas 

1. 1 Derecho lmernacional de los Tratados 
1.2 Rationa/e speciafis del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
1.3. Derecho Internacional de los Derechos Humanos y su influencia en el Derecho 
internacional de los Tratados. 
1.4 Incompatibilidad de la reserva y declaración interpretativa del Estado mexicano 
con el objeto y fin de la Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas 

111. Militarización 
1. Estado de excepción y militarización. 

1. 1 Las causas ·de la guerrilla en Guerrero 
1.2 La respuesta del Estado y el uso de las fuerzas militares 
1.3 Militariza.ción de Guerrero 
1,4 Violaciones a los derechos humanos como producto de la militarización 

2. Panorama actual de la militarización 
3. Violaciones a los derechos humanos en el contexto actual 

IV. Jurisdicción Militar 
1. Antecedentes históricos legislativos 
2. Amecedentes históricos jurisdiccionales 

1 La Comisión Mexicana de Defensa.y Promo.dón de los Derethos Humanos AC. agradece el invaluable apoyo para el 
l!{]glo de e:ste caso a: Alejandra Conza, Artcmio Juárez y Diana Sheinbaum. 
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3. El Juicio de Amparo y el Fuero de Guerra 
v. Amparo y desaparición forzada. 
VII. Violación al artículo 13 de la Convención Americana, derecho a la verdad, por no entregar las 
copias de la Averiguación Prevía 
VII. Reparación del Daño 

1. identificación de víctimas 
2. Importancia de lareparación colectiva 

VIII. Anexos 
IX. Petitorios 

l. Aceptación de hechos y de responsabilidad por pa11e ctel Estado. Contradicciones de sus 
argumentaciones. 

Tal corno se señaló durante la audiencia públíca el Estado mexicano reconoció su responsabi\idad 
imernacional por los hechos del caso y tal reconocimiento es incompatible con la interposición de 
excepciones preliminares, por lo que la .H. Corte debe d.esestimar in limine dichas excepciones y 
prnnunciarse sobre el fondo. 

En caso de que la Honorable Corte decida analizar los argumentos de las excepciones 
preliminares, debe tener presente y tomar nota de que el Estado mexicano en la audiencia' aceptó 
expresamente' lo síguieme: 

1. El Gobierno optó por contener y controlar los movimientos sociales en la época de los 
hechos. En algunas ocasiones esto evitó más violencia, en otras lamentablemente, la 
implicó. 

2. Aquellos que las cometieron (las violaciones a los derechos humanos) obedecían a 
quienes pensaban que se justificaban en el marco de un fin mayor, más trascendental. 

3. En estricto derecho la fecha en la que empiezan a configurarse y delimitarse las 
obligaciones jurídicas del Estado mexicano dentro del Sistema Interamericano es 
cuando éste depositó la Convención Aniericana sobre Derechos Humanos como 
instrumento de adhesión el 24 de marzo de 1981. 

4. No niega los hechos que se nos imputan. 

5. La responsabilidad de la privación de la libertad y vida de Don Rosencto Radilla, lo cual 
constituye un agravio a sus derechos l1urnanos y los de su familia. 

6. El delito no fue atendido en su momento en gran· medida por el contexto político y el 
marco institucional que regía entonces. 

7. Las fallas en su capacidad para procurar e impartir justicia de manera pronta y 
expedita. 

8. Frente a la pregunta de la Presidenta sobre ¿Qué hechos ·ha reconocido el Estado? El 
representante del Estado mexicano respondió que la posición del Estado sigue siendo 
la misma que la contenida en la contestación de la demanda. No ha habido ninguna 

------------
• Con10 Audiencia nos estaremos refiriendo a !a celebrada e! día 7 de julio del presente afio en !a sede de esta Honorable 
Corte en el caso que nos ocupa. 
i E[c1rientos derivados de! discurso pronunciado por el Agente del Estado Mexicano, Secretario de Gobernación, Fernando 
GÓ!T\e?.: Mont, en su !ntervenc!6n dentro de la Audiencia celebrada e! 7 de julio de 2009. 
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vanac1on al respecto. El señor Agente del Estado lo que enfatiz.6 es que México no 
controvierte los hechos. 

Algunas de las cuestiones que se aceptaron en la Audiencia pública ante esa Honorable Corte, ya 
habían sido aceptadas por el Estado desde su escrito de respuesra de Demanda de fecha 21 de 
septiembre de 2008, como son: 

1. El Estado reconoce expresamente la responsabilidad internacional derivada del artículo 5 en 
perjuicio de la familia' y los artículos 4 Derecho a la Vida, 5 Integridad Física y psicológica, 7 
libertad personal', 8.1, 25' y 1.1 en perjuicio del señor Rosendo Radilla Pacheco'. 

2. Igualmente, al referirse a las violaciones alegadas en la demanda por violaciones al artículo 13, 
expresa que el Estado mexicano ya reconoció su responsabilidad internacional derivada del 
incumplimiento de sus obligaciones internacionales emanadas de los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante "la Convención Americana"). Por 
consiguiente, el Estadó mexicano solicita a la H. Corte declare que el derecho a la verdad de los 
familiares del señor Rosendo Radilla Pacheco se encuentra resuelto mediante el reconocimiento de 
responsabilidad internacional que ya se efectuó"' 

~ Cfr. Sobre !as violaciones a los derechos reconocidos en el artículo 5 de la Convenci6n, y en panicular sobre el irnpa.cto 
que ha generado en los famHlarcs del señor Rosendo Radílla el Estado mexicano lamenta profundamente la desaparición 
del señor Rosendo RadH\a Pacheco y la afectación que dicha dcsapa(ición -produjo en sus farnmares, reconociendo su 
sufrimiento en cuanto que no ha podido tener noticias sobre su paradero y suene, lo que obliga a un reconocimiento de 
!a responsabiHdad de! Estado sobre dicha. situación, en violación al artículo s de !a CADH" ; "El Estado reconoce y acepta 
que el derecho a la Integridad psíquica. y mora! de los farnillares del señor RRP se vio v(i!nerado; Resulta innegable que 
ta demora In Justificada en las investiga.dones 'ha acarreado un perJulcio para los fam!l!ares del señor RRP en cuanto que 
no ha podido tener noticias sobre su paradero y suerte. Adicionalmente, fa angustia propia de !a naturaleza humana .al 
desc.onocc, la suerte de un ser querido, obtigan a un reconocimiento de la responsabilidad del· Estado sobre dicha 
situación, en v!olación al artículo 5 de la CAOH". Respuesta del Estado rnexicano a la demanda presentada por la 
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos y al escrito de los representantes de las víctimas, de fecha 21 de 
septiembre de 2008, páginas 12~ y 12a. 
s Cfr. "Toda vez que !a justicia mexicana persiguió e Instauró un proceso penal contra el señor Quirós Hermosi!to se 
reconoce que e! seílor RRP fue privado Hegal y arbltfarlamcntc de su libertad por un funcionario público". Respuesta del 
Estado n1exlcano a la demanda presentada por la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos y a! escrito de los 
representantes de las víctimas, de fecha 21 de septiembre de 2008, página 129. 
6 cfr. Con relación a !as violaciones a los artículos 8 y 25 de la convención Americana, "e! Estado mexicano admite la 
existencia de una demora !nJust!Hcada en la investigación"; "El Estado Mexicano no ha podido garantizar que el deíecho 
al debido proceso sea rápfdo, puesto que !as diligencias a n!vel Interno han incurrl<lo en cteinora injustificada, en 
detrimento del esc!areclmlcnto de los hechos . .ti ÉSlado reconoce un re[raso injustificado lo que deriva en un 
incumptlrniento parclal de su obll&ac1ón contenida en el artículo 25 de la Convención"; "Se admlte retraso en las 
!nvcst1gaciones, por la cornpleJldad y los obstác;utos n1ateriales y fácticos que han sido referidos a lo fargo del presente 
docun1ento". Respuesta del Estado mexicano a !a den1anda presentada por la Comisión tnteramerlcana de Derechos 
Humanos y al escrito de !os representantes de las víctimas, de fecha 21 de septiembre de 2008. páginas 115, 117, l:io y 
11'1, , 
1 Respuesta del Estado mexicano a la dernanda presentada por la Comisión lntcrarncricana de Derechos Humanos y a! 
escrtio de los representantes de las víctimas, de fecha 21 de septiembre de 2008, páginas 134 y 156. 
Cfr. También, "El Estado mexicano reconoce responsabilidad internaclona! derivada de la violación de los ankulos S, 7, 
así como e! incumplimiento parcial a las obligaciones derivadas de los artículos 8 y 25, todos de ta Convención 
Amer!cana en conexión con los anículos 1. 1 en perjuicio de Rosendo RadlHa" Respuesta del E.stado mexicano a la 
demanda presentada por la Comisión lnteramericana de oerecllos Humanos y al escrito de !os representantes de !as 
víctimas, de fecha 21 de septiembre de 2008, página 134. 
6 Respuesta del Estatlo mexicano a la demanda presentada por la Comisión tnteramerlca.na de Derechos Humanos y al 
escrito de los representantes de las víctimas, cte fecha 21 de septiembre de 2008, pi:lgina 13i. 
Cfr. También, "el Estado mexicano reconoce responsabi!ídad internacional derivada de la violación de los artkulos s y 7, 
así con10 el incumplimiento pardal a las obligaciones derivadas de los anícu!os 8 y 25, todos cte. la Convención 
An1erica11a en co.nexlón con !os arrículos 1.1 en perjuicio de Rosendo Radilla" Respuesta del Estado mexicano a la 
demand;;, presentada por la Comisión !nteramericana. de Derechos Humanos y al escrito ele !os representantes (]e las 
víctin1as, Je fecha 21 de scptiernbre de 2008, página 134, 
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3. Con relación a las violaciones relacionadas a los artículos 1.1 y 2, el Estado manifiesta que ha 
reconocido el incumplimiento de ciertas obligaciones internacionales emanadas de la Convención y 
admite que ese reconocimiento genera la obligación de reconocer que se ha faltado al deber de 
respetar los derechos consagrados en la Convención Americana'. 

Con relación a la aceptación de responsabilidad del Estado, esa Honorable Corte lnteramericana ha 
valorado positivamente estas actiwdes. 

"la Corte considera que la actitud del Estado constituye una comribución positiva al 
desarrollo de este proceso, al buen despacho· de la jurisdicción lnteramericana sobre 
derechos humanos, a la vigencia de los principios que inspiran la Convención Americana y a 
la conducta a la que están obligados los Estados en esta materia", en virtud de los 
cornpromlso~ que asumen como partes en los instrumentos internacionales sobre detechos 
hurnanos" 11

• 

Por lo anterior, los representantes de las víctimas solicitamos a la H .. Corte que en el caso 
presente aplique su jurisprudencia constante que indica que si un Estado hace uso 'cte ese acto 
procesal en cualquier etapa del procedimiento, este Tribunal, después de haber escuchado a todas 
las partes, debe evaluar y decidir sus alcances en cada caso en particular. 

Por lo tanto, al haber efectuado un reconocimiento de responsabilidad en el presente caso, el 
Estado ha aceptado la plena competencia de la Corte, y ha renunciado a sus excepciones 
preliminares, por lo que consideramos que la Corte, aplicando su jurisprudencia en este tema, 
debe continuar con el conocimiento del fondo y las eventuales reparaciones y costas en el 
presente caso, declarando que las excepciones opuestas perdieron el carácter de cuestiones 
prelimlnares 1

]. · 

Como consecuencia inmediata del reconocimiento del Estado, los representantes solicitamos a la 
Corte que se tengan por aéeptados los hechos que originaron dichas violaciones. 

11. Competencia 

Las anteriores argumentaciones y afirmaciones que realizó el Agente del Estado. deben ser 
interpretadas por esa Konorable Corte, a consideración de los representantes de las víctimas, en el 
sentido de que: 

1. Se reconoce el contexto en que ocurrieron las violaciones y la totalidad de los hechos 
del caso, por lo tanto, acepta su responsabilidad de los hechos generadores de la 
violación. 

9 "El Estado meXicílno entiende y comparte !a posición de !os peticionarlos, en tanto que aún faltan cuestiones que 
merecen ser examinadas y que deben ser reformadas para lograr una mas eficaz: lmpanlclón de justicia". Respuesta del 
Estado mexicano a la demanda, presentada por la Comisión lnteramerJCana de Derechos Humanos y al escrito. de los 
representantes de las vktimas, de fecha 21 de septiembre de 2008, página 133. 
w Cfr. Corte 1DH. Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Senr.encla de 11 de_" mayo 
de 2007. ser!e c No, 163, párr. 29; Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de 
mayo de 2007. serfe e No. 164, párr. 34, y Caso zambrano Vé!ez. y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y COstas. 
Sentencia. de a de julio de 2.007. Serie C No. 166, párr. 30. 
n Cfr. corte !DH. Corte JDH. Caso Tiu Tojío Vs. Guatemala. Fondo, Repa.ra.ciones y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 
2008. Serie e No. 190, párr. 20. Caso de !a Masa.ere áe ta Rochela Vs. Colombia. Fondo, Repara.clones y cosras. Sentencia 
de 11 de mayo de 2007. Serie e No, 163, parr. 29; Caso Zambrano Vé!ez y o,ros vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de a d.e julio de 2007. Serie C No. 166, páfí. 30, y Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de i de mayo de 2008 Serie ( No, 177, párr. 25. 
\) Cfr. Corte !OH. Caso Acevedo Jaramll\o y otros vs. Perú. E~cepciones Preliminares, Fo11do, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie e No. 1r.¡,1 párr. 126; Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colornbia. Excepciones 
pre!irnínares. Sentencia 7 de marzo 2005_ Serle e No. 122, párr. 30. 
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z. Esa Honorable Corre, teniendo en cuenta el contenido de la declaración de aceptación 
de competencia del Estado mexicano, Jo antes señalado y lo que argumentamos en 
nuestro "escrito de solicirndes, argumentos y pruebas"", deb.erá únicamente definir 
por qué los hechos iniciados con anterioridad a la fecha crucial señalada por el Estado 
también entran dentro de su competencia, teniendo en cuenta de que quedarían fuera 
de ésta siempre y cuando su ejecución fuese instantánea, no así cuando se trata de 
violaciones continuas o permanentes como Jo es el caso de la desaparición forzada de 
Rosendo Radilla Pacheco, mismo que se califica corno crimen de lesa humanidad. 

3. El derecho a la vida (4), a libemid (J), a la Integridad personal (5), a las garantías 
judiciales y protección judicial (8 y 25) de Rosendo Radilla y su familia, deben quedar 
fuera del debate de excepciones preliminares toda vez que se ha reconocido su 
violación desde el momento en que empezaron a configurarse y delimitarse las 
obligaciones para el Estado mexicano en el sistema imerarnericano de derechos 
humanos, esto es, desde la fecha crucial y conforme a lo señalado en los puntos 
anteriores. 

4. El Estado mexicano no argumentó nada adicional, ni puso comó obstáculo invencible a 
la competencia de la Corte lnteramericana la fecha en que aceptó la competencia de 
ésta (16 de diciembre de 1998), en esa medida, la única excepción relacionada con el 
reconocimiento de la competencia contenciosa por parre de México, sólo está dirigida 
a evitar que esa Honorable Corte se pronuncie en el fondo respecto al derecho a la 
vida (artfculo 4) y derecho a la integridad personal (artículo 5)". Por tanto, ninguna 
otra violación de las cometidas en el caso tiene corno limitante la fecha en que el 
Estado mexicano aceptó la competencia de la corte lnteramericana. 

El Agente del Estado mexicano, aí aceptar abiertamente'' que el gobierno corno tal optó por 
contener la "amenaza" de los movimiento sociales, aceptando que ésta decisión de Estado implicó 
el uso de la violencia, corrobora y es consistente con la afirmación de los representantes en el 
sentido de que la desaparición forzada del señor Radilla Pacheco no constituye un hecho aislado, 
producto del azar o de la indisciplina incidental de algunos elementos de las fuerzas de seguridad. 
Por el contrario, se trató de verdaderas conductas planificadas, coordinadas, reiteradas y dirigidas 
a un secrnr es_pecífico de población; en suma, constituyeron crímenes de lesa humanidad. 

Lo anterior también se corrobora con la aceptación por parte del Agente del Estado de que quienes 
ejecutaron de forma directa estas violaciones "obedecían" a personas que actuaban bajo la . 
supuesta creencia de proteger un bien "más trascendental" en un sistema político que fue · 
caracterizado por el Agente del Estado como "un ente cemralizado en la figura presidencial en 
donde no existia un contrapeso exógeno o endógeno para limitar dicho poder"·. Adicionalmente 
reconoció la existencia de un "contexto político" que impidió que el deliro fuera atendido al 
momento de iniciar su ejecución. El peritaje del señor Carlos Montemayor ha ilustrado a la 
Honorable Corte al respecto y es consistente con la línea de argumentación de los representantes 
de las víctimas. 

Por su parte, el Estado no ha presentado pruebas que contradigan las afirmaciones anteriores y 
que soponen su negativa a aceptar que las vlolacion,es a derechos· humanos ocurridas en el 
pasado constituyen crímenes de lesa humanldact. La postura del Estado sé ha limitado a negar el 

----------
11 Apartado 3, párrafos G a 47 del escrito de solicitudes, argurnentos y pruebas de: las peticionarias. 
'~ Arnbas vio!.adones ya. fueron (econoddas por el Estado rnexlca.no como se establece en el apartado anterior de1 
presente escrito. 
11 Elerneni:os deflvados de\ discurso pronunciado por el Agente del Estado rnexkano, Secre[ario de Gobernación, Fernando 
Gómez Mon¡, en su inte1vendón denuo de ta Audlencla celebrada e! 7 de ju!io de 2009. · 
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carácter oficial y el contenido del material probatorio presentado por la Ilustre Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante "la CIDH" o "la Comisión lnteramericana") y los 
representantes para acreditar la sistematicidad y generalidad de las violaciones ocurridas durante 
la guerra sucia. En especial, el Estado ha negado el carácter oficial del Informe histórico a la 
sociedad mexicana, y el contenido de la recomendación 26/2001 de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos (en adelante "la CNDH"). En cuanto a la negación del contenido de dicha 
recomendación, el Estado no ha ofrecido mayor argumentación o pruebas para desvirtuar el 
mismo. Sobre este tema, los representantes reiteramos los argumentos de nuestro escrito de 
''argumentos, solicitudes y pruebas" en su apartado relativo a cuesriones preliminares sobre la 
prueba y en esta oportunidad sólo destacamos que: 

a) La flexibilidad en el sistema de valoración de la prueba ante un tribunal internacional de 
derechos humanos'', permite afirmar que la falta de reconocimiento, por parte del Estado, 
del carácter oficial de una prueba documemal, no demerita per se el valor de la misma., 
salvo que se presenten pruebas que contradigan o desvirtúen su contenido, lo cual no ha 
ocurrido en el presente caso. 

b) No obstante la negativa del Agente del Estado a aceptar el contenido de la recomendación 
26/zoo1 de la CNDH, éste fue reconocido desde noviembre del 2001, por el presidente de la 
República Vicente Fax Quesada a través del Acuerdo de creación de la FEMOSPP'7, al 
manifestar expresamente en sus Considerandos: 

"Que en ese tenor, la Comisión Naclonal de los Derechos Humanos realizó 
una investigación especial sobre desaparecidos y corno consecuencia emiti6 
una recomendación al Ejecutivo a mi cargo 
[ ... ] 
Que las acciones materia del presente Acuerdo dan cumplimiento a la 
recomendación emitida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
así como al compromiso que asumió el Poder Ejecutivo Federal para 
esclarecer los hechos y contribuir, con ello, a la impartición de justicia a las 
víctimas y sus familias". 

La aceptación de cumplimiento por parte del Estado presupone la aceptación de la recomendación 
como tal", incluyendo su contenido y conclusiones. Adicionalmente, durante el trámite ante la 
comisión lnteramericana, corno ante esa Honorable Corte, la Recomendación de la CNDH fue 
utilizada por el Estado en su favor para demostrar la exlstencia en México de recursos efectivos 
para investigar la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco.'' Al respecto, esta 
Honorable Corte debe considerar la posterior negativa del Estado a aceptar el contenido de la 
Recomendación 26/2001, como una contrad.iccíón y un cambio de postura improcedentes en virtud 
del principio del estoppel;_ ya que en un supuesto el Estado pretende beneficiarse de la 
Recomendación como parte de su estrategia de litigio; pero en otro niega su contenido cuando es 
utilizado para probar, en el mismo litigio, hechos en su contra. Y finalmente, la Honorable Corte 
lnteramericana debe tomar en cuenta que el cambio de postura del Estado no ha sido 
acompañado por material probatorio que desvirtúe el contenido de la recomendación de la CNDH. 

'
6 Corte !DH. Caso Blake Vs. Guatemala. fondo. Sentenda de 24 de enero de 1998. Serie e No. 36, párr. 50. 

17 Acuerdo por el que se disponen diversas medidas para la procurac16n de justicia por delitos cometidos contra 
personas vinculadas con movimientos Sociales y polítlcos del pasado, Tomo Dl.XXVIH, No. 19, Mexico D.F. ?.7 de 
noviembre de 2001, adjuntado con10 Anexo H.1. a nuestro escrito de argumentos, so!icitudes y pruebas. 
'~ Anículo 4G de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, publicada en el Diario Oficia! de !a. Federación 

. el 29 de Junio de 1992, última reforma publica.da en el Diario Oficial de la Federación e! 30 de junio de 2006, 
19 Respuesta del Estado rnexicano a !a demanda presentada por !a Con1isl6n r1nerarnerkana de. Derechos Humanos y al 
escrlto de los representantes de las víc1!mas, de fecha 21 de septiernbre de 2008, página 75. "El caso fue investigado 
exhaustivamente ante la ins:tancía no Jur\sá!cclona\ de protección de los derechos humanos". 
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e) Respecto al Informe histórico a la sociedad mexicana 2006 (Informe his,órico), destacamos 
que durante el trámite ante la ilustre Comisión lnreramericana, el Estado mexicano 
manifestó que el informe elaborado por la FEMOSPP fijaría la postura "oficial" del Estado 
sobre el contexto." El Informe histórico fue el producto final emregado por la FEMOSPP, 
hecho público en el portal de Internet de la Procuraduría General de la República (PGR) el 
18 de noviembre de 2006 y retirado en diciembre del mismo año." La actual negativa del 
Estado a aceptar su contenido, igualmente no ila sido acompañada de pruebas que lo 
desvirtúen. Y por el contrario, los representantes de las víctimas hemos aporrado al 
tribunal pruebas" consistentes que concuerdan y corroboran los hechos del Informe 
histórico y que demuestran, que el contenido y conclusiones del mismo están soportadas 
por un trabajo de documentación histórica serio, basado en pruebas · directas 
(documentales y testimon[ales príncipalmeme)." Por lo anterior, esa Honorable Corte debe 
otorgarle amplio valor probatorio al relacionarlas con las demás pruebas aportadas al 
proceso, al momento de determinar los hechos probados del presente caso, en especial, 
aquéllos referidos al contexto sistemáiico de violaciones a los derecilos · humanos en que 
se dio la desaparición forzada del señor Radílla Pacheco. 

En este sentido, consideramos que la presentación de excepciones preliminares resulta 
incompatible con el reconocimiento y aceptación mencionado líneas arriba, por lo cual solicitamos 
a esta Honorable Corte las declare improcedenres y en consecuencia entre al análisis del fondo del 
caso, determine los hechos probados y reconocidos en su conjunto, incluyendo el contexto de los 
mismos, en especial, el carácter de lesa humanidad de las violaciones ocurridas. durante la guerra 
sucia. 

En efecto, los represen,antes de las víctimas reiteramos de forma consistente con nuestro "escrito 
de argumentos, solicirndes y pruebas""; nuestro escrito de contestación a las excepciones 
preliminares; y nuemo alegato final oral durante la audiencia, que la Honorable Corte 
lnteramericana debe extender su competencia sobre la desaparición forzada del señor Radilla 
Pact1eco en su imegralidad, desde el inicio de su ejecución el 25 de agosto .de 1974, en razón de 
tratarse de un crimen permanente, complejo, de lesa humanidad, cuya proilibición ha ingresado al 
ámbito del jus cogens, y que además no ha cesado de cometerse al día de hoy, debido a la falta 
de esclarecimiento de los hechos y de la suerte o paradero del señor Rosendo Radilla Pacheco, por 
parte del Estado mexicano. 

Sobre el carácter permanente de la desaparición forzada y sus consecuencias en cuanto al 
principio de irreuoactividad, consideramos innecesario hacer un nuevo recuento de la abundante 
jurisprudencia al respecto, incluyendo la de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en México." 
En esta oéasión los representantes de las víctimas queremos llamar la atención de ese· Alto 
Tribunal sobre las consecuencias que deriva el señor samiago Corcuera de dicha característica y 
su relación con la competencia ratione remporfs, en su peritaje presentado ante esta Corte y 

1º Cornunicación del Estado mexicano enviada a !a Uustre cornlslón !nteramericana de Derechos Humanos, de fecha 22 
junio 2006, págs. 2 y 3. 
11 Testimonio rendido ante fedatario público del señor José Sote!o Marbán 
« Testimonios rendfdos durante la audienda de la seílora Tita Radilla Martínez y el señor Roseodo Radilla Martínez.; 
testimonios rendidos ante fedatario público de las señoras Tomasa Ríos García, Angelina Reyes y Jovita Ayala Fierro; 
Peritaje del señor carios Montemayor; prueba documen1al consistente en la Recomendación 26/2001 de !a CNOH; prueba 
docun1en1al consistente en copias de extractos de la Averiguación Previa S!EDi:/CCl/454/2oó7 cuyo original obr?t en poder 
del Estado; prucb~ documental consistente en el Diagnóstico sobre la situación de los derechos humanos en México, 
elabo(ado en e! año 2001 por la OACNUDH; así como diversos inforrnes de organizaciones No Gubernamentales 
lnternaclona\cs y nacionales. 
:i.
3 Test!rnonio rendido ante fedatario público de[ señor José Sotelo Marbán 

i
4 Apanadn 3, párrafos G a ,17 de! escrko de soHcitudes, argumentos y.pruebas de las peticionarias. 

15 Véase Documento MEMORIAL EN DtRECHO ANTE LA CORTE INTERAMí:RlCANA DE DE'.RECHOS HUMANOS, Arnicus Curiac 
prepatado por e! Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (C.l:Jfl) en el caso Roscndo Radí!!a Pacheco contra LOS 
ESTADOS UNlDOS MEXICANOS, Caso Número 12.511 
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rendido ante fedatario púl)lico, cuyas conclusiones y argumentaciones compartimos y hacemos 
nuestras. 

Asimismo destacamos las observaciones y conclusiones aportadas por el Centro por la Jusiicia y el 
Derecho Internacional (CEJIL) en su· documento en Derecho de Amicus Curiae, y en particular 
llamamos la atención de esta Honorable Corte sobre la siguiente consideración: 

"En el caso particular que ahora ocupa la 1·1onorable Corte lnteramericana, el señor Rosendo 
Radilla Pacheco sigue desaparecido hasta la fecha, sin que las autoridades hayan aclarado 
de manera incontrovertible, como corresponde, su suerte y paradero: as!, el delíto de 
desaparición for,ada, en su totalidad, se sigue cometiendo. Por ello, la Corte es competente, 
rarione iemporis, para conocer de la desaparición forzada del señor Rosendo Radiila 
Pacheco; pues, como to ha señalado el jmista argentino Rodolfo Manarolio, "se está ante 
una aptlcactón de normas imperativas del derecho internacional general (jus co3ens) que 
comportan un elemento internporal. En lo que se refiere a tas desapariciones forzadas de 
personas que habiendo comenzado antes de la entrada en vigencia de la Convención, no 
hayan cesado después, la aplicación del tratado tendría a su favor, además del anterior, el 
argumento .que su procedencia deriva también del carácter de delito continuado desde el 
secuestro de ta vktlma, hasta el momento de su libertad o de su muerte, fehacientemente 
comprobada''. (notas omitidas y énfasis nuestro)1"". 

Asimismo reiteramos nuestra postura sobre la imposibilidad de fragmentar la responsabilidad de 
un Estado ame una violación de derecl1os humanos permanente y compleja como la desaparición 
forzada. Tal imposibilidad deriva no sólo de la jurisprudencia del derecho imernacional de los 
derechos humanos, sino que es acorde a las normas del derecho internacional público general. Al 
respecto, existe un consenso internacional, plasmado en el Proyecto de Articulado sobre 
Responsa.bilidad de los Esiados por Actos Internacionalmente llícirns, según el cual: 

"[. .. ] 
2. The breach of an internatlona! obliga.tion by an act of a State having a contlnuíng· 
character extends over the entire period durlng \Vh!ch the act continues and rernaíns nDt 
in conformity with the internattonal obligation.'' 
[ .. ]" 

En cuanto a las violaciones de carácter complejo o compuesto, el mismo Proyecto de Articulado 
afirma: 

"1. The breach of an international obllgatlon by a State through a series of actions or 
orníssions detined ín aggregate as wrongful, occurs when the action or omissíon occurs 
which, taken with the other actions or omlssions, is sufficient to constitute the wrongful 
act. 

2. In such a case, the breach extends over the entlre perlad starting wíth the first of the 
actíons or omlsslons of the series and lasts for as long as these actions or ornissions are 
repeated and remain not In conformity with the international obllgarlon'"". 

De las disposiciones transcritas no queda duda sobre la ilicitud de la conducta y por tanto la 
responsabilidad del Estado que, tratándose de violaciones continuas y complejas, se extiende y 
persiste desde el inicio de ejecución de la conducta· hasta su cesación, y abarca todos y cada uno 
de los .actos que la componen, desde el primero hasta el último. Al respec10, la Comisión de 

--·-----------
" MF.MORIAL EN DERECHO AN'rE lA CORT, INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Amlcus curiae µreparado por el 
centro por !a )usticía y el Dccccho !nternaciona! (CEJ!l) en e! caso Roscnóo RadiHa Pacheco contra LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXfCANOS, Caso Núrnero 12.511. párrafo 54, 
n Year Book of che fnternatlona! lav1 Comn1issfon, 2001, v, 11, Pa.rt Two,·p. 1.7 
>A idern · 

8 
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Derecho Internacional de la Organización de las Naciones Unidas (en adelante "ONU") concluye en 
sus comentarios al Proyecto de Articulado que: 

"Composite acts give rlse to continuing breaches, which e.iend ín time from the first of 
the actions or omlsslons in the series of acts making up the wrongful conduct"". 

Bajo esta misma lógica, el Tribunal Penal Internacional para Ruanda, el cual fue dotado de 
competencia temporal estrictamente limitada a crímenes cometidos entre el 1 de enero de 1994 al 
31 de diciembre de 1994'', estimó procedente declarar la responsabilidad penal internacional de 
individuos bajo su jurisdicción, por actos ocurridos con anterioridad a la fecha fijada como el inicio 
de su competencia temporal, en la medida ql!e éstos configuraban el acto inicial o principio de 
ejecución de un delito continuo y/o compuesto, el cual debía ser considerado integralmente. 'Al 
respecto, el razona.miento del Tribunal se expresó de la siguiente forma, 

"The Chamber notes, as discussed in para.graphs 100·104, that the crime of dlrect and public 
incitement to commlt genocide, like conspiracy, Is an inchoate oilence that continuous in 
time untll ¡he comple!lon of the acts contemplated. The Chamber accordingly considers that 
the publication of Kansura, from lts first issue in May 1990 through its March 1994 Jssue, the 
alleged impact of Which culminated in events that took place in 1994, falls wlthln the 
temporal jurisdlctlon of the Tribunal to the exteht that the publication is deemed to 
constitute dlrect and public incitement to genocide. Similarly, the Chamber considers that 
the entlrety of RTLM broadcasting, from July 1993 through July 1994, the allegect lmpact of 
which culminated in events that took place in 1994, !alis wlthln the temporal )urlsdlcllon of 
the Tribunal to the extem that the broadcasts are deemed to constltute direct and public 
indtement to genocide." ~1 

Todo lo anterior demues1ra que, conforme al derecho intemacional de los derechos 11umanos, el 
derecho internacional público general y el derecho penal internacional, un iribunal no incurre en 
violación del principio de irretroactívidad cuando ejerce su competencia sobre violaciones o delitos 
continuos y complejos que, aun cuando hayan iniciado antes de adquirir comperencia, no 11a.n 
cesado de existir al momento de adquirirla. Asimismo, se ha probado que tales violaciones o 
delitos, y en particular la desaparición forzada de personas. deben analizarse como un todo 
indivlsíble, máxime cuando· en el presente caso se trata, además. de un crimen de lesa 
humanidad. el cual sería incomprensible y quedaría completamente desnaruralizado, sí la 
Honorable Corte en su análisis de los hechos lo fragmenta y desvincula de los elememos 
contextuales que integran su esencia (sistematicidad o generalidad) y consmuyen su elememo 
diferenciador respecto de cualquier otro crimen ordinario o cometido de forma incidental y 
aislada." Todo esto sin olvidar que el Estado sólo señaló que se podfa violar ese principio, pero no 
elaboró ninguna excepción preliminar que de manera directa atacara ese punto. 

Por las anteriores consideraciones, los representantes de las víctimas estimamos que esta 
Honorable Corte riene competencia ratíone temporís para pronunciarse sobre la totalidad de 
conductas y violaciones (art!culos 4, 5, 7, 8 y 25 de la CADH en relación con el 1.1 y z) que 
componen la desaparición forzada del señor Rosen do Radilla Pacheco,' Incluyendo el contexto en 
que se cometió, el cual la convierten en un crimen de lesa humanidad. 

1. Invalidez d.e la reserva y declaración interpretativa del Estado mexicano a la Convención 
lnteramerirnna sobre Desaparlci6n Forzada de Personas 

'' Year Book of tl1e tnternational Law Comrnfssion, 2001, v. 11, Pan Two, p. 62. 
"S/llES/955 (1994) 
¡i Prosecutor v. Nahirnana, Baraya3wiza and N!],eze, !CTR-99-52-T, ]l1dg111ent anct Sernence, 3 Decernber 2003, para. 10·17. 
;? P¡osecur.or v. Dusf.eo radie. JCfY, Case No. lT-94-!-T, Trlal Charnber Judgrnent, 7 May 1997, pn.ra. 6.17 - 648. 

11r,f'l¡, l\f" ¡¡¡·r,r·ri0TÁi,l flf'(\ 1,1 '.) . ') O O~/: 9 
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solicitamos a esta Honorable Corte que. declare inválidas tanto la reserva como la declaración 
interpretativa hechas por México a la Convención interamericana sobre desaparición forzada de 
personas (en adelame "CIDFP") en virtud de: 

1. La evidente incompatibilidad de éstas con el objeto y fin de dicha Convención, 
2. El desarrollo jurisprudencia\ de esta Corte en la materia, 
3.EI artículo XIII de la CIDFP le da competencia para ello, y 
4. El desarrollo jurisprudencia! de la Suprema Corte de Justicla de México. 

La reserva del fuero militar no solo va en contra de la CIDFP, sino de la propia Convención 
Americana respecto de la cual la H. Corte tiene plena competencia, pero adicionalrnente, es 
evidente la contradicción entre el articulo sobre la prohibición de fuero militar establecida en la 
CIDFP para desapariciones y la reserva interpuesta a ésta por México. 

La H. Corle lnteramericana ha establecido, en sus opiniones consultivas 2 y 3, que es competente 
para conocer de reservas a tratados y que el criterio de apreciación para determinar la validez de 
dichas reservas se encuentra relaclonacto con el objeto y fin del tratado." Luego entonces, la Corte 
puede y debe conocer de la validez o no de la reserva y declaración interpretativas hechas por el 
Estado mexicano a la CIDFP. 

Asimisrno, la propia CIDFP le da facultades tanto a la Comisión como a la corte lnteramericanas 
para que conozcan de asuntos derivados de dicha Convención." 

El Estado mexicano formuló una reserva y una declaración interpretativa al mornento de ratificar la 
Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 

Reserva: 

· "El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos al ratificar la Convención lnteramericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas, adoptada en la Ciudad de Belem, Brasil el 9 de Junio de 
1994, formula reserva expresa al Anlculo IX, toda vez que la Constitución Política reconoce el 
fuero de guerra, cuando el militar haya cometido algún ilícito encontrándose en servicio. El 
fuero de guerra no constituye Jurisdicción especial e~ el sentido de la Convención, toda vez 
que conforme al anicu\o 14 de la Constitución mexicana nadie podrá ser privado de la vida, de 
la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ame los 
tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho". 

Declaración interpretativa: 

"Con fundamento en el artículo 14 áe la Constitución Política de los Estádos Unidos Mexicanos, 
el gobierno de México, al ratificar la Convención lnterarnericana sobre Desaparición forzada de 
Personas, adoptada en la ciudad de Belem, Brasil, el 9 de junio de 199~, se entenderá que las 
disposiciones de dicha Convención se aplicaran a los hechos que constituyan desaparición 
forzado de personas, se ordenen, ejecuten o cometan con posteridad a la entrada en vigor de 
la presente Convención". · 

Tanto la reserva como la declaración interpretativa deben ser analizadas con base en el Derecho 
lmernacional de los Tratados y a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

BE\ Efecto de !as Reservas sobre la Entrnda en Vigencia di;:' la Convención-A1nerkana sobre Derechos Hurnanos. Op!nl6n 
Consulliva OC-2/82 del 24 de septieinbre de 1982. serie A No. 2; y Restricciones a \a Pena de Muerte (li.r1s. 4.2 y 11.11 
Convend6n Arnc.ricana sobre Derecl1os Humanos), Opinión Consultlva OC-g/S3 del B. de septieinbre de 1983. Serle A No. 
3. 
,~ Cfr. Art. ){111. 
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1.1 Derecho Internacional de los Tratados 

la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969 (en adelante "la CVDT"), constituye 
uno de los mayores esfuerzos de codificación de la Comisión de Derecho Internacional de Naciones 
Unidas y establece las reglas generales en la materia. 

De conformidad con la CVDT una reserva tiene como finalidad: "excluir o modificar los efectos 
jurídicos de cierras disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado" (Art. 2.1.d))_ 

l.as declaraciones interpretativas en cambio no están reguladas por la CVDT pero si están 
contempladas por el derecho consuetudinario en la materia. La diferencia entre una reserva y una 
declaración interpretativa estriba en que en el primer caso tiene por objeto excluir o limitar la 
aplicación de una disposición y en el segundo, sólo tiene por objeto precisar el sentido de la 
misma. 

El derecho de los Estados a presentar una reserva no es absoluto sino que se encuentra limitado a 
que: a) la reserva esté prohibida por el tratado, b) el tratado disponga que únicamente pueden 
hacerse determinadas reservas, entre las cuales no figure la reserva de que se trate; o c) que, en 
los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea incompatible con el objeto y el fin 
del tratado. (Art. 19 CVDT) 

No existe un método absoluto para apreciar la validez de una reserva con relación al objeto y fin 
del tratado sino que. este dependerá del tratado en cuestión, la práctica de los Estados y el 
régimen jurídico especial al que pertenezca dicho instrumento. Sobre este último punto 
desarrollaremos la siguiente par.re!' 

1.2 Rationale specialis del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos (en adelante "DIDH") puede ser considerado 
como un subsistema o un régimen especial del Derecho Internacional General (en adelante "el 
DIG"). La idea de subsistemas no significa la creación de Islas del derecho a las cuales no se les 
aplica las reglas del DIG sino por el contrario, los subsistemas forman parte de y dependen del 
sistema general al cual pertenecen, en este caso al del DIG." 

,., Respecto a !a incompa.tlb!!idad de las reservas con e! objeto y fin de !os tratados es lmportante ver fos proyectos de 
directrices sobre reservas de tratados de la Comisión de Derecho !nternaclonal de Naciones Unidas: ·11tulos y textos de 
!os proyectos de c\irectrlce.s aprobados por el Cornlté de Reda.cd6n los días 9, 10, 11 y 22 de mayo de 2007 A/CN.4/L.705. 
25 de mayo de 2007~ 
5.1.12. Reservas a los tratados generales de derechos humanos 
Pata apreciar fa compaiibilidad de una reserva con e! objeto y el fin de un tratado general de protección de los 
derechos humanos, ha.brá que tener en cuenta el carácter indisociab!e de los derechos en él enunciados y !a 
lmponancia que tiene el derecho que es objeto de la reserva en la esiructura. general del tratado o la gravedad de! 
menoscabo que le causa !a reserva. 
s;1.6. Determinación del objeto y el fin del tratado 
El objeto y el fin del tratado deben ser determinados de buena fe, tenlendo en cuenta !os términos del trata.do en su 
contexto. Tarnblén se podrá acudir, en panicular, al título del tratado, a los trabajos preparatorios del tratado y a las 
circunstancias de su celebración, asf corno, cuando proceda, a /a práctica posterior que sea objeto de acuerdo entre las 
panes. 
3. L 12. Reservas a .los tratados generales de derechos humanos 
A fin de apreciar la con1pat!bilidad de una reseNa con el objeto y e! fin de un tratado general de protección de los 
defechos humanos, se lendrá en cuenta el carácter indisociable, interdependlente e interrelacionado de los derechos 
en él er1unclados, así como la importancia que tiene el derecho o la dlsposicíón objeto cte !a reserva en el sen.tido 
genera! del trata.do y la gravedad con que la reserva lo afecta. 
1
~ R!phagcn hizo !a dlsíinclón entre sistema y subsistema de la siguiente forma: "A system was an ordered set of 

cr:induct rules, procedural rules and stau1s provislons, whlch formect a dosed legal circuir for a panicular fle\d of factual 
relfuionshlps. A subsys¡ern thcn, wa5 the same as a system, but not c!osed In as rnuch as it had an .interre!ationship 

11 
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El Derecho Internacional de los Derechos Humanos como subsistema del Derecho Internacional 
General, posee para su funcionamiento normas, instituciones y principios que le son únicos pero 
que deben funcionar armónicamente con el DIG.n Es precisamente la labor de los jueces el 
determinar la manera en que las reglas generales y las específicas se interrelacionan logrando así 
un equilibrio armónico. 

La especificidad del Derecho Internacional de los Derechos Humanos se manifiesta de diferentes 
maneras pero principalmente a través de la creación, interpretación y aplicación de sus normas. 

Al respeclO la H. Corte Jnteramericana ha señalado: 

"Corno se desprende de la norma citada (Art. 31 de la CVDT], al dar interpretación a un tratado 
no sólo se tornan en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste 
(inciso segundo de! artículo 31), sino tarnbién el sistema dentro del cual se inscribe (lnclso 
tercero del artículo 31)"" 

una de las consecuencias del fin de la segunda Guerra Mundial fue el desarrollo de la noción del 
individuo como sujeto de derecho internacional y con ello también, de diferemes ramas del 
derecho que tienen como eje central a la persona humana, a saber, el Derecho Internacional 
Humanitario, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y el Derecho Penal 
lmernacional.19 Si bien cada una de estas ramas ha tenido desarrollos muy diferentes, lo cieno es 
que cada vez existen más áreas en las que convergen." 

Estas tres ramas del DIG poseen una rationale derivada de la naturaleza propia de las normas que 
las constiwyen y que tiene como eje principal la pro1ección del individuo y de un orden público 
internacional. Trascienden, por mucho, los intereses particulares o individuales de los Estados. 

Así por ejemplo, la H. Corte lnteramericana ha indicado que: 

"La Convención An1ericana, así como los demás tratados de derechos humanos~ se inspiran en 
valores con1unes superiores (centrados en !a protección del ser humano), están dotados de 
mecanismos espedficos de supervisión, se aplican de conformidad con la noción de garantía 
colectiva, consagran obligaciones de carácter esencialmente objetivo, y tienen una naturaleza 
especial, que los diferencian de los demás tratados, los cuales reglamentan Intereses recíprocos 
entre los Estados Parres y son aplicados por éstos, con todas las consecuencias jurídicas que de 
ahí derivan en los ordenamientos jurldlcos internacional e interno". 

Al respecto, esta H. Corte ha señalado, en su Opinión Consultiva OC-2/82 de 24 de septiembre 
de 1982 denominada El Efecro de las Reservas Sobre la Entrada en Vi3encia de la Convención 
Americana (artículos 74 y 75), que 

wlth other subsysteins' l<lpha.gen, VV. Relator Especial de la Cornísl6n de Derecho !nternaciona! (CDJ), YB!L, vol. 2, p. 202, 
párrafo. 16. 
H Sobre subsisterna de derechos hu1nanos ver Peces·Barba Manínc2, Gregario, Lecciones de Derechos FUQdamenta.!es, 
España, Dykinson, 200,i, pp, 2r13-277. 
1R Corte !OH. El Derecho a la Información sobre !a Aslstenc!a consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso 
lega!. Opinión Consult!va OC-16/99 de! 1 de octubre de 1999, Serie A No. 16. 
n Si bien el Derecho Internacional Humanitario tiene sus antecedentes en el \\amado derecho de la Guerra, n1ucho 
antes de la Segunda Guerra Mundial, no es sino hasta después de ésta que se conso\!da con10 una rama del derecho 
con vocacíón esencialmente humanitaria, 
'º Para un análisis de la convcr&encia entre OlH y D!DH véase Legal Consequences of the Cons.tructlon of a V'/all in the 
Oci:upy Pa!estinc Tcrrltor¡, !CJ Repons, Advlsory Opínion , 9 Ju!y zoor¡. De igual forrna piénsese por eje1nplo en el 
proceso de un Individuo acusndo de crfrnenes de gucn-a Q.ntc !a Corte Penal 1nternaclonaL 

17. 
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... los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en particular, la 
Convención Americana, no son tratados multilaterales del tipo tradicional, co-ncluidos en 
función de un intercambio recíproco de derechos, para el benetício mutuo de los Estados 
contratantes. Su objeto y fin son la protección de los derechos fundamentales de los 
seres humanos, Independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado 

. como frente a los otros Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos 
humanos, los Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien 
común, asumen varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los 
individuos baJo su jurisdicción (párr. 29)". 

Dicho criterio coincide con la jurisprudencia convergente de otros órganos jurisdiccionales 
iniernacíonales. Al respecto, la Corte Internacional de Justicia, en su Opinión Consultiva relativa 
a Reservas a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (1951), afirmó 
que "en este tipo de tratados, los Estados contratantes no tienen intereses propios; solamente 
tienen, por encima de todo, un interés común: la consecución de los propósitos que son la 
razón de ser de la Convención. 

La COQlisión y Corte Europeas de Derechos Humanos (en adelante "Comisión Europea" y "Corte 
Europea", respectivámente), a su vez, se han pronunciado en forma similar. En. el C<\SO Austria 
vs. nalfa (1961), la Comisión Europea declaró que las obligaciones asumidas por los Estados 
Partes en la Convención Europea de Derechos Humanos (en adelante "Convención Europea") 
"son esencialmente de carácter objetivo, diseñadas para proteger los derechos fundamentales 
ele los seres humanos de violaciones de parte de las Altas Partes Contratantes en vez de crear 
derechos subjetivos y recíprocos entre las Altas Partes Contratantes". En igual sentido, la Corte 
Europea afirmó, en el caso Irlanda vs. Reino Unido (1978), que 

"a diferencia de los tratados internacionales del tipo clásico, la Convención comprende 
más que simples compromisos recfprocos entre los Estados Partes. Crea, por encima de 
un conjunto de compromisos bilaterales, mutuos, obligaciones objetivas que, en los 
términos del Preárnbulo, cuentan con una 'garantía colectiva". 

14] 014 

Igualmente, en el caso Soerin3 vs. Reino Unido ( 1989), la Corte Europea declaró que la Convención 
Europea "debe ser interpretada en función de su carácter específico de tratado de garantía colectiva 
de derechos humanos y libertades fundamentales, y que el objeto y fin de este instrumento de 
protección de seres humanos exigen comprender y aplicar sus disposiciones de manera que haga 
efectivas y concretas aquellas exigencias"". 

El DIDH posee normas cuyos bienes jurídicos tutelados no dependen únicamente de la voluntad de 
un Estado sino que es la comunidad internacional en su conjunto la que tiene un interés· general 
en protegerlas, convirtiéndose así en obligaciones erga omnes", 

El objetivo de dichas obligaciones es la necesidad de proteger Intereses o bienes que la 
comunidad en su conjunto desea preservar''. 

41 Corte lDH. Caso del Tfíbunal Constitucional vs. Perú. Competencia. Sentencl<1 de 2q de septicmbrC de 1999. Serie e No. 
55, párrafos 41-44. Notas al pie ornitidas. Ver también Cor1e !DH. Caso lvcher Bronstein vs. Perú. ,Competencia.. 
Sentencia de 24 de septiembre de 1999. Serie e No. Sil, p~rrafos 33-48. 
~) E! concepto dáslcb de obligaciones er3a otnnes aparece en e! dlcrum de la CIJ en,el caso Barcelona Traction: " ... an 
essential d!stinction sbould be drawn be.tween obligations of a State towards the internation~I communlty as a whole, 
and those arising vis-8.-vis another State ... By their very natura the forrner are the c.oncern of ali States, Jn view of the 
!mportance of the rights invotve, ali States can be held to have a !eg<.1t lnteresr in thelr protection; they are obliga,tions 
ergc¡_ ornnes'." Case concerning the Barcelona Tractlon, Light and Power Company llmitcd, ICJ Reporrs, 1970. (Seconct 
Phase) párraio 3,. 
41 Ver SC!-IACHTER, Osear, lnterna¡lon&la~1.lri Theory and Pr.act!ce. Países Bajos, Martinus Nijhoff, 1991, p. 2.69-:270. Ver 
tarnbíén HOOGH, André, Obllg:nlon..i..f..131LQ¡z¡_nes anct lnternatlona( Ctím(;.§, A theorerka! inillillY.J..!ltQ.Jhu~m~ntation 
and coio.s.cemenr of the lnleínatiRrJ.0! responsi~i!ity of ~l~. Paises Bajos, Kluwer Law inrerna¡Jona!, 1996, p. 53,56. 
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El DIDH, como parte del corpus juris internacional de la persona humana posee características únicas, 
tanto por la naturaleza de sus normas, bienes jurídicos que Wtela y los sujetos a los que protege, las 
cuales deben ser tomadas en cuenta al momento de interpretar y aplicar dicho derecho 
particularmente a la luz de otras disposiciones del Derecho Internacional General. 

Los fribunales internacionales, y en particular aquellos en materia de derechos humanos, deben 
fungir como garantes del derecho y de la integralidad del sistema". 

Así lo ha hecho ya esta honorable Corte por ejemplo en el caso Hilaire vs Trinidad y Tobago al 
interpretar la convención conforme a su objeto y fin, y señalar que debe actuar de tal manera que 
se preserve la integridad del mecanismo previsto en el artículo 62.1 de .la Convención''· 

1.3 Derecho Internacional de los Derechos Humanos y su influencia en el Derecho 
internacional de los Tratados. 

De conformidad con el Artículo 31 de la convención de Viena sobre Derecho de los Tratados (CVDT) 
un tratado debe de interpretarse de la siguiente manera: 

l. llJL.tcatado deberá interpretarse de 1<~ena fe conforme al sentido corriente qldf._lliiY.a·..cis 
atribuirse a los térmill\l.Ul.\;.L.tratado en el contexto~tos y tenifJJ.®..f.!1 cuenta su obiern Y. 

· fin. 
2. Para los efectos de la interpretación de un tratado. el contexto comprenderá, además del 
texto, incluidos su preámbulo y anexos: 
a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con 
motivo de la celebración del tratado; 
b) todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado 
y aceptado por las demás corno instrumento referente al trarndo; 
3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: · 
a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la 
aplicación de sus disposiciones; 
b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el 
acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado; 
e) toda forma pertinente de.QJe.(echo internacional.aplicable en las relacio~l;¡e las partes. 
4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes.'' 

De la anterior disposición se desprenden varias consecuencias. La primera es que exís1en dos 
grandes medios cte interpretación, por una parte los llamados objetivos que son: el texw, el 
contexto y las circunstancias; y por otra, los subjetivos a saber: el objeto y fin de los tratados. Los 
elementos objetivos y subjetivos son interdependientes y deben analizarse integralmente." 

A~ Comisión de Derecho Internacional. 
RESERVAS A LOS TRATAOOS 
'fexto y título de los proyectos de directriz aprobados provisionalmente por et Comité de Redacción !os días 5, 6, .18, 19, 
27, 28 y 29 de mayo de 2009 A/CN.4/l.744. 29 de mayo de 2009 
3.2. Evaluación de la valldez de las reservas 
Pueden evaluar !a valfdez de las reservas a un tratado formula.das por un Estado o una orgctnización internacional, 
dentro de sus respectivas competencias: 
~ Los Estados contratantes o las organ1zadones contratantes; 
- los órganos de arreglo de conuovcrsias, y 
~ los órganos de vigí!ancía de! tratado. 
~t Corte IDl-t Caso Hl!aire vs. Trinidad y Tobago. Excepciones Preliminares. sentencia d.c 1 de septien1bre de 2001 Serie e 
No. 80, párr. 82. 
~~ Subrayado af\adid.o. 
47 NGUYEN, Quoc Oinh, Pellet, A!ain and Dall!!er, Patrie!<, Droit !nternationa! Pu_tJ.lli; 6 ed., Francia, LGOJ, 1999, pp. 257-
263. 

11Af'\.1 f\r f'\r0rri0iA!,I Af':f'\ 'li ') ' ') Q p \~ 
14 



02/08/2010 15:30 FAX 14lü16 

El elemento subjetivo es el que resulta particularmente complejo porque a lo largo del tiempo 
pueden existir m'uchas discrepancias alrededor del verdadero fin y obje!o del tratado. 
Particularmente en tratados de derechos humanos por que dichos tratados se han considerado 
instrumentos vivos que van evolucionando conforme el DIDH lo hace. 

Lo anterior cobra mayor importancia a la luz del inciso 3 c) del Artículo 31 de la CVDT que indica 
que además del contexto debe tomarse en cuenta "toda forma pertinente de derecho internacional 
aplicable en las relaciones entre las partes". Obviamente que en materia de tratados de derechos 
humanos una "forma pertinente de derecho internacional aplicable" es el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos. Esto slgnifíca que la interpretación de un tratado de derechos humanos no 
puede hacerse al margen del DIDH sino por el contrario, se debe de tomar en cuenta dicha rama 
del derecho para identificar el verdadero efecto útil del tratado. 

Asf por ejemplo la Corte Europea de Derechos Humanos ha indicado: 

lt Is recalled that the [European Human Rigl1tsj Convention must be interpreted in the light of 
the rules of ínterpretation set out in the Vlenna Convenrion of 23 May 1969 on the· Law of 
Treaties and that Article 31 s 3 (e) of that treaty indicates that account Is to be taken of "any 
relevant rules of lnternational law applicable In the relations between the parties" (see, inter 
alla, the Golder v. the Unitod Kingdom judgment of 21 february 19)5, Series A no. 18, p. 14, ·s 
29, the Jolrnston and Others v. lreland judgmenr of 18 December 1986, Series A no. 112, p. 24, s 
51, and the above-mentioned lol2idou (Preliminary Objections) judgment, p. 27, s n). 

In the Court's vlew, the principies underlying the Convention cannot be interpreted and 
applied in a vacuum. Mindful of the Convemlon's specíal character as a human rights treaty, it 
must also take into account any relevant rules of international law when deciding 011 disputes 
concernlng its jurisdlction pursuant to Artlde 49 of the Convention.48 

En el caso panicular del DIDH un criterio que ayuda a·interpretar la forma "pertinente del derecho 
internacional aplicable" es el de la interpretación pro personae: · 

En consecuenda, si a una misma sltuac:i6n son aplicables la Convención An1ericana y otro 
tratado internacional, debe prevalecer la norma más favorable a la persona humana." 

El principio pro personae ha sido reconocido también por los tribunales mexicanos.'" 

4
R Corte Europea de Derechos Humanos, Loiz:ídou e TurQufa, Fondo, 18 de dicíembre de 1996, SeL A, párrafo 43. 

~
9 Corte 1DH. la Co!egiacJ6n Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 

Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párrafo 52. 
$º Véase por ejemplo: 
Novena !!.poca 
Instancia: Tribunales Colegiados de Cfrculto 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Cae.eta 
Tomo: XX, Octubre de 2001 
TeslS! l.40.A.441 A 
Pi'Jgina: 2385 
PRINCIPIO PRO HOMINE. SU APLICACIÓN. El principio pro homine, incorporado en múltiples tratados Internacionales, es 
un criierlo hermenéutico que coincide con el rasgo rundame.ntal de los derechos humanos, por vlnud del cual debe 
estarse siempre a favo( del hombre e implica que debe acudi(se a la norma más amplia o a la Interpretación extensiva 
cuando se trata de derechos protegidos y, por el conuarlo, a !a norma o a la interpretación má.s restringida, cuandO Se 
trata de establecer límites a su ejercicio. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRrMER CIRCUITO, 
Arnparo. en revisl{)n 799/2003. lsmad González Sánchez y otros. 21 de abri! de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: 
Hilario Bárcenas Chávez, Secretaria: Mariza Are!lano Pompa. 
N(IITI. !US! 179233 
Localización: 
Novena. Época 
Instancia; Tribunales Colegia.dos de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
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Es por ello que además de las reglas generales de interpretación establecidas en la CVD1, es 
I necesario aplicar, para el caso en comento, las reglas propias de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (CADH): 

Artículo 29. Normas de Interpretación 
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de, 
a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida .que la 
prevista en ella; 
b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes cte cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en 
que sea parte uno de dichos Estados; . 
c) excluir otros derecl1os y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 
forma democrática representativa de gobierno, y 
d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y otros actos Internacionales de la misma naturaleza. 
Artículo 30. Alcance de las Restricciones 
las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidas en !a misma, no pueden ser aplicadas sino conforn1e a leyes 
que se dictaren por razones cte interés general y con el propósito para el cual han sido 
establecidas. 
Artículo 31. Reconocimiento cte Otros Derechos 
Podrán ser incluidos en el régimen di: protección de esta Convención otros derechos y 
liberrn.des que sean reconocidos de acrJ'erdo con los procedimientos establecidos en los 
artículos 76 y 77, 

Esta tríada de disposiciones de la CADH represen!¡¡ una /ex specialis sobre la que descansa la 
interpretación de la Convención Americana. Lo que pretende dicha lex specialis es que en 
cualquier interpretación de la CADH deberá siempre prevalecer el llamado efecto útil de las 
norrna.s. 

Por ende, la interpretación de tratados, en particular aquellos en materia de derechos humanos, 
debe de hacerse desde una perspectiva integral y evolutiva'' con base en el principio de 
progresividad. A este respecto la Corte lnteramericana ha indicado: . 

"113. Como se desprende de la norma citada [Art. 31 de la CVDT], al dar interpretación a un 
tratado no sólo se toman en cuema los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados 

XXI, Febrero de 2005 
Página: 1744 
Tesls: !.40.A.t16a A 
Tesls aislada 
Materia (s): Adrnlnlsrrativa 
Rubro: PRINCIPIO PRO HOMINE. su APLICACIÓN ES OBLIGATORIA. 
Texto; El prlncipio pro homine que Implica que ta interpretaclón jurídica siempre de-be buscar e! mayor beneficio para 
el hombre, es decir, que debe acudirse a !a norn1a más amplia o a la interpretación extensiva cuando se trata de 
derechos protegidos y, por el contrario, a la nonna o a la interpretación más restr!nglda, cuando se trata de establecer 
!írnltes a su ejercicio, se contempla en !os artículos 29 de la. Convención Americana sobre Derechos Humanos y 5 del 
Pacto lnrernacional de Derechos Civiles y Políticos, publica.dos en el Dlarlo Oficial de !a fe.deradón e! siete y e! veinte 
de rria.yo de ,nn novecientos ochenta y uno, respectivamente. Ahora bien, como dichos tratados forman pane de la Ley 
Suprema de la Unl6n, conforrne al artículo 133 constítucíonal, es claro que el citado principio debe aplicarse en forma 
obligatoria. CUARTO TRl!UNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
Precedentes: Ainparo directo 202/2004. Javier Jiménez sánchcz. 20 de octubre de 2ooa. Unanlmldad de votos, Ponente: 
Jean (laude Tron Pctlt. S1.;cretaria: Sandra !barra Va!dei. Véase: Semanario Judida! de la ~·ederación y su Ca.cera, Novena 
Época, Torno XX, octubre de 2004, página 2385, tesis l.ao.A.a41 A, de rubro: "PRINCIPIO PRO HOM!fl\F.. sv APLICACIÓN." 
'

1 Sobre este aspeclo ver Cross Esp!c!!, Hector, "lrnernarional Responsíbiliry of rhe State and individual criminal 
responsibility ín the ínternatfona/ protecdon of /Jurnan ri3hts", !ffigJ.f!fillQJ1~iil1Y..To@Yf.Essays in Memory of 
_osear SchilQ]JtL Países Bijos, Mart:inus Nijt10H Pub!íshers, 200?, pp, ·155. 
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con éste (inciso segundo del articulo 31), sino también el sistema dentro del cual se inscribe 
(Inciso tercero del artículo 31). Como ha dicho la corte Internacional de Justicia, 

[ ... ] la Corte debe tomar en consideración las transformaciones ocurridas en el medio 
siglo siguiente, y su interpretación no puede dejar de tomar en cuenta la evolución 
posterior del derecho [ ... ]. Además, un instrumento Internacional debe ser lntm:ire1rulg_y 
apllcado en el marco del conjunto del sjstema jurídico vigente en el momento en que se 
practica la interpretación. En el dominio al que se refiere el presente proceso, los 
últimos cincuenta años[ ... ] han traido una evolución importante. [ ... ] En este dominio 
como en otros, el corpus Jurls gentium se ha enriquecido considerablemente, y la Corte 
no puede ignorarlo para el fiel desempeño de sus funciones. [Legal· Consequences for 
States of the Continued Presence of South Africa in Namibia (South West Africa), 
not"'!ithstanding Securi¡y Council Resolutlon 276 (1970), Advisory Opinión, I.C.J. Reports· 
1971; pág. 16 ad 31)) 

Esta orientación adquiere particular relevancia en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, que ha avanzado m·ucho mediante la interpretación evolutiva de los 
instrumentos internacionales de protección. l'll.interpretación evolutiva es consecuente 
con las reglas generales ddntergretac16n cte los tratados consag¡¡).!Jas en la Conyención 
de Viena de 19.69, Tanto esta Corre, en la Opinión consultiva sobre la Interpretación de 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1989), como la Corte 
Europea de Derechos Humanos, en los casos Tyrer versus Reino Unido (1978), Marckx 
versus Bélgica (1979), Loizido.u versus Turquía (1995), entre otros, han S!!.iill1ª!lQ.JJ.Ué los 
irnrnrt_os de derechos humanos son lnstrume~¡;g_s__yi.\fg.~,~fl!l'ªJmemretaclón tiene goe 
gcomp_¡jil!lf la evolución de los tiempos y las condiciones de v.lda fil.lli\!ks, 

El corpus juris del Derecho Internacional de los Derechos Humanos está formado por un 
conjunto de Instrumentos internacionales de contenido y efectos juridlcos variados 
(tratados, convenios, resoluciones y declaraciones). Su evolución dinámica ha ejercido 
un Impacto positivo en el Derecho Internacional, en el ,enrielo de afirmar y desarrollar 
la aptitud de este último para regular las relaciones entre los Estados y los seres 
humanos bajo sus respectivas jurisdicciones. Por lo tanto, esta corte debe adoptar un 
criterio adecuado para considerar la cuestión sujeta a examen en el marco de la 
evolución de los derecltos fundamentales de la persona humana en el derecho 
internaclom,1 contemporáneo." 

¡¡jJ 018 

En otras palabras, la interpretación de tratados debe hacerse de manera integral con el resto del 
sistema o subsistema al cual pertenezca. Es menester reafirmar que la interpretación integradora 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos abarca no solo a las normas sustantivas, sino 
también a las procesales a fin de otorgarles un verdadero efecto útil a todas' las normas: 

Los Estados Partes en la Convención deben garantizar el cumplirnlento de las disposiciones 
convencionales y sus efectos propios (e//et utlle) en el plano ele sus respectivos derechos 
internos.· Este principio se apl1ca no sólo en relación con !as normas sustantivas de !os 
tratados de derechos humanos (es decir, las que contienen disposiciones sobre los derechos 
protegidos), sino también en relación con las normas procesales, tal corno la referente a la 
cláusula de aceptación de la competencia contenciosa del Tribunal. Tal cláusula, esencial a la 
eficacia del mecanismo cte protección Internacional, debe ser interpretada y aplicada ,de modo 
que la garantía que establece sea verdaderamente práctica y erlcaz, teniendo presentes el 
carácter especial de los tratados de derechos humanos (cfr. ínfra 41 a 44) y su implementación 
colectiva}~ 

"' Corte !OH. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consu\ar Cn d Marco de las Garantía~ del Debído Proceso 
Legal, Opinión Consulciva OC-16/99 de! 1 de octubre de 1999. Scíie A No. 16. Enfasis añadido. 
5' Corte lOH. C-¡:¡,so del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Coinpetencia. Sentencia de 7,4 de septiernbre de 1999. Serie e 
·No. 55, párrafo 36. Notas al ple ornitidas. · 

HORA Of RfCfPClóN AGíl. 14. 
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La H. Corte lnteramericana tiene además el deber de verdaderamente integrar el DIDH al caso 
subjudice al poder incluso señalar violaciones aún cuando éstas no hubiesen sido indicadas por las 
partes: 

Igualmente, este Tribunal tiene la facultad de analizar la posible violación de artículos de la 
Convención no incluidos en los escritos de demanda y contestación de la demanda, así como 
en el escrito de solicitudes y argumentos de los representantes, con base en el principio iura 
novit curia, sólidamente respaldado en la íurisprudencia internacional, "en el sentido de que 
el Juzgador posee la facultad e Inclusive el deber de aplicar las disposiciones jurídicas 
pertinentes en una causa, aún cuando las partes no las Invoquen expresamente", en el 
entendido de que se le dará siempre a las partes la posibilidad de presentar los argumentos y 
pruebas que estimen pertinentes para apoyar su posición frente a todas las disposiciones 
jurldicas que se exarnlnan.54 

La H. Corte lnteramericana también l1a realizado una función integradora en casos de 
desapariciones forzadas aún ante la ausencía de un instrumento vinculatorio preciso para un 
Estado: 

.No existe ningún texto convencional actualmente en vigor sobre la figura áe la desaparición 
forzada de personas, aplicable a los Estados Partes en la Convención. Sin embargo se deben 
tornar en consideración los textos de: dos instrumentos, la Declaración de !as Naciones Unidas 
sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzosas, de 18 de 
diciembre de 1992, así corno la Convención lnterarnericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, de 9 de Junio de 1994, A pesar de que esta Última todavía no está en vigor para 
Gua.te1na!a, estos instruinentos recogen varios principios de derecho lnternadonal sobre esta 
materia,. lnstrurnenros que se pueden invocar con fundamento en el artfculo 29.d) de la 
Convención Americana. Según esta disposición, no se puede Interpretar ninguno de los 
preceptos de dicha Convención en el sentido de "excluir o limitar el efecto que puedan 
producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Nombre y otros actos 
internacionales de la misrna naturaleza" .~1 

En conclusión, la H. Corte lnteramericana debe interpretar/integrar ef derecho ·a la luz de la 
especificidad del DIDH, colmar lagunas y velar por el efecto útil de las normas tornando en cuenta 
el principio de progresividad de los derechos humanos. · 

De igual forma como expusimos al inicio de este acápite, la H. Corte lnterarnericana ha establecido 
que es competente para conocer de reservas a tratados y que el criterio de apreciación para 
determinar la validez de dichas reservas se encuentra relacionado con el objeto y fin del tratado.56 

Al tiempo que la propia CIDFP le da facultades tanto a la Comisión como a la Corte lnteramericanas 
para que conozcan de asuntos derivados de dicha Convención. 

Es irnporiante indicar que también los órganos de vigilancia de tratados de derechos humanos l1an 
ejercido sus facultades analizando la compatibilidad de reservas con el objeto y fin del tratado del 
cual son garantes.57 

~~ Corte IDH. caso "instituto de Reeducacl6n del Menor" vs. Paraguay. Excepciones Pre!hninares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serle e No, 112, párrafo 12.6. Nota a pie omltlda. 
' 5 Corte !DH. Caso fJlake vs. Guatemala. Excepciones Preliminares. Sentencia de 2 de julio de 1996. Serie e No. 27, 
párrafo 36, 
5~ El Efecto de las Reservas sobre !a Entrada en Vigencia de !a Convenc!ón Americana sobre De~echos Humanos. Opln!ón 
Consultiva OC-2/82 de! 24 de septiernbre de 1982. Serie A No. 2; y Resukc.lones a la Pena de Muerle (Arts. 4.2 y 4.4 
Convención A1nerfcana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-3/83 del 8 de septien1bre de 1983. Serle A No, 
3. 
n Observación general Né 211 del Comité de Derechos Murna.nos 
Cuestiones rcladonadas con !as reseNas: forrnuiadas con ocasión de la rntificacl6n de! Pacto de derechos Civiles y 
Políticos o de sus P(otocolos ~acultativos, o de !a adhesión a e!!os, o en relación con \as declal'adones hechas de 
conformidad con el an:ícu!o 41 del Pacto 
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1.4 Incompatibilidad de la reserva y declaración imerpretativa del Estado mexicano con el 
objeto y fin de la CIDFP 

La CIDFP indica en su preámbulo que: "la desaparición forzada de personas viola múltiples 
derechos esenciales de la persona humana de carácter inderogable, tal como están consagrados en 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de Derechos Humanos" lo que reafirma la 
integralidad del sistema Interamericano de de protección de derechos humanos. 

La CIDFP también establece como parte de sus principales objetivos: "prevenir, sancionar y 
erradicar la desaparición forzada de personas" (Art.1.c). As( cualquier reserva o declaración 
interpretativa contraría a lo anterior será incompatible con los objetivos y fines del tratado. 
Asimismo, la H. Corte lnteramericana señalada reiteradamente que: 

"3. No es siempre fici! dls.tlngu!r una reserva de una declaración sobre la manera en que un Estado interpreta una 
disposición, o de una exposición cte política. Tendrá que tenerse presente !a intención del Esta.do y no la forma del 
instrumento. Si una declaración, independientemente de córno se designe, tiene por objeto excluir o modificar e! efecto 
jurídico de un trata.do en su aplícación a! Estado, constituye una reserva. Por e! conlrario, si una l!a_mada reserva se 
limita a exponer la manera en que un Estado interpreta una disposición, peto no excluye nl modifica dicha disposlc16n 
en su aplicación a ese Estado, no se trata en realidad de una reserva, (. .. ) 
6. El que no se prohíban las reservas no significa que se permitan todas ellas. La cuesrión de las reservas en re!acl6n 
con e! Pacto y el Primer Protocolo facultativo se rlge por el derecho internacional. E! párrafo 3 del anfculo 19 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados ofrece ta otientación pertinente. Se estipula en él que, cuando el 
tratado no prohíbe una reserva o ésta entra dentro de !as categorías permitidas expresamente, un Estado podrá hacer 
una res~(va siempre que no sea incompatlb!e con e! objeto y fin del tratado. Aun cuando e! Pacto, a dlferencla cte otros 
tratados de derechos humanos, no incluya. una referencia concreta a la prueba de! objeto y fin, dicha prueba rige la 
cuestión de !a interpretación y aceptab!!ldad de las reservas. 
7. [ ... J E! objeto y fin del Pacto es el de crear normas jurídicarnente vinculantes para ros derechos humanos al definir 
determinados derechos clv!!cs y políticos e insertarlos en un marco de ob!lgac!oncs que son jurídicamente vinculantes 
para !os Estados que !o ratifican; y píoporcionar un mecanismo eficaz de supervisión para las obligaciones conrraidas. 
ll 
9. Aplicando de manera máS general la prueba del objeto y fin al Pacto, el comité observa que, por ejernplo, la reserva 
a! a.rrfcu!o 1 que deniegue a los pueblos el derecho a establecer libremente su condición política y a proveer a su 
desarrollo económico, social y cultura!, serfa Incompatible con el objeto y fin del Pacto. Tampoco ser1a aceptable una 
reserva a !a obligación de respetar y garantizar los derechos y hacerlo sobre una base· no díscrlm!natorra (páaafo ·1 del 
artículo 2). Ni puede un Estacte reservar su derecho a no adoptar la~r medidas necesarias a nivel interno para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en el Pacto (párrafo 2 del artkulo 2:). ( ... ] 
12. El Pacto tiene como ftnatidad garantizar los derechos en él enunciados a todas las personas sometidas a la 
jurisdicción de un Estado Parte. Es probable que se requieran para ello algunas exigencias. Tal vez deban modificarse 
l~s leyes Internas para que reflejen los requisitos del Pacto; y se necesitarán mecanismos a nivel interno para que los 
derechos amparados en e! Pacto puedan hacerse efectivos dentro de cada Estado. Las rese!Vas ponen a menudo de 
manifiesto la tendencia de los Estados a no modificar una determinada ley. Y, en ocasiones, esa tendencia se eleva a 
!a categoría de polft!ca general. Suscitan especial preocupación las reseNas formuladas en términos generales, que 
básicámente privar!an de efecto a todos !os derechos enunciados en el Pacto que (cquiriesen cualquier modificación de 
!as leyes nacionales a fin de garantizar e\ cump!irniento de !as obligaciones contenidas en el Pacto. De este modo, no 
se han aceptado auténticos derechos u obligaciones internacionales. Y, cuando no existen disposiciones para asegurar 
que puedan hacerse valer ante los tribunales nacionales los derechos enunciados en el Pacto y no se permite, además, 
que puedan presentarse reclamaciones individuales al Comité en vir¡ud de[ Primer Protocolo facultativo, se han 
eliminado todos los elementos fundamentales de las garantías efe! Pacto,( ... ] 
18. ?or necesidad J1a de ser el Comité quien decida si una determinada reserva es compatible con e! objeto y fin de! 
Pacto. Ello se debe en parre, tal como se indica anteriormente, a que se trata de una tarea inadecuada para los Estados 
Partes en relación con los tratados de derechos humanos y,. en parre, a que es una tarea que el Co,nlté no puede 
eludir tn el desempeño de sus func!ones. A fin de conocer el a[cance de su deber de examinar el cumplimiento del 
Pacto por un Estado en vinud de !o dispue·sro en el a11ículo 40 o una comunicación presentada con arreglo al Primer 
Protocolo Facultativo, e! Comité ha de adoptar necesaria.rnente una opinión sobre la cornpat[b!Udad de [a reserva con el 
objeto y fin del Pacto y con el derecho internacional en general. Dado et carácter especial de {os tratados de derechos 
humanos, debe establecerse objetivamente la cornpatibilidad de una (cscrva con el objeto y fin del Pacto en relación 
con un prlnclplo Jurídico, y e! Comité está en condiciones espec!a!mcnte adecuadas para realizar esta rarea. La 
consecuencia normal de una reserva inacéprable no es la de que e! Pacto carezca de todo vigor para. la par'tc que 
forn-1ula la reserva. Antes bien, será posible considerar Independientemente esa reserva, en. el sentido de que el Pacto 
será aplicable para la pattc que formule la reserva sln que la reserva se tenga en cuenta." 
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En un Estado democrático de Derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance 
restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, 
vinculados con las funciones que la ley asigna ?- !as fuerzas militares. Así, debe estar excluido 
del ámbito de la jurisdicción militar el ju,gamiemo de civiles y sólo debe juzgar a militares por 
la con1islón de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos 
propios del orden mi!lrar-5 11 

i¡¡J 021 
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La práctica del Estado mexicano en la materia ha significado la impunidad de los militares 
involucrados en casos de violaciones de derechos humanos en general y de manera particular en 
casos de desapariciones forzadas ele personas como en el caso subjudice." Por lo que, 'al haber el 
Estado mexicano hecho reserva a la prohibición de la jurisdicción militar para el juzgamiento de 
los presumas responsables de desapariciones forzadas está siendo incompatible con el objeto y 
fin del tratado. 

La H. Corte lnteramerica.na·también ha indicado en su jurisprudencia constante qu,e el ejercicio de 
la Jurisdicción militar en casos que deben ser del conocimiento de la autoridad civil constituyen 
una violación a los derechos al juez natural, al debido proceso, al acceso a la justicia, a un juez 
competente, independiente e imparcial, entre muc11os otros.'° 

Por lo anterior, la reserva al artículo IX de la CIDFP no sólo va en contra del objeto y fin de dicho 
instrumento internacional sino que además viola los derechos antes mencionados ·que se 
encuentran consagrados en la CADH. 

can relación a la declaración interpretativa del Estado mexicano es importante Indicar que ésta 
únicamente se refiere a la regla general de no retroactividad de un tratado internacíonal. Dicha 
regla general debe ser analizada a la luz de la naturaleza del tratado en comento y de manera 
particular del crimen que se pretende casligar. 

Así, ha sido parte de la jurisprudencia constante de esta H_ Corte el indicar la naturaleza cominua 
y pluriofensíva de la desaparición forzada de personas.'' Por lo que dicha regla de irretroactividad 
sólo tendría sentido en el caso de aquellas desapariciones en donde se supiera ya del paradero de 
la víctima y se hubiera castigado a los perpetradores del crimen, poniendo fin así al carácter 
continuo del delito. En cambio en aquellas desapariciones forzadas en donde no se sepa aún el 
paradero de la víctima ni .se haya castigado a los culpables la CIDFP será aplicable incluso si la 
desaparición inició antes de la entrada en vigor de dicho instrumento. 

Por otra parte, es importante indicar que recientemente la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(en adelante "la SCJN") confirmó e\ caráccer continuo de la desaparición forzada: 

El referido delito que contempla el artículo II de la Convención lnteramericana sobre 
D'esaparición Forzada de Personas, adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el día nueve de 
junio de mil novecientos noventa y cuatro (coincidente con lo previsto en los art1culos 215·A 
del código Penal Federal y 168 del Código Penal del Distrito Federal), de acuerdo con el 
derecho positivo mexicano, es de naturaleza permanente o continua, ya que si bien el ilícito se 
consurná cuando el sujeto activo priva de la l!berta.d a una o más personas, con !a 
autorización, apoyo o aquiescencia del Estado, seguida de la falta de inforn1ació11 sobre su 

5ª Cone loH. Caso Durand y Ugane Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie e No. 68, párrafo 117, 
\~ No entraremos en asta. sección a explicar e! funcionan1iento de \a jur!sd!cc.l6n mH!tar en México por que esre ha sido 
ampliamente ana\tzado en !os diversos documentos que hemos presentado a !o largo del procedlmiento tnnto 2.n1:e !a 
Cornisíón como ante esta honorable Corte. 
w Ver entre otros a Corte fDH. Caso Lorl ecrenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparacíones: y Costas. Senrencia de 1.$ óe 
noviernbre de iooa. Serie C No. 119, p[vrafos 1a-150, Corte !DH. Caso Pa\an1<tH1 !ribarnc Vs. Chile. Fondo, Reparadones y 
Costas. sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serle e No. 135, párrafos , a5 y 161. 
fi ver cnue muchos otros: Corte !DH. Caso Hc.!iodoro ronugal Vs, Pana.má. Excepciones Prcl!m!narcs, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de ::i.008. Serla e No. 1S6, 

20 
''"", ",- r,,...-;,rr,;, T :._¡,¡ t,f'fl 1 !. ') . 'i 0 D~I: 



02/08/2010 15:35 FAX 

paradero, dicha consumación sigue dándose y actualizándose hasta que aparecen los sujetos 
pasivos o se establece cuál tue su destino.'' 

Por lo anterior, se puede concluir que la decisión de la Suprema Corte de Justicia de México ha 
confirmado el carácter permanente del delito de desaparición forzada e implícitamente la 
aplícación de la CIDFP en casos en donde persista la incógnita sobre el paradero de la víctima 
como en el caso subjudice del señor Radilla. 

111. Militarización 

1. Estado de excepción y militarización. 

Dentro de los principios que informan el sistema Interamericano, la suspensión de garantías no 
puede desvincularse del "ejercicio efectivo de la democracia representativa" a que alude el artículo 
3 de la Carta de la OEI\. La suspensión de garantfas carece de toda legiiimidad cuando se utiliza 
para atentar contra el sistema democrático, que dispone límites infranqueables en cuanto a la 
vigencia constante de cienos derechos esenciales de la persona''· 

Los "estados de excepción" refieren a situaciones de extrema gravedad que enfrentan los Estados, 
que ameritan el otorgamiento de poderes extraordinarios temporsles al órgano constitucional 
llamado a conjurar la crisis, pero que deben obedecer a ciertos límites y controles legitlmos. En 
palabras de la H. Corte lnterarnericana, se trata de una institución que tiene por finalidad la 
defensa de la democracia, del estado de derecho y el respeto de los derechos esenciales del 
hombre"'. 

En el comexto de la desaparición ·forzada del Sr. Radilla Pacheco hubo de facro'' un estado de 
excepción y la consecuente suspensión de garantías, en tanto que se coartarán el derecho a la 
libertad ele expresión, circulación, a la vida, a la libertad y seguridad personales, entre otros, 
llegando al extremo de la permisividad para cometer torturas, ejecuciones y desapariciones 
forzadas de numerosas personas vinculadas o no a quienes buscaban justicia social "· ,ravés de las 
armas. Es importante señalar que el· articulo 29 de la Constitución mexicana" establece 
condiciones pa.ra que se puedan suspender las garantías constitucionales, lo cual no ocurrió en la 
época de los hechos. 

6' TESIS; P./¡. 48/2004 Pleno 9a, Época, localización: Pleno. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,·'fomo: XX, 
Jullo de 2004. Materia: Coristhucíona!. Desaparición forzada. Rubro: Controversia." const!tucíonat 33/2002. Jefe de 
Gobierno del Distríto' Federal. 2.9 cte junio de 2004. unanl1nldad de nueve votos. Ausente: Gui!termo l. Ortlz Mayago!tia. 
Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Martha Elba Hunacto ferrer. TEXIO DESAPARICIÓN FORZADA DE PtRSONAS A QUE 
SE REFIERE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA DE BELÉM, BRASIL DE NUEVE DE JUNIO DE Mil NOVECIENTOS NOVENTA Y 
CUATRO. DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. ESE DELITO ES DE NATURALEZA PERMANcNTE O CONTINUA. 

63 Opinión Consull!va Oc-8/87. Del 30 de enero de 1987. El Habeas Corpus Bajo Suspensión De Garantías (Artículos 27.2, 
25:1 Y 7.6 de la Convencíón Amerlcana sobre Ocrechos Humanos). Sollc!tada por !a Co1nisfón !nteramerfcana cte Derechos 
Humanos; párr . .:io. 
Gd cOne LO.H. ti Habeas: Corpus bajo suspensión de garantfas (Artículos 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Atnericana sobre 
Derechos Humanos), Opinión Consult!va OC·8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. s, pflrr. 20. 
G~ fn la época de [os hechos de! presente caso, jamás. se decretó formal y oficialmente un estado de excepción, esto fue. 
tanto así que !os primeros planes operativos para desankular los movimientos armados fueron estratégicamente 
diseñados hasta su conclusión, para el desmantelamiento de bandas de "maleante$'' o "gavilleros" y nunca como un 
ejército enen1lgo. 
66 

articulo 29. En los casos de invasión, perrurbadón grave de la paz publica, o de cualquier otro que ponga a la sociedad 
en grave peligro o confllcto, solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los lltu!ares de 
!as secretarías de estado y la Procuraduría Geneíal de !a República y con la aprobación de{ Congreso de la Unión y, en 
!os tecesos de éste, de la Comisión permanenre, podrá suspender en todo el país o en lugar dererrn!na.do las garantías 
que fuesen obstáculo paía hacer frente, rápida y fác1!mente a la situaclón; pero deberá haCer!o por un tiempo limitado, 
por medio de prevenciones generales y sin que la suspensl6n se contraiga a determlnado individuo. SI !a suspensión 
tuviese [ugar hallándose el congreso reunido, este concederá las autorizaciones que es\ime necesarias para que el 
eJeculivo haea frente a !a siHJac!6n; pero si se veriflc.ase .en tiempo de receso, se convocara sin den1ora a! congreso para 
que !as acuerde. 

21 



02/08/2010 15:36 FAX 

Si la suspensión de garantías no debe exceder, como lo ha subrayado la Corte, la medida de lo 
estrictamente necesario para atender a la emergencia, resulta también ilegal toda actuación de los 
poderes públicos que desborde aquellos límites". Tampoco pueden apartarse de los principios 
generales las medidas concretas que afecten los derechos o libertades suspendidos, como ocurriría 
si tales medidas fueran manifiestamente irracionales, innecesarlas o desproporcionadas, o sí para 
adoptarlas se hubiere incurrido en desviación o abuso de poder". 

Esto es precisamente lo que ocurrió dentro del contexto en que se desarrolla el caso que nos 
ocupa, en tanto que la actuación de los poderes públicos se desbordó respecto de los límites que 
impone la lega.lidad, razonabilidad y proporcionalidad, a los cuales está obligada toda autoridad 
aún cuando se trate de situaciones de excepcional emergencia. Al hacerlo, las autoridades 
mexicanas, especialmente las fuerzas armadas, incurrieron en desviación y abusos de poder de tal 
grado que han podido ser calificadas como crímenes de lesa humanidad. 

En este sentido, hacemos nuestro lo expresado por los Delegados de la Comisión lnterarnerícana 
de Derechos Humanos frente a la pregunta del Honorable Juez García Sayán'': 

"Esta Corte en su sentencia en el caso zambrano Vélez vs. Ecuador se refirió al extremo 
cuidado que deben tener los Estados al utilizar las fuerzas armadas para controlar una 
situación de protesta socia! 1 una situación de disturbios internos o violencia ínterna. Antes 
de esa sentencia ya la Corte, en su decisión en el caso del Retén de Catia, Momero 
Aranguren y otros vs. Venezuela dijo, y me permito citar textualmente: "Los Estados deben 
limitar al máximo el uso de las fuerzas armadas para el control de disturbios internos 
puesto que el entrenamiento que reciben está dirigido a derrotar al enemigo y no a la 
protección y control de civiles, entre tanto que es propia de los entes policiales". 

Por otra parte, en el ámbito nacional, el articulo 129 de la Constitución Polítiéa mexicana prohíbe 
que en tiempos de paz cualquier autoridad militar ejerza cualquier función que no tenga exacta 
conexión con la discipllna militar. 

Si bien en el año 1996 la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió una tesis jurisprud.encial en. 
el sentido de que 

''es constitucionalmente posible que el Ejército, Fuerza Aérea y Armada en tiempos en que 
no se 11aya decretado suspensión de garantías, pueden actuar en apoyo de las autorid11des 
civiles en tareas de seguridad pública. Por ello, de ningún rnodo pueden hacerlo "por sí y 
ante sí", sino que es imprescindible que lo realicen a solicltud expresa, fundada y mo1ivada, 
de las autoridades civiles y de que en sus labores de apoyo se encuentren subordinados a 
ellas y, de modo fundamental, al orden jurídico previsto en la Constitución, en las leyes que 
de ella emanen y en los tratados que estén de acuerdo con la misma, atento a lo previsto 
en su artículo 133)º". . 

~, Opinión Consultiva Oc-B/B7. Del 30 de enero de 1987. El Habeas corpus Bajo Suspensión De G<\rantía.s (Artículos 27,2, 
25.1 Y 7.6 de la convención Americana sobre Derechos Hurnanos). Solicitada por !a Comisión lnteramer!cana de Derechos 
Humanos; pá.rc 38. 
,s Opinión Consu!tlva oc-8/87. Del 30 de enero de 1987. El Habeas Corpus Bajo Suspensión De Garantías (Artícu!os 27.2., 
25.1 Y 7.6 de la Convenclón Americana sobre Derechos Humanos). Solicitada por !a Cornislón lnteramer!cana de Derechos 
Humanos; párr. 39. 

6
~ "La pregunta es ia siguiente, según parece entonces no se había decretado un estado de excepclón que le 

atribuyera al Ejército las funciones de poHcía, 1nl pregunta es una reflexión más que de hechos de derecho, ¿qué 
. reflexión Jurídica se exirae de ese dato, el hecho de que el Ejército que no está prcvlst.o en las normas 

constitucionales y legales para efectuar operaciones de policía rea!lzara un acto en e! que se privó de libertad a una. 
persona, según la informacl6ri disponible en una típica. acción de po!kíal" en audiencia pública celebrada dentro 
del caso Rosendo Radil!a Pacheco vs . .Estaclo mexicano, de 7 de Julio de 2009. 

'º Tesis PXX!\//96 y PXXV/96; que resuelven \a c,cclón de inconstltucionalldad interpuesta por 166 dipuw.dos de !a 
quincuagésima sexta !egls!atura. 
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Así, la· Constitución y las leyes otorgan facultades a las Fuerzas Armadas para realizar funciones de 
salvaguarda de la seguridad interior, término que no debe confundirse con seguridad pública. El 
concepto de seguridad pública, como "bien jurídico", que no como "función" o "se1vicio", se 
encuentra deliri1itado en los tipos penales que establecen los códigos estatales y federal en 
materia penal. Los actos constitutivos de dichos delitos implican un ataque a la seguridad públíca 
y es necesaria su persecución para efectos de salvaguardarla. 

Tampoco debe asimilarse el conceprn de seguridad nacional al de seguridad interior, ya que si bien 
los actos que atentan contra la seguridad interior representan siempre un atentado contra la 
seguridad nacional, existe todo un catálogo de delitos que no constituyen ataques a la seguridad 
interior .. 

Caso distinto es el de "función" de seguridad pública a que se hace referencia en el artículo 21 
constitucional, pero que no define, por lo que hay que acudir a los ordenamientos secundarios 
que regulan esa función, como lo es, por ejemplo, la Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal, 
la cuál en su artículo segundo encomienda la prestación del servicio de seguridad pública a través 
de los llamados "cuerpos de seguridad pública" los cuáles son definidos en el artículo tercero 
exclusivamente como la Policía del Distrito Federal, la Policía Preventiva, la Policía Complementaria 
del Distrito Federal, así como la Policía Judicial del Distrito Federal. Esto es congruente con el 
artículo 21 constitucional, que sólo hace referencia a las policías. 

Así pues, las Secretarías de la Defensa Nacional (en adelante "la SEDENA") y la de Marina pueden 
participar en la labor de coordinación de la función de seguridad pública, pero no por ·ello pueden 
los militares de arma participar en operativos que corresponden a las instituciones poi/e/a/es. En 
este sentido, las Secretarías mencionadas tienen autoridades militares y no militares. Las militares 
no deben participar en ninguna función que no tenga e'xacta conexión con la disciplina militar, 
conforme al artículo 129 constitucional. Las que tengan funciones de seguridad pública, (como las 
policías milirnres y la policía rnarírirna), podrán realizar esas funciones, pero d.e ningún modo 
deben incluirse a los militares de arma.'' 

1. 1 Las causas de la guerrilla en Guerrero 

La experiencia guerrillera en ef estado de Guerrero en los años sesema y setenta del siglo XX no 
puede concebirse como el resultado del trabajo subversivo de algunos líderes, se ¡rata más bien 
de un proceso con raíces profundas que debe ser comprendido a partir del contexto histórico y 
social en el que surge y se desarrolla. 

Entre los factores que explican el surgimiento de la guerrilla en Guerrero podernos señala_r: 

O En la década de los sesenta Guerrero ocupaba el primer lugar nacional de fuerza de 
trabajo campesina, pero aportaba sólo el 1% nacional de la productiVidad agrfcola. Los 
recursos forestales y minerales eran expoliados por un reducido número de compañías 
que e>-plotaban a más de un centenar de poblaciones. Así, la pobreza y marginalidad en 
que vivía parte Importante de la población no era el resultado de la carencia de recursos, 
sino de la distribución desigual de los mismos". 

11 Cfr. Santiago Corchera Cabez:ut, "Propuesta de una ln!c!ativa para Retirar a las Fuerzas Armadas de [as Funciones de 
Seguridad Pública", en Jorge Luis Sierra Guz1nán (coord.), El eJérdto y la Constitución Mexicana.. Combate al narcorráfico, 
pararnillraris1110 y c.ontra)nsurgencia, México, Plaza y Va\dés, 2006; págs. 105·108 y 118. Se adjunta ~orno ANEXO B.'J 
~) Laura Caste!!anos, México armado, 1943·1981, Méx!co, Ediciones Era, 2007, pág. 103. E"n 1976, José López Portí!!o en unG.. 
glra por el estado de Guerrero como candldaio a (a Presidencia de fa República. corncntó; "A diferencia del desic~rto, 
donde las manos vacías se encuentran pórque ta. tierra no es generosa, en Guerrero las· n1anos vacías están en esa 
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• Si bien el poder caciquil se consolidó como una estructura premoderna de ejercicio del 
poder a. lo largo y ancho del país, en Guerrero el salvajismo de los caciques, así como la 
frecuencia y el uso excesivo e innecesario de la violencia sembraron las condiciones para 
la rebelión social". 

• La política nacional y estatal fue utilizada para benefício exclusivo de los intereses d~ este 
reducido sector que pretendió perpetuarse como único beneficiario de 1.as riquezas que 
producía el estado y de las que se apropiaba de manera patrimonialista. 

• La estructura au1oritaria del régimen convirtió la participación democrática en motivo de 
persecución política. En el marco de la Guerra Fría y de la doctrina de seguridad nacional, 
el gobierno optó por la descalificación absoluta de toda propuesta de cambio social y por 
la introducción de leyes que limitaban el de(echo de opinión y asociación. 

o En este contexto, las fuerzas de seguridad del Estado fueron utilizadas para reprimir todas 
las manifestaciones en contra del gobierno. Quienes buscaban un cambio por vías legales 
fueron señalados como subversivos y agitadores; fueron perseguidos, desaparecidos ó 
encarcelados, y por ello, terminaron siguiendo los cauces de la rebelión". 

La política sistemática en la que se circunscribe este caso esta plenamente probado con: 1. 

Informe y recomendación emitida por la CNDH en el año 2001, 2. Informe histórico a la sociedad 
mexicana 2006, elaborado por la Fiscalía Especial, 3. Documentos que obran en la averiguación 
previa del caso i<adilla como son: partes, informes y radiogramas militares, así como un libro 
historial y planes operativos militares específicos en ejecución y propósito para acabar con los 
grupos simpatizantes al movimiento de Lucio Cabañas, como el plan telaraña, el plan atoyac, entre 
otros que se describen más adelante, 4. Las más de 600 averiguaciones previas abiertas sobre 
otros desaparecidos y 5. que este caso este acumulado a 12·1 más por cometerse, presuntamente 
por los mismos responsables, en el mismo lapso de tiempo y con el mismo modus operandi. 

1.2 La respuesta del Estado y el uso de .las (-uerzas militares 

Desde los años sesenta, las fuerzas de seguridad del Estado fueron desplegadas en el estado de 
Guerrero con el objetivo de contener las movilizaciones sociales y campesinas. Las investigaciones 
que ilan sido realizadas sobre las campañas antlguerrilleras impulsadas por el gobierno distinguen 
entre distintas etapas y estrategias. 

1.3 Militarización de Guerrero 

La primera campaña antiguerrillera data del año 1968 con la Incursión del Ejército en la sierra de 
Guerrero. Bajo la apariencia de programas médicos y deportivos, las fuerzas militares intentaron 
ganarse la confianza de los pobladores. A partir de entonces se establecen pelotones de soldados 
en la mayoría de los pueblos de esta región y camiones militares rondan de manera permanente 
de una comunidad a otra". · 

a) Operación "Rastrllleo" 

El Estado Mayor de la Defensa Nacional (EMDN) aprobó la Operación Rastrilleo a partir del 14 de 
noviembre de ·1968 basada en "peinar" regiones donde _podrían estar escondidos los líderes 
guerrilleros. La TJS y 35s Zonas Militares (ZM) participan en esta Operación. Algunos de los 

condición por et despojo, que es socialmente doloroso. Y no tiene absolutarnentc justificación." José López Porti\!o, el 5 
de febrero óe 1976 en Acapu!co como candidato presidencia!, (en Bonllla, 1981, pág. ·15)'', Pág 4. 
Ji FEMOSPP, rnforrnc histórico a la sociedad mexicana: 2006; Capítulo VI.- Lo que explica el surgíiniento de la v,ucfía sucl<1; 
pág. 3. 
14 rEMOSPP, lnforrne bistórlco a !a soc!ccíad rnexicana: 2006; Capítulo VL- lo que explica el surglrri!cnto de la guerra sucia; 
Pág. 3 
7~ ea1oy t1.:;.yo, La guerri!I!:\ de Genaro y lucio. Análisis y resultados, México, Diógenes, 1980, págs, 86-87, 
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poblados afectados son Campo Amor, Santo Domingo y Puerto Gallo, municipios de Atoyac y 
Tlacotepec. Desde entonces, el Ejército se plantea la contención y desarticulación de los 
movimientos armados empleando métodos en contra de la población civil. De ahora en adelante, 

_ no sólo se .busca el enfrentamiento directo con los grupos alzados, sino que también realizan 
detenciones injustificadas, cateas de casas, desapariciones forzadas y torturas. De ello dan cuenta 
los casos de Francisco Guerrero y Samuel Adame16, Agapíto Teodoro, Donaclano Teodoro y Cirílo 
Teodoro, sometidos a tormento11, ente otros. 

b) Operación "Amistad" 

Como parte de esta ofensiva contrainsurgente y con el propos1to de capturar a los principales 
líderes guerrilleros, Genaro Vázquez y Lucio Cabañas, el Ejército puso en marcha la Operación 
Amistad''· Corno parte de la misma, se abrieron 70 rutas de penetración en la sierra. Los retenes 
militares se apostaron en todos los caminos y los pelotones de soldados acampa.dos 
provisionalmente en pueblos estratégicos fueron reemplazados por unidades permanentes. 
Además, el Ejército fue reforzado por helicópteros-y avionetas militares y de la policía federal. 

Los reportes que se tienen de las intervenciones del Ejército muestran la generalización y 
agudización de los métodos represivos contra el pueblo: detenciones arbitrarias, torwra", robo" y 
saqueo"; asesinatos y profanación de cadáveres, además de violaciones y concentración forzada 
de la población. 

e) Operación 6 Plan Telaraña 

'' Oficio ¡661 del General de Brigada Juan Manuel Enríquez. Cmte. de la 27s 2M al Secretarlo de la Defensa MGB el 69/06/ 
13 (SON 76/ 231/ 193-194). Nota 697 a ple de página de! Informe histórico a la sociedad mexicana: 2006; Capítulo VI.- Lo 
que explica el surgimiento de la guerra suc.ia; 
n, FE:MOSPP, Informe histórico a la sodedad mexicana: 2006; Capítulo VL~ Lo que explica el suígímiento de la guerra suela; 
Pág. J2 
Jfl La duración de esta Operación según fuentes oficiales fue de dos semanas y media. Sin embargo, la lnforrnación 
recogida en la zona., da cuenta de que se realizó durante más tlernpo y en una región más amplia 8. la que fue reportada 
por e! Estado. No~a 645 a pie de página en el !nfonne hls16rlco a la sociedad mexicana: 2006; Capí1u\o Vl.- lo que explica 
e! surgimiento de la guerra sucia: Pág. 35 
n Los milirares golpearon a los señores Pascual Manzanares, Ricardo Are!lano, E!euterio Manzanares, Enrique Juárez 
lucas, Porfirio Altamirano y Va!entín Martinez Gonzá[e2, confprme a denuncia de Antonio Esplnobarros de! poblado de 
Tlaxca!!xtlahuaca, municipio de San Luis Acat!5.n, en carta fechada el 24 de agosto de 1970 dirigida a! Secretarlo 'de !a 
Defensa Nacional. Carta con el número de recibida 54399 del 24 de agosto de 1970 (SDN 93/ 278/ 148) refiere que el 
Ejército Mexicano golpeó, hasta dejar !rreconodb!e a Pascual Manzanares y golpearon a otras personas que dejaron 
moribundas, a los señores E!euterio Manzana.res Arcl!ano, Enrique Juárez, Porfirio Alta1nirano, Va!entín Martínez en Carta 
no. 5439 al Secretario de la Defensa del 26 de agosto de 1970 (SDN 93/ 278/ 147). Nota 648 a pie de página en el Informe 
histórico a !a sociedad mexicana: 2006; Capítulo VI.- lo que explica el surglrnlento de !a guerra suela. . 
ªº El Ejé(cito mexicano llegó al dom!cí!io del denundante," Antonio Esplnobarrios busca~do a Ge:naro Vázquez, 
amenazaron a su esposa de muerte y le robaron aretes. Carta no. 5439 a! Secretario de !a Defensa del 26 de agosto de 
1970 (SDN 93/ 278/ 147). Nota 649 a ple do página en el Informe histórico a la sociedad mexicana, 2006; Capftulo VI.· Lo 
que explica el surgi1niento de la guerra suela. 
111 Don Elcuterío Manzanares González -que só!o hablaba T!apaneco y que por ello no en.tendía e! motivo por el que (o 
detuvieron y lo golpeaban- iuvo que vender dos bestias, una para darle dinero a tos soldados pa,ra que lo soltaran. y 
ot(a para curarse !a fuene go!p!2a que le propinaron. A Pascual Manzanares Valentín, hijo de Eleuterio, !e robaron todos 
sus ahorros que renfa en tres cinturones huecos, llan1ados 'cu[ebras' donde guardaba inonedas de 0.720 plata. Cada 
culebra tenía 120 n1onedas. A Pascual !o detuvieron e!, i de agosto de ·1970 y lo golpearon has1a dejarlo iríeconoclb!e. 
Querían Jnformacl6n sobre Genaro Vftzquez. Estuvo tres meses tirado después de \a go!plza y lo llevaron en carni!!a a 
llalenco. El golpe del que más sufrió fue en la cintura. Ya nunca· recuperó el movimiento de las piernas. V]vló otros 
cuatto años, pero a consecuencia de los golpes murió. Nota 650 a pie de página en el Informe hlstórfco a la socle.dad 
1nexlcana: 2006; Capítulo VL· lo ~ue expi!ca el surglrr1iento.de la guerra suela. 
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Con la llegada de Luis Echeverría a la Presidencia de la República a finales de 1970 se 
recrudecieron las acciones militares para combatir a los grupos guerrilleros del estado de 
Guerrero". 

En abril de 1971 dio inicio la Operación Telaraña'' - primer Plan de Operaciones contra los grupos 
armados del Secretario de Defensa, Hermenegíldo Cuenca Diaz (HCD)- por medio del cual se 
intensificó la presencia militar en las ciudades y pueblos del estado. Se calcula que para 1971, el 
Ejército tenla en Guerrero, específicamente en la zona de Atoyac, San Jerónimo, Zihuatanejo y 
Petatlán, a 24 mil soldados, que representaban una tercera parte de todos sus efectivos". 

El. aumento de 1.os militares estuvo acompañado de la implementación de una estrategia 
comrainsurgente conocida como "quitarle el agua al pez" con el fin de eliminar las redes de 
colaboración y los potenciales guerrilleros Infundiendo terror en la población. Así, en esta época, 
se detuvieron por docenas a hombres, mujeres y niños, quienes fueron trasladados a cárceles 
clandestinas para ser torturados. Además, en las comunidades se tendieron cercos militares y de 
forma abrupta se impidió el acceso a los medios de subsistencia. Muchos campesinos se vieron 
obligados a huir con sus familias". 

d) Aumento de electivos militares 

La situación guerrerense l1abía tomado un cariz tal que el gobierno creyó necesarlo incrementar el 
número de elementos militares en la sierra de Atoyac. Cinco batallones de infanterfa y diez mil 
policías, coordinados por el general Javier fonseca de la Dirección de la Polic\a Militar de la 
Defensa, se sumaron al rastreo envolvente que se realizaba de día y de noche, por tierra y aire ·en 
esta área del país. 

En este contexto de extrema militarización, los poblados serranos se convirtieron en víctimas de 
detenciones y otros abusos. Uno de los casos extremos se da en la comunidad El Quemado, donde 
mujeres y hombres son concentrados en la cancha del pueblo y posteriormente golpeados y 
detenidas". 

~' FEMOSPP, Informe histórico a la sociedad mexicana: 2006; capítulo Vl.- Lo que explica el surgimiento de la guerra sucia; 

pág. 48. 
ª' Plan de operaciones de marzo de 1971 (SDN 97/ 286/ 2 a 11). En este Plan se define que "!a actuación de los 
e!ernentos m!!itares se regirá por !a observancia y aplícación de procedlm!entos de grupos armados transgresores de la 
ley.'' La operación Telaraña inició la noche del 30 de abril y estuvo vige111e hasta el 1é de mayo de 1971. Operación Plan 
Telaraña. 2S fase 71/ 05/ 08 (SDN 'iOI 286/1~). Nota 689 a pie de página en e! Informe histórico a fa sociedad mexicana~ 
2006; Capítulo VI.~ Lo que explica e! surgimiento de !a guerra sucia, 
"' Baloy Mayo, pág. s, 
~;. "Los batallones que nos persegulan levantaron un c~nso en cada pob!ado, casa Por casa, famma por familia, para 
saber cuántos vivían en una habiradón y raclonarlcs la atimentación; por ejemplo, fa.mi\ías compuestas por 6 mien1bros, 
10 kl!os de maíz por semana, dos kilos de azúcar, dos de fríjoL t.l hambre cunctl6 en la sierra.[ ... ) la brigada ya reunía a 
1nás de doscientos jóvenes con once mujeres; de cualquier barrio nos surtían de maíz, arroz, fríjol o lo que 
necesitáramos; pero con el sitio mH!tar a cada poblado serrano y los retenes militares ya no pudimos subsistir unldoS. y 
acordan1os repartirnos de diez en diez por toda la sierra," (HipóHto; 1982, págs. 85-86). Pág. 90 
86 "Llegue a mi casa. E! gobierno había Invitado a ta gente a una asamblea en !e¡. cancha deponiva que está en medio de! 
pueblo. Había una casa so!a en una esquina de !a cancha. Y todos fuimos a !a reunión, hombres, mujeres y jóvenes. Y el 
e)érc!10 agarró el censo de! pueblo. Y dijeron; ''Todo el que oiga su nombre va d!c!cndo 'presente'". V cuando me !legó 
1nl nombre me dijeron "vengase para acá", y separaron unos para allá y otros para acá. Y dijeron: "Ustedes, tos de aca, 
se me van a sus casas y estén atentos. Con !os otros queremos hacer una plática y luego se van". Éramos como unos 
cincuenta. Nos llevaron a !a casa. Cuando entraba a uno lo cateaban duro, le vendaban los ojos, !e amarraban las n1anos 
y los pies y to botaban. Y tantito que uno se queJaba !e daban su t.ratada. At otro día agarraron más. Estuvimos tres días 
amarrados y sin comer. Nos decían que éramos !os que habíamos m;i:ta,do a. los soldados. Luego nos llevaron en 
helicóptero al cuarte! de Atoyac Qlle estaba en construcción. Las familias lloraban, Nos traíban de a cuatro encañonados 
y bien amarrados. Nos: decían que nos iban a echar al mar. Y ahí ya había muchos de ct!ferentes lugares de la sierra. Nos 
tuvieron igual an1arrados, sentados en e\ piso y sin comer como velnte días. Nos golpeaban inucho. Ahí murló un sefior · 
que se !!ainaba Goyo Flores, ellos lo mataron a patadas. Yo !o vide, Él tmpezaba a inquietarse y empezaba a !lab!ar 
cosas, como que la mente ta estaba pcrdlendo. Y e! guardia a pura petada lo calmó, De ahí nos llevaron a Acapulco. Al1f 
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e) Relevos dentro del Ejército 

La escalada represiva no había logrado acabar con el grupo armado y sí en cambio ganó cierta 
cobertura en la prensa nacional. Lo anterior obligó al gobierno a realizar ajustes en los altos 
mandos del Ejército. Así, el 1 de noviembre de 1972, el general Joaquin Solano Chagoya es 
destituido corno jefe de la 27s ZM, y en su lugar, se nombra a Juan Manuel Enríquez Rodríguez, 
quien habfa sido entrenado en el Centro de Adiestramiento Latinoamericano del Ejército de Estados 
Unidos, antecedente de la Escuela de las Américas". 

í) Operación Luciérnaga 

En 1973 el Ejército inicia la Operación Luciérnaga con el objetivo de apretar el cerco a la guerrilla y 
recuperar el control territorial en la sierra de Coyuca. Los responsables de esta Operación son los 
recién nombrados, teniente coronel Enrique Cervantes Aguirre, jefe de Estado Mayor y el general 
Salvador Rangel Medina, encargado de la 27s ZM". 

A partir de entonces, el Ejército establece la norma de desconocer la dignidad humana de los 
detenidos y 'cosificarlos'. En la documentación oficial se introduce el término «paquete» para 
referirse a los detenidos en operaciones contraguerrilla". La recepción de «paquetes» equivale a la 
detención ilegal de Jndivlduos y el señalamiento "su revisión correspondiente" se refiere a los 
interrogatorios a los que son sometidos para obtener información. Estos interrogatorios incluyen, 
según testimonios recabados, la tortura, la detención prolongada y, en algunos casos, la privación 
de la vida. 

g) Fuerza de Tarea Atoyac 

Como respuesta al secuestro del lng. Rubén Figueroa por la guerrilla en 1974, el gobierno federal 
inició una campaña militar de gran alcance. Con la autorización del Ejecutivo, se realizó el 
operativo castrense de liberación denominado "Fuerza de Tarea Atoyac", a cargo del teniente 
coronel Juan López Ortiz, quien había sido entrenado en Armas de Infantería y Tácticas de 
Infantería en la Escuela del Caribe del ejército de Estados Unidos. · 

El 5 de agosto de 1974 el general Elíseo Jiménez Ruiz es nombrado Comandante de la. 27?; ZM y 
presenta el Plan de operaciones contra Lucio Cabañas''· Conforme a dicho plan: 

"Se organizan seis agrupamientos con sus respectivos mandos y áreas de responsabilidad. 
Se les encomienda como parte de su misión el "control de víveres y personas sobre las 

. rutas que conducen a la sierra y procedentes de ella". · 

me dieron la noticia otros cornpaíl"eros que había muen:o otro señor de los golpes, en el comedor de la. cárcel, se 
Hamaba Ignacio Sánchez. También le pasó lo rnismo a Ríos. Yo estuve preso cuatro años y medio." Entrevista a Nicolás 
Vn!dés. Atoyac de Á!varez, Guerrero, octubre de 1000. En Laura Castellanos, op,cit., pág. 142.. • 
B
7 lbid., pág. 143. Además, en Atoyac es destacado el 27º Bata.116n de Infantería a! mando del Coronel Maximino Gómez 

Jirnénez, permaneciendo ·en el lugar el 50" Batallón de Infantería al mando de! Coronel Alfredo Rubén García Cruz. E! .i8"' 
Batallón de Jnfantcría se queda en cruz.: Grande a las órdenes del Coronel Roberto He!!e RangeL siendo !a Plaza de 
Acapuko ocupada por el 19º BI bajo e! mando del Corone! de Infantería Ramón Rocha Guiar. Nota 7'14 a p[e de página en 
el Informe histórico a la sociedad n1exlcana; 2006; Capítulo VI,- Lo que explica el surgimiento de !a guerra sucia; Pág 61 
as Informe histórico a la sociedad mexicana: 2006; Caf)ftu!o VJ.- Lo que explica e! surgimiento de la guerra suela; pág. 148. 
8
? Con fecha 22 de noviembre de 1973 se detecta por primera vez en !os expedientes de la SEDENA el término 'paquete', 
para referirse a los 'detenidos que l!ega!mente quedan en n1anos del Ejercito'. Nota 786 a píe de página en e! informe 
hlSlÓffco a la sociedad mexlcana: 2006; Capítulo V!.- Lo que explica et surgimiento de !a guerra sucia; Págs. 74 y 7.5. 
¡.,,:. Oficio 850,1 del 74/ os/ 06 del GraL f. Jlm&net a DN UNO HCD (SDN 100/ 299/ 445). Nora 865 a ple de página en el 
Informe hlstódco a !a sociedad mexicana: 2ooó; Capflu!o Vl.- Lo que explica el surgimiento de la guerra suela. 
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Los puestos de control deberán "impedir el paso de víveres, armamento y municiones que 
pudieran ser destinados al enemigo." 
Asimismo, se les encomienda la "identificación y captura de imegrantes de la gavilla y sus 
contactos" 91

• 

En la sierra de Atoyac se inician operaciones con aviones de reconocimiento, helicópteros y tropas 
de intendencia. Se habla de más de 18 mil soldados peinando la zona. Todas las vfas de acceso 
están bajo control militar. 

Ame la impotencia de detener al lider del movimiento guerrillero, el Ejército ataca a la población. 
La contrainsurgencia utiliza todos los medios de destrucción en contra de la:s comunidades 
campesinas, capturando, torturando y matando a muchos de sus integrantes, así corno a los 
clanes familiares de quienes consideraban pilares de dicho movimiento. 

Las acciones son más cruentas en pequeñas rancherías aisladas de la sierra. Ahí los militares 
ejecutan lo que llaman "tierra limpia" porque arrasan con todo lo que indique que hay un 
asentamiento humano. Se llevan a las personas en helicópteros. Algunas son trasladadas a 
cárceles clandestinas, otras son abandonadas en parajes lejanos, y otras más, ejecutadas y 
lanzadas, corno bultos, en altarnar. 

h) El replanteamiento de la contrainsurgencía 

Con el reporte de la muerte de Lucio Cabañas el 2 de diciembre de 1974 cesan las noticias de esa 
guerra sorda que el Ejércíto emprendió en contra de la población civil que habitaba en los 

. municipios de la sierra y la Costa Grande. Al parecer, en ese momento se dio un replanteamiento 
general sobre cómo abordar la guerrilla. Las detenciones-desapariciones continuarían, pero la cara 
visible de esta intervención pasarla a las policías; particularmente la ¡udicial del Estado de 
Guerrero. Sin embargo, los elemenws del Ejército que habían destacado como los verdugos más 
crueles en comra de la población fueron los elegidos por el nuevo gobernador, Rubén Figueroa 
para dlriglr sus cuerpos de po\icfa. 

Por otra parte, el conirol de los detenidos en los campos militares continuó estando al mando del 
Ejército. El Campo Militar Número 1 y las lM, particularmente el cuartel de Atoyac y la Base. aérea 
de Pie de la Cuesta, seguirían siendo los centros de detención de los prisioneros que las policías 
aprehendían .. 

í) El aniqulllamiento de la guerrilla 

Muchos de los prisioneros que estaban en las cárceles fueron exterminados usando métodos para 
· borrar cualquier evidencia de estas ejecuciones extrajudiciales. Las fuentes periodisticas señalan 
que: "los cuerpos de los detenidos, incluso algunos de ellos todavía vivos, eran arrojados a los 
pozos que estaban en los ejidos costeros de Copacabana, AGJ.pulco, cerca del Hotel Princess. 
"Ningún ex guerrillero va a quedar vivo" diría el teniente que aventó cinco cuerpos en un pozo". 

Otra de las estrategias empleadas con este fin fueron los llamados "vuelos de la muerte", que 
tenían por objetivo arrojar al mar los restos mortales de presuntos desaparecidos. A principios de 
1975, el mayor Acosta Chaparro y el tenieme coronel Quirós Hermosillo obedecen órdenes 
superiores e instruyen a sus subalternos de la Base Aérea Militar número 7 en Pie de la Cuesta 

'' 1 P!an de Operacloncs (SDN 100/ 299/ 446 a 450). Nota 866 a p\~ de página en el informe histórico a \a socíed;::iti 
mexicana: 2006; Capítulo VI.· Lo que explica e! surí;im1ento dr: !a guerra suela. 
9) FEMOSPP, lnfonne histórico a la sociedad mexicana; 2006; Capitulo VL~ Lo que c;,:;p!ica el surgirniento de la guerra sucia; 
pág. lJS: (Montc1nayor; 1991, 374) 
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Muchas otras autoridades, políticas y militares, estuvieron involucradas en los crímenes que se 
cometieron en contra de la población_ Se sabe que el Secretaría de Defensa, HCD, tuvo varias 
reuniones con el presidente Echeverria para mamenerlo al tanto de los pormenores de la lucha 
contra la guerrilla". 

En la averiguación previa obran testimonios, partes, informes y radiogramas militares, as! corno un 
libro historial y planes operativos militares específicos en ejecución y propósito para acabar con 
los grupos simpatizantes al movimiento de Lucio Cabañas, como los descritos; de estos 
documentos se desprenden nombres específicos de la cadena de ma.ndo que llevo a acabo los 
operativos, pero ninguna de estas personas a excepción de los ya mencionados han acudido a 
declarar. 

Es evidente que treme a todas las denuncias se elaboró un mecanismo de encubrimiento que 
incluyó la negación de las fuentes y el descrédito de los denunciantes, y frente a la rotundidad de 
las evidencias se optó por el acotamiento de la responsabilidad a un sector de los ejecutores 
materiales sin atender el conjunto de autores de mayor nivel o jerarquía militar o institucionaL En 
esra labor participaron alros mandos del ejército y del poder judicial bajo una actuación 
coordinada e interrelacionada que ha apuntado a un mismo objetivo: Consagrar la Impunidad, 
quebrantando con ello los artículos 8 y 25 de la Convención Americana y el artículo XIX de la CIDFP_ 

1.4 Violaciones a los derechos humanos como producto ele la militarización 

·El despliegue militar en el estado de Guerrero durante la llamada guerra sucia es considerad.o 
como el más arrasador del México posrevolucionario100

_ No sólo por la cantidad de efectivos 
desplegados, sino por las dramáticas consecuencias en ¡érminos de la violación a los derechos 
humanos que sufrió la población_ 

Existen en los documentos oficiales múltiples testimonios y denuncias en las que se da cuenta de 
los arropel\os cometidos por las fuerzas de seguridad, particularmente por los miembros del 
Ejército: detenciones injustificadas, golpes y torturas; violación a mujeres; robo, saqueo, 
vandalismo y ejecuciones,. .entre otros 10

1
, 

Las quejas ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos coinciden con las actividades 
reportadas por et Ejército Nacional mexicano'". 

2. Panorama acwal de la militarización 

Actualmente se encuemran en las calles y poblados del país para combatir el narcotráfico 
aproxímadamenre 45 mil militares. Desde el aiío 2005, México ha sido asediado por una creciente 
violencia relacionada a las drogas, en respuesta_ a esta siwación, apenas días después de asumir 
la presidencia en diciembre de 2006, el presidente Felipe Calderón, inició diversos operativos 

09 Documento fecha.do el 2 de julio de 1974 dirigido por el Jefe de! Estado Mayor, General Alberto Sánchez lópez (17157) a 
la Superioridad, entiéndase a! C. Secretario del ramo Hermenegildo Cuenca. Díaz, y que se írnitu!a: "Análisis y evaluación 
de !a sltuadón actual, po!frico mili1ar en relación con e! secuestro del senador Rubén Figueroa, por la gavH!a. 'guerr'il!Gra' 
de ludo Cabañas.", í:l Jefe de Estado Mayor !e señala al Genera! Secretario Hermeneglldo Cuenca D1az que a este grupo, 
"sí por conveniencia se ha dado el nombre de maleantes y gavilleros para no deteriorar la imagen de México en e:! 
exterior, su fonna de operar viene a ser exactarnenre ígua.J a !a de una guerri!!a" por !o que el EJ6rcito deberá 
reorganizarse en unidades flexibles que !e pennitan "adaptarse a !as circunstancias de una auténtica guerrma." Pág. 89 
NO SE $1 ESTA NOTA VIENE Al CASO. . 
itrJ FEMOSPP, Laura. Castellanos, op.cit., pág.104. 
101 

FEMOSPP, Informe r1istórfco a la sociedad mexicana: 2006; Capítulo VL· lo que explica el surgirniento de la guerra 
sucia; pág. 133. 

ioi ff}AOSPP, !nforrne histórico a la sociedad mexicana: 2006; Capítulo VI.- Lo que explica e! s.urgimjerno de !a guerra 
-sucia¡ p.5g. 94-
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militares de seguridad pública en el territorio mexica,no, el primero de estos fue el "Operativo 
Conjunto Miciloacán", desple~ando cerca de 6,500 soldados y polic!as en el estado de Michoacán. 

Los operativos coníuntos son de carácter federal y dominados por las fuerzas militares, en los· 
cuales colaboran parte de elementos policiales, militares y de inteligencia de la Policía Federal 
Preventiva (PFP), la Agencia Federal de Investigación (AFI), el Centro de Investigación y Seguridad 
Nacional (CISEN), la Armada de México, el Eíérdto Mexicano y la Fuerza Aérea Mexicana (FAM); bajo 
la supervisión administrativa de la Secretaría de Seguridad Pública Federal (SSPF), la Procuradur\a 
General de la República (PGR), la Secretaría de G.obernaci6n (SEGOB), la Secretaría de Marina 
(SEMAR) y la Secretaría, de la Defensa Nacional (SEDENA) respectivamente; en algunas ocasiones,. se 
integran fuerzas policiales estatales y municipales al operativo conjunto;. para dar un apoyo al 
combate, a pesar de no formar parte del mismo. 

Estos operativos se crearon con la intención de erradicar los plantíos de enervantes y combatir el 
. narcotráfico y la delincuencia organizada, en un inicio en el estado de Míchoacán y posteriormente 

se han venido lanzado por el presente gobierno en otros estados de la República mexicana. En los 
hechos esto ha implicado que el Ejército realice actividades que, constitucionalmente, le están 
vedadas. Es importante hacer mención de que aun cuando la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación avaló la participación de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad pública para auxiliar a 
la policía, fue clara en señalar que dichas labores deben realizarse bajo supervisión y a petición 
del poder civil'"· · 

En entidades como Sinaloa, Durango, sonora, Michoacán, Chihuahua, Baía California y Guerrero, los 
militares han realizado patrullaíes y han operado retenes para revisar automóviles y personas, sin 
supervisión civil. También ha sucedido que los propios castrenses asuman labores relacionadas 
con la investigación de delitos y la custodia de personas detenidas"'. 

Los operativos conjuntos han sido controversiales, en la medida en que el número de ejecutados 
ha escalado: más de 2,500 en el año 2007 alcanzando un número sirnilar al del 2006"' y se hablan 
de aproximadamente 14 mil muertos en el año 2008 y lo que va del 2009. 

Los militares siguen desplegándose por wda la República: al Operativo Chihuahua se le decidió 
aumentar a 8,500 el número de militares a finales de febrero del afio. 2009"' y en julio de 2009 se 
desplegaron 2 mil 500 efectivos militares más en Micl10acán que se suman a míl que ya se 
encontraban en la entidad'". · 

Varios presidentes mexicanos han emprendido importantes iniciativas para combatir el tráfico de 
drogas en el país, el poder y la extensión de los ll;imados cáneles mexicanos de la droga, y la 
violencia ·asociada a éstos só!o, se han incrernentado1º6

• 

'" Tesis P./J. 36/2000, de rubro .EJÉRCITO, FUERZA AEREA Y ARMADA. SI BIEN PUEDEN PARTICIPAR EN ACCIONES CIVILES A 
FAVOR DE LA SEGURIDAD PÚBLICA. EN SITUACIONES EN QUE NO SE REQUIERA SUSPENDER LAS CARANTIAS, ELLO DEBE 
O~EDECER SOLO A LA SOLICITUD EXPRESA DE LAS AUTORIDADES CIVILES A LAS QUE SE DrnERÁN ESTAR SUJETOS, CON ESTRICTO 
ACATAMIENTO A !A CONSTITUCIÓN Y A LAS LEYES", páglna 552 del Semanarío judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
JX, abril de '..\OOO. 
mJ centro de Derechos Humanos, Miguel Agustín Pro Juárez, AC, (Comandante supremo? La ausencia de control civíl 
sobre !as. fuen.:as Armadas al inído del sexenio d0 fe!ípe Calderón, enero 2009, pág. 2~ se ad)url\a como ANEXO C.1 
ws Arnlcus Curi'e WOlA . 
165 Jorge Carrasco Araizaga, ~006-2009: oprobiosa impunidad militar en Proceso, número 1694, 19 de abrll de 2009. Se 

adjunta como ANEXO D.1 
'º7 La Jornada, 21 de julio 2009, sección política 
ioa Kal!d, De 67 reco1nendacíones a Sedena, la mitad se emitió en este sexenio, en ediciones !1npresas milenio 
()1tt[H/liD112reso.mHenlo,C.9.m), :Zll de julio de 2009. Se adjurna como ANEXO D,3 
108 Cfr. /1micus Curie WoLA 
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Como parte de esta estrategia de lucha contra el narcotráfico y la delincuencia organizada, en abrí! 
de 2009 el presidente Calderón presentó al Senado cuatro iniciativas"' para que en la legislatura 
que inícía en septiembre se modifiquen distintas normas relacionadas con la actuación de los 
militares contra el narcotráfico y otras formas de la delincuencia organizada. Sus propuestas van 
encaminadas a facilitar la intervención de los militares sin que éstos enfrenten consecuencias 
legales y, en cambio, evita cualquier modificación al fuero militar, con lo que pretende que las 
violaciones a los derechos humanos cometidas por efectivos de las Fuerzas Armadas sigan siendo 
investigadas en el mismo ámbito castrense. 

El presidente propone modificaciones a la Ley de Seguridad Nacional, al Código de Justicia Militar 
(en adelante "CJM"), a la Ley orgánica del Poder Judicial de la Federación, y un paquete de 
reformas a la Ley Federal de Armas de Fuego, la Ley contra la Delincuencia Organizada y al Código 
Federal de Procedimientos Penales. · 

La principal reforma que contienen las iniciativas con respecto al Ejército es la Ley de Seguridad 
Nacional, .con objeto de introducir el concepto de seguridad interior, emre los supuestos para 
declarar la ·existencia de una afectación a la seguridad interior, el Ejecutivo contempla la 
sublevación o el trastorno de una entidad federativa y las agresiones directas a las instituciones y 
funcionarios relacionados con la seguridad nacional. También incluye los actos que pongan en 
peligro el orden, la paz, o la seguridad pública de un municipio, una entidad federativa o una 
región, y que vulneran la capacidad de las instituciones competentes para ejercer sus funciones. 
Se aclara que en todos los casos en que exista una afectación a la seguridad interior, la Fuerza 
Armada Perrnaneme (nuevo nombre que se le da en la iniciativa de ley a las Fuerzas Armadas) 
deberá participar en la atención de la misma, ya sea como institución designada como responsable 
o en colaboración de otras autoridades. 

Por su parte, la CNDH en su Informe Especial sobre el Ejercicio Efectivo del Derecllo Fundamental a 
la Seguridad Pública en nuestro país, establece en la recomendación vigésima que: 

"la presencia militar en acciones de seguridad púbÍlca recorre el país de sur a norte, la 
inclusión de la mlllcla en los cuerpos de seguridad Pública va en aumento y su intervención 
en la prevención del delito y el combare a la delincuencia es un hecho innegable, a pesar 
de que el mismo gobierno federal ha reconocido que es necesario Ir retirándolos de dichas 
tareas paulatinamente; situación que pone en grave riesgo el sistema de libertades públicas 
y los derechos humanos de los habitantes del país. Si el problema de la delincuencia exige 
la intervención del ejército en rareas policiales, como parece ser el caso, entonces debería 
modificarse el marco jurídico y prever que los miembros de las fuerzas armadas, dedicados 
a funciones de seguridad pública, queden sujetos a condiciones jurldlcas del orden civil por 
los abusos de poder que cometan, a fin de que prevalezca el Estado de derecho y el respeto 
de los derechos humanos" 11º· 

Finalmente, en julio de este año, la organiz«ción Human Righr. Watch envió una carta a la 
secretaria de Estado, Hillary Clinton, para expresar su preocupación por la creciente cantidad de 
abusos graves cometidos por los militares durante operativos contra el narcotráfico y la seguridad 
pública. Solicitó a la administración del presidente Obama exigir energéticamente al gobierno de 
México el respeto a derechos humanos o, de lo contrario, reten.er 15'7. de los fondos del Plan 
Mérida (de ayuda antinarco), hasta que el gobierno mexicano. garantice que todas las acusaciones 
de violaciones perpetradas por militares sean investigadas y juzgadas por la autoridad civil. 

1
0'J se adjuntan como ANEXO A.2 

11º COMISIÓN NACIONAL DE LOS DtRECHOS HUMANOS, Segundo Informe Especial de la Comls\6n Nadonal de los Derechos 
Murnanos sobre el ejercicio efectivo de! derecho fundarnental a la seguridad pública en nuestro país, Apartado de 
Conclusiones, año de pub!icaclón '2000, 
hllP..;;/~\f\'V\l.cndh.org.mx{lacndh/jnformes~/hiJlJ.i?&&Publkao8/2informeSeguridado8.hrm Ú\\lma fecha de consulta 11 

de agosto de 2009. 
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Por lo anterior, el Estado incurre en responsabilidad al desconocer: 1, El contexto de patrón 
sistemático en el que se dan los hechos, lo cual ímplica necesariamente la participación de 
multiplicidad de personas y esto implica implementar una metodología para investigar crímenes de 
sistema z. Ignora la existencia de la cadena de mando en diversas instituciones del Estado 
mexicano, y 3. omite la responsabilidad que deriva del análisis del material probatorio recabado 
en la averiguación. 

3, Violaciones a los derechos humanos en el contexto actual 

El indicador más fidedigno de los abusos de las fuerzas armadas es el número de quejas recibidas 
por la CNDH contra la SEDENA as! mísmo, estos datos se robustecieron con un análisis de las notas 
de prensa acrnales mas relevantes sobre el tema. 

Del 6 de junio de 1990 a la fecha, la CNDH ha recibido un total de 115, 994 quejas, de las cuales el 
5,03% i,s decir 5, 937 señalan como presunta autoridad responsable a la Secretaria de Defensa 
Nacional. 

Durante la administración del Presidente Felipe Calderón, la cifra de quejas se duplicó el primer 
año del sexenio pasando de 182 en 2006, a 367 en 2007'". En lo que va del se)(enio se han 
presentado 2, 471 quejas"' comra elementos de la institución rnstrense, lo que equivale al 41 7o 
del total de las quejas presentadas en contra de esta ínstituclón. En el año 2008, la CNDH recibió 
1,230 quejas de abusos militares, que representan un aun1ento de 600% respecto de los tres años 
anteriores"'· El presente año se identifíca como el periodo mas violento contra la población civil, 
pues en tan sólo el primer trimestre del ario la CNDH abrió 423 expedientes. de quejas"', y en total 
en lo ·que va del año se han presentado 934 quejas'''· · 

De los hechos reportados como violatorios en el· primer trimestre del ano 2009, encontramos que 
aproximadamente: 219 casos son por incumplir con alguoa de las formalidades para la emisión de 
la orden de cateo o durante su ejecución, as! como en las visitas domiciliarias, ·213 casos por 
detenciones arbítrarias, 144 por trato cruel, inhumano y degradante, 107 por robo de bienes, 61 
por retención ilegal, 60 por deterioro o destrucción ilegal de propiedad privada, 59 por uso 
arbitrario de la fuerza, 45 por incomunicacíones, 41 omisiones para l1acer constar por escrito el 
acto· de autoridad, 40 detenciones sin orden Judicial fuera de los c;:¡sos de flagrancias y 31 
tardanzas para presentar al detenido ante el Ministerio Público"'. · 

Mientras más presencia del Ejército hay en las calles, mayor es el número de violaciones a los 
derechos humanos, ya que de las quejas presentadas sólo durante este año, la mayoría se 
concentran en las regiones militares donde el personal participa en tareas de segurídad como 
parte de los operativos contra el narcotráfíco, tal es el caso de los estados de Chihuahua, Coahuila, 
Míchoacán, Guerrero, Sinaloa, Durango, Baja California y Sonora, que concentran 70% de los 
casos 11 t . 

... crnmo DE DER,CHOS HUMANOS Mi'GIJEL AGUSTIN PRO JUAREZ, A.C., ¡Comanctame supremo/, Op, Cit; pag, 22 

n~ Cfr. Gustavo Carda castillo, se disparan en este sexenio quejas ante !a CNDH contra militares, admlte Ejército en La 
Jornada, sección Política, 26. de julio de 2009. Se adjunta como anexo D.2 
Cfr. Kalid, De 67 recomendaciones a Sedena, !a rnitad ~·e cn1!t!6 en este sexenio, en ediciones impresas rnl!enio 
C11.u:QJLI1n12rr.:~n.n1í!P.ON&Q1u), 24 de julio de 2009. 
11 1 cfr. Víctor eallln<1s, La Jornada, sección Po!ítka., 11 de 2gosto de 2009. . 
114 Jorge carrasco Araizaga, ;;i.006-2009: oprobiosa Impunidad rni\ltar en Proceso, núrnero 1694, 19 de abrí! de 2009. 
115 Ka!ict, De 67 recomendaciones a Scdana, la mitad 5e ernitió. en este sexenio, en ediciones impresas rnHenio 
(JitJ:p.Jil!.11preso.n1í!enío.corn), 24 de jllllo de 2009. 
11

~ Jorge Carrasco Araizaga, 2006-2009: oprobiosa ín1punid;d n1Hit~r en Proceso, número ·1694, 19 dG abril de 2009. 
llJ Ka!id, De 67 recomendaciones a Sedena, !a mitad se emitió en este sexenio, en ediciones impresas milenio 
(lU!p://írnpreso.¡11i!enlo.con1), :v¡ de Julio de 2.009. 
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Salvo tres estados -Campeche, Colima y Guanajuato-, en todo el territorio se han registrado abusos 
por parte del Ejército. Por región, la SEDENA ubica las siguientes estadísticas de quejas 
promovidas; ·195 en Saltillo, Coahuila; 84 en Morelia y 72 en Apatzingán, ambos municipios de 
Michoacán; 58 en Tijuana, Baja Californi.?,; 54 en Durango; 52 en Chílpancingo y 45 en El Ticui, 
ambos en Guerrero; 35 en Villahermosa, Tabasco; 33 en Culiacán, Sinaloa; 29 en Reynosa, 
Tamaulipas; 27 en Mihuatlán, Oaxaca; 22 en "Tacubaya", Distrito Federal; 18 en Cuernavaca, 
Morelos, y 12 en Guadalupe, Zacatecas"'. 

De acuerdo con las estadísticas dadas a conocer por la propia SEDENA, en la presente 
administración las quejas han sido rebasadas abruptamente en contraste con las recibidas en las 
administraciones pasadas, en donde tenemos que en el sexenio del presidente Carlos Salinas de 
Gorrnri (1 de diciembre de 1988 al 30 de noviembre de 1994) se recibieron 570 quejas. Durante el 
sexenio de Ernesto Zedil!o (1 de diciembre de 1994 al 30 de noviembre del 2000) se recibieron 
·1,689 quejas y en el sexenio de Vicente fox (1 de diciembre de 2000 al 30 de noviembre de 2006) 
se recibieron 1, 225 quejas"'· 

Con respecto a las recomendaciones emitidas por la CNDH, del 6 de junio de 1990 a la fecha, se 
h'an emitido 2,011 recomendaciones, de las cuales 67 han sido dirigidas a la Secretaria de Defensa 
Nacional. 

La mitad de estas 67 recomendaciones"' se emitieron en la presente administración; 'es decir, el 
52% del total ele las·recomendaciones emitidas. Por otra parte, de las quejas recibidas se derivaron 
29 procesos de conciliación con los afectados"'. De las 35 recomendaciones que se han emitido en 
el transcurso de esta administración, 14 corresponden al ano 2009, 14 al año 2008 y 7 al año 
2007122. 

Con más de tres años aún de gobierno, el Presidente Calderón supera a lo ocurrido en violaciones 
cle.rnilitares a los derechos humanos durame la adminis"tración de sus amecesores, tenernos que 
en pasadas administraciones se emitieron 8 recomendaciones en el sexenio del presidente Vicente 
fax, 14 en el de Ernesto Zedilla y 7 en el de Carlos Salinas de Gortari"'· 

De acuerdo con la información proporcionada por la SEDENA en su informe de ·1996 a la fecha, la 
institución ha procedido penalmente contra 65 militares de diversos rangos por violaciones a los 
derechos humanos, aunque solo 12 militares, dos jefes, seis oficiales y cuatro elementos de trnpa, 
han sido semenciados por delitos como homicidio calificado o culposo, secuestro, lesiones, 
violencia contra\ las personas, alcanzando penas de hasta 20 años, aunque sólo dos fueron 
condenados en esta administración y el resto ya cumplieron su pena,,,_ 

A la información proporcjonada por la SEDENA en conferencia el pasado 24 de Julio, haría falta 
conocer cuando ocurrieron los hechos por lo que se sentenciaron a estos 12 militares, al igual que 

"B Gustavo García castíl!o, se disparan en este sexenio quejas ante !a CNDM contra mHltares, admite· Ejército en La 
Jornada, sección Política. 24 de julio ~e 2009. 
li? Gustavo García Castillo, se disparan en este sexenio quejas ante !a CNDH contra mll!tarcs, admite Ejército en la 
Jornada, sección Política, 24 de julio de 2009. 
no se adjunta corno ANEXO f.2, "Recomendaciones ernítidas por la CNDH A St.DENA en e! Sexenio de Ca!di::rón" 
1

~
1 Kalid, De 67 recon1enda.c.lones a Sedena, la rnltad se ernitió en este sexenio, en ediciones irnpresas milenio 

. ÜJJJa;/Lim~reso.milenio.com), 2d de Julio de 2009. 
Di Gustavo García Castlllo, se disparan en este sexenio quejas ante la CNDM contra militares, adrnite Ejérc.ito en La 
Jornada, sección Polftlca, 24 de julio de 2009. 
iu Kalid,. De 67 recomendaciones a Sedena, la n1ltad se emitió en este sexenio, en ediclones !mpresas milenio 
(hup:{/jm™o.ml!.toJ.Q,J..9.!J2), 24 de julio de 2009. 

11
~ i:::alld, De 67 recomendaciones a Seclena, la mitad se e1nltió en este sexenio, en ediciones impresas rnilenio 

{httn;//1rnJ)JeSO.nl1kDJQ..coJD), i4 de julio de 7.009. 
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las fechas de sus sentencias ya que son casos antiguos. Al respecto se ha pronµnciado la 
organización .internacional HRW, al. decir que "resulta que de estos doce casos, ocho son del 
gobierno de Carlos Salinas (1988-1994) y de Ernesto Zedillo (1994-2000), es decir, de hace más de 
diez años"t. 

Actualmente están bajo proceso penal 53 militares, 1 jefe, 11 oficiales y 41 de tropa, en 14 juicios 
castrenses, 10 de los cuales están relacionados con homicidios aunque también hay casos de 
tortura y violencia contra las personas'"· 

Con respecto a la personalidad jurídica de los promoventes de las denuncias, tenernos que en 
diciembre de 2006, 3 fueron civiles, en el 2007, 292 fueron civiles, en el 2008, 100 y en lo que va 
del 2009, 838 civiles"'. 

Por la falta de información pública existente al respecto, el Centro de Derechos Humanos Miguel 
Agustín Pro Juárez, AC hizo varias solicitudes de información a· través del Instituto Federal de 
Acceso a la Información"', de las cuales se arrojan los siguiemes resultados. 

,----------------~---~------r----------~---~-----··· 
--,--~---,-··-7---,,-,-+~2~0~014_..¡...c2~º-~º¿5 _____ ,.2.º~º~6: ___ _jr"20~0~7--1--~20~0~8:__ ___ _ 

Averiguaciones Previas (AP)· 12 19 16 103 381 
Iniciadas por el Agente del 
Ministerio Público Federal 
(AMPF) remitidas al fuero 
militar por considerarlo 

COrflJleteITTC. --- ------l-------e--------1--·---f-- ---·· 
Oficios del Agente del Una al AMPF 
Ministerio Público Militar solicitándole 
(AMPM) dirigidos al AMPF o que declinara la 
entidades solicita.ndo se competencia a 
abstuvieran de seguir favor del fuero 
conociendo de ciertos hechos de guerra. 
por no considerarlos 
con1petentes _, ___ __, __________ -------+----+-----'. 
AP abiertas por el AMPM en las 12 2 4 60 110 

cuales los sujetos pasivos sean 
civiles ==------·-··-------- ----!----------+----·---+---· - --.. ~------
AP consig1Yadas por el /\MPM 1 o 1 1_ 6 
en las cuales los sujetos 
pasivos s_ean _!Civiles.__ ___ _ _______ _ 
Sentencias en las cuales los 
su~to~j>asivos sean civiles 
Sentencias condenatorias en 
las cuales los sujetos pasivos 
sean civiles 

32 

viol_encia coi:i_tra las_¡:,..;.eo...rs"o-'n:.:.a:.:.s-+--1~ _J__ _ · 
AP abiertas por el delito de ,;:, jE ¡-;¡-- ~7 1z---·-
AP consignadas por el cielito de 1 J 1 13 1 5 
violencia conl:ra~rsonas _ ------ __ L_ _____ . __ 
--------------~--
·n;; El Universal, agencia EFE, 11 de agosto de 2.009. 
176 Ka.lid, De 67 recomend;~cloncs a Scdena, \a mitad se emit16 <~n este scxcnío, en ediciones irnpresas in\lenlo 
(htto:.LL.!Jn_p)]S(hmileni{hcolO), 2d de julio de 2009. 
111 Gnstavo Ca.reía castHlo, se disparan en este sexenio quejas rtnte !a CNDH conua rni!itares, z.drnite E)érc!10 er. La 
Jorni:lda, setci6n Polí\!éa, 2(1 de julio de 2009. 

n~ Se adjunta como Anexo E.1 !as so!iclr.udes de info'.mación, 

3G 
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2004 1 2005 1 2006 1 2007 1 2008 

Sentencias por el delito de 
_violencia contra las personas 

"IO 

Sentencias condenatorias por 
el delico de violencia contra las 8 
personas 

De lo anterior podemos observar que junto con el alto índice de violaciones a los derechos 
humanos existe como agravante el que como ningún otro gobierno, el de Calderón ha sometido a 
cientos de civiles a tribunales castrenses. Tan sólo en sus dos primeros anos, 484 casos que 
originalmente eran investigados por la v!a civil pasaron a la justicia castrense. Entre enero de 2007 

y noviembre_ de 2008, la Procuraduría de Justicia Militar abrió 170 averiguaciones previas en las que 
las víctimas han sido civiles en actos vlo!atorios cometidos por los propios militares. La cifra no 
tiene precedentes, es poco rriás de 10 veces que las abiertas entre 2004 y 2006. En 2004 fueron 12; 

en 2005, dos;_.y en 2006, cuatro. De estas averiguaciones, 12 han s"1do consignadas ante la justicia 
castrense, 10 de ell"as con Calderón, dos con Vicente Fox, una en el año 2006 y una en el 2004. Más 
elevado es. el número de sentencias dictadas por los juzgados militares y el Supremo Tribunal de 
Justicia Militar en casos en que las víctimas han sido civlles, sin precisar los años, se informó que 
se han dictado 4·1 semencias, 32 condenatorias y 9 absolutorias. 

En lo que atañe al delito de violencia contra las personas, la SEDENA tiene regimadas 39 
averiguaciones previas abiertas por el Ministerio Público Militar. De ellas, 6 fueron en el gobierno 
de Fox y 23 en los dos primeros anos de Calderón. 

Igualmente, de las cifras se desprende, que el propio Ejército se encarga de investigarlos, con lo 
cual se confírrna que se ha hecho una extensa aplicación del fuero rnili1ar hacia civiles. Durante los 
dos primeros años del sexenio, existe un total de 484 averiguaciones previas iniciadas por el 
Ministerio Público Federa.! o Estatal han sido remitidas a la justicia militar, bajo la consideración de 
que la competencia corresponde a los tribunales castrenses. En 2007, se registraron 103 

declinaciones a favor del fuero militar y en 2008 se elevó a 381 casos. De acuerdo con ia 
información oficial otorgada, esa tendencia empezó a darse desde 2004. Entre ese año y 2006 se 
registraron 47 casos, muy lejos de los 484 de los dos primeros años del gobierno de Felipe 
Calderón. 

De la información se desprende, que sólo en una ocasión, durante el año 2000,- la: justicia militar le 
solicitó al Ministerio Público de la Federación que declinara la competencia a favor del fuero de 
guerra, en aplicación al artículo 57 del Código de Justicia Militar, que establece los delitos con[ra la 
disciplina militar. 

Las violaciones, ocurridas práctica.mente en todo el país y consideradas corno uno de los efectos 
del comba-ce al narcotráfico, así como las investigaciones de los militares sobre sus propios actos, 
empiezan a tener un costo social para el Ejérciio, que ha perdido aceptación enue la ciudadanía. 
De acuerdo con la encuestadora Demotecnia cJ.e Maria de las Heras, la confianza social en el 
Ejército mexicano ha decrecido aún cuando sigue siendo una ·institución con alta aceptacíón, en lo 
que va del gobierno de Calderón al pasar de 83'7o a 72% de opinión favorable.'" 

Especialistas en seguridad advirtieron que si los militares continúan en el combate al crimen 
organizado, d°"ben estar sujetos a controles de las autoridades civiles que eviten violaciones de 
derechos humanos. 

,:,:.1 Jorge C8.rrasco Afaizaga, 2006-2.009: oprobiosa impun!dad militar en Proceso, número 1694, 19 de ab~!! de 2009, Pág. 8 

1 · 1 íl PM 
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El presidente Felipe Calderón, el pasado 10 de agosto de 2009, en la conferencia de prensa en el 
encuentro de mandatarios cte América del Norte, afirmó que su gobierno protege los derechos 
humanos y "quienes señalen lo contrario, están obligados a probar un caso, un solo caso". Horas 
después la organización Human Rights Watch respondió: El reclamo del Presidente se contradice 
con la evidencia disponible", y ejemplificó con dos casos del estado de Michoacán del año 2008, 

en el que en ambos casos varios militares fueron acusados y hasta el momento no han sido 
castigados''°. Human Rights Watch en su informe "Impunidad Uniformada" establece que las 
autoridades no han dado información sobre un solo caso en donde se haya determinado 
responsabilidad de las Fuerzas Armadas. Una muestra de los casos de abusos por parte de los 
militares registrados en el presente sexenio son por nombrar algunos, Caso de Ernestina Ascencio 
Rosario, Caso carácuaro, Nocupétaro y Huetamo, Michoacan, Caso de las adolescentes agredidas 
sexualmente en la Estrellita, caso Familia Esparza Galvíz, Caso Marlene Caballero, Caso de Héctor 
Adrián Salazar Fernández, en Tamaulipas'''. 

IV. Jurisdicción militar 

1. Anteceqentes históricos legislativos 

De un análisis his1órico del artículo 13 constitucional, se advierte que el fuero de guerra, hasta 
antes de la promulgación de la Ley sobre Administración de Justicia y Orgánica de los Tribunales de 
la Nación, del DistrílO y Territorios (Ley Juárez), el 22 de noviembre de 1855, no se limitaba a la 
jurisdicción concedida a tribunales especiales para juzgar a miembros del ejército, sino que 
comprendía· un con jumo de preceptos que establecían privilegios y exenciones en favor de los 
militares, tanto en negocios del orden civil, como en el caso de causas criminales sobre delitos del 
orden común y en los comprendidos en la ordenanza militar, así se observa desde el contenido 
de la Constitución de Cadiz de 1812'", pasando por el Reglamento Provisional Político del Imperio 
Mexicano'" e incluso la Constitución Federal de 1824'" y otras disposiciones de la tpoca'". 

Sin ernba.rgo, a partir de la promulgación de la Ley sobre Administración de Justicia y Orgánica de 
los Tribunales de la Nación, del Distrirn y Territorios (Ley Juárez), se originó un cambio en el 
criterio que determina la competencia del fuero de guerra, limitándolo a la. jurisdicción concedida a 
tribunales especiales para juzgar a miembros del ejército. Dicho cambio extrajo de la esfera de 
competencias ·de los tribunales militares, los negocios del orden cornún, así como las causas 
criminales sobre delitos del. orden común. En dicha Ley''' de manera clara se limitaba la 
competencia de los tribunales militares al conocimiento de las causas criminales sobre delitos 

1'º cfr. Sergio Jiménez y Silvia Otero, Calderón: prueben un solo caso de abuso en E! vn!versa!, 11 de agosto de 2009. Se 
adjun,ta como ANEXO D.4. 
Cfr. HUMAN R!CTH WATCH, Impunidad Uniformada, Uso indebido de !a justicia militar en México para Jnvestlgar abusos 
cometidos durante operativos contra e! narcotráfico y de seguridad pública, abrí! 2009. Se adjunta como /\NEXO C.2. 
1

l
1 Se adjunta como ANEXO é.4. Resúmenes de casos actuales de violaciones por parte de efectivos militares contra 

civiles · 
Vér también. HUMAN RIGTH WATCfl Impunidad Uniformada, Op. Cit, Capítulo rv. Una práctica que persiste, páes. 41·56 
')~ El artículo 250 de la Constitución Política de la Monarquía Española, promulgada en Cádiz el 19 de rrrnrzo de 1612, 
establecía lo siguiente: "Artículo 250, los militares gozarán tamblén de fuero panicular, en los términos que previene !a. 
ordenanza o en adelante prevlnlcrc." 
1H E\ anícu1o 57 de! Reglamento Provisionc1t Político del Imperio Mexicano, suscrito en la ciudad de México el 18 de 
didembrc de 1822, establecía lo siguiente: "Artículo 57. Subsisten [os juz:ga.dos y fueros inilitares y eclesiásticos, para los 
objetos de su atribución; como los peculiares de mlnerla y de Hacienda Pública, que procederán corno hasta aquí, según 
!a ordenanza y leyes respectivas." 
111 E! anícu!o 154 de la Constitución Pederal de los Estados Unidos Mexicanos, sancionada por el congreso G~nera\ 
Constituyente el 4 de octubre de 182q, estableda. !o siguiente; "Artículo 154. Los mi!ltares y edeslástlcos continuarán 
sujetos a las autoridades a que !o están en la actuallda,d según !as leyes vigentes." 
1H Finalmente, e! artículo 30 de 1a quinía, de las Leyes Consri1:ucionales de la Repúbllca rnexlcana, suscritas en !a ciudad 
de México d 29 de diciembre ele 1836, csr.abtecía !o slguienre: "Artículo 30. No habrá. más fueros personales que e! 
eclesiástico y militar." 
1i" Véase anículo 112. 

HORA DF RECEPCIÓN AGO. 14. 3:28PM 37 



02/08/2010 15:43 FAX igJ 039 

002678 

puramente militares o mixtos cometidos por los miembros del ejército. Es decir, sobreviene un 
cambio de criterio en la aplicación del fuero de guerra, de un criterio estrictamente personal a un 
criterio material: la comisión de un delito militar. 

Este mismo criterio es retomado en el Estatuto orgánico Provisional de la República mexicana'", 
decretado por el Supremo Gobierno el 15 de mayo de 1856, el cual limitaba la competencia de los 
tribunales militares al conocimiento de los delitos cometidos por miembros del ejército en el 
servicio militar. 

Posieríor a ello, los miembros del Congreso General Constituyente de 1857 acotaron aún más la 
competencia de los tribunales militares, estableciendo en el artfcu\o 13 de la Constitución Politica 
de la República mexicana que el fuero de guerra subsistía solamente para los delitos y faltas que 
tuvieren exacta conexión con la discipllna militar, reservando a la ley secundaria la facultad de 
fijar dicl1os casos de excepción'". 

De esta manera, se observa que bajo la vigencia de la ley sobre Administración de Justicia y 
Orgánica de los Tribunales de la Nación, del Distrito y Territorios (Ley Juárez), y particularmente de 
la Constitución Política de la República mexicana de 1857, el fuero de guerra dejó de constituir un 
régimen diferenciado de privilegios y de exenciones en favor de los militares, para convenirse en 
un criierio de competenc;ia de los tribunales militares para conocer de los delitos y faltas con 
exacta conexión con la disciplina militar. 

Es,a idea se mantuvo hasta años después, pues según se observa que en el Diario de los Debates 
del Congreso Constituyente de 1916·1917 -que es el documento que sirve para conocer cuál era el 
fin de las normas constitucionales- el dictamen presentado por la Comisión de Consti,L1ción del 
Congreso Constituyente de 1916·1917 proponía conservar el fuero de guerra, considerándolo 
necesario para mantener la disciplina en el ejército, opinión que no era unánime. Sin embargo, en 
el dictamen se estableció ele manera clara que: 

''[. .. ] en el proyecto se circunscribe más aún la jurisdicción de los tribunales militares. 
retirándoles aquélla de modo absoluto respecto de los clvlles Implicados en delitos del 
orden militar. De esta suerte, el fuero militar responde exactamente a la necesidad social 
que hace forzosa su subsistencia; viene a constituir una. garantía para la rnistna sociedad, 
en lugar de un privilegio otorgado a la clase militar. corno fue en otro tiempo."'" 

En esas mismas discusiones, se destaca que el General Francisco J. Múgica, integrante de dicho 
Congreso, formuló un voto particular en el que criticó la subsisrencia del fuero de guerra y señaló 

· la conveniencia de abolirlo, para que en su lugar los tribunales ordinarios conociéran de los delitos 
contra la disciplina militar'". · 

in E! articulo 77, fracclón 1, del Estatuto Orgánico Provlsional de la República mexicana establecía. lo slgulente: 
·'Artículo 77. Estas garantías son generales, comprenden a todos !os habitantes de la Repúb!ica y ob!lgan a todas 
!as autoridades que exisren en ella. Únicarnente queda sometido a lo que dispongan las leyes comunes 
generales. 
!. El modo de proceder contra !os militares en !os del!ros cometidos en el servicio rnilitar. 11 

''ª Et artículo 13 de la Constitución PoHrica de !a República mexicana, sancionado por Congreso General Constituyente de 
1857, establecía !o sii:uiente; 
"Artículo 13. En !a República mexicana. nadie puede ser juzgado por leyes prlvátivas, ni por tribunales espeda!es. 
Ninguna persona o corporación puede tener fueros, ni gozar de emolumentos Cjue no sean compensación de un 
servícfo púb!íco y estén fijados por la ley. Subsiste e! fuero de guerra solamente para los delitos y faltas que 
tengan exacta conexión con la dlscJp!ina n1í!itar. La ley fijará con toda claridad !os casos de esta excepclón." 
139 Marván L~lborde, 1gnaclo, Nueva Edición del Diario ele Debates del Congreso Constituyente de 1916-1917, Torno 1, 
Supre1na Corte de Justicia de !a Nación, México, 2005, p. 646. 
140 !bid, pp. 647·650. 
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Por su parie, Esteban B. Calderón propuso que se índependiZara la justicia militar del Poder 
Ejecutivo y se le ubicara dentro del Poder Judicial de la Federación"'. Asimismo, Hilario Medina 
cuestionó el militarismo, afirmando que uno de los fines de la Revolución mexicana había sido 

· acabar con el militarismo y que, aun cuando el Congreso· aprobase el artículo propuesto por la 
Comisión consignando el fuero, quedaría como un legado para las futuras generaciones la 
abolición definitiva del fuero de guerra"'. 

De esta breve reseña histórico-legislativa se observa de manera clara que el fin de la subsistencia 
del fuero de guerra es .exclusivamente mantener en orden a las fuerzas armadas, excluyendo en 
todos los casos de su competencia casos en los que se encuentren civiles involucrados y con una 
tendencia a desap,.recer o restringirlo para los delitos y faltas que tengan exacta conexión con la 
disciplina militar: Por lo que cualquier Interpretación que en ese sentido haga esa Honorable Corte 
lnteramericana será ,enteramente congruente con lo que teleológícamente las normas de origen 
nacional han buscado, pese a que en la práctica dichos fines se lrnn desvirtuado como ya fue 
demostrado en el námite del presente caso. 

2. Antecedentes históricos Jurisdiccionales 

En el ámbito jurisdiccional, los antecedentes históricos tambíén brindan importantes elementos"'· 
Lo primero que. se debe destaca.r es que entre los ai\os de 1919 y 1933, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sostuvo en diversas tesis aisladas'", una ínterpretación del articulo 13 

'" iblct, pp. 661-664. 
14

¡ lb!d. pp. 667-672. 
14 i "El marco reg:u!ador ctel Ejérc[to qued[ó} establecido en !a Constitución de 191.7. En ella quedó delimitado. en diversos 
artículos, e! mandaro de las Fuerzas Annadas. Tres de ellos resultan de prirnera. importancia: el artfcuto 13 que establece 
!os !írnítes de !a Just!cla militar [ ... j; e! 89 fracción VI, que subordina. a !os mandos castrenses bajo el poder de !a 
autoridad civil representa.da por el Ejecutlvo Federal; y el 129, norma que ordena que en tieíllpo de paz ninguna 
autoridad militar puede eJcrcer más funciones que las que tengan exacta cone)(lón con la disciplina m¡titar. 
Cuatro años rnás tarde aparece el tema [ ... J del Fuero'Mititar, que propiamente dicho fue creado hace ya más.de 70 años, 
concretamente publicado el 31 de Agosto de ¡933 por un decreto del.entonces Presidente de In R.epública, t:,belardo L. 
Rodríguez. No debe olvidarse que en este contexto nos encontrábamos en la situación política donde e! Presldente de la 
República era mera figura decorativa, ya que !as cte.!iberacioncs acerca de los asuntos públicos eran tomadas por e( 
entonces denominado "Jefe Máx:in10". En estas circunstancias se crea el Fuero Miiitar, desde luego en n1omentos álficilcs 
para e! país, pero que trajo c.ontradlccloncs entre ley civil y ley rnilitar. 
Desde esta perspectiva el devenlr del Ejército· después de la Revo!ución quedó marcaQo por el pacto que permitió e! 
arribo de los civiles a! gobierno. Este pacto se convertiría en una de las reglas no escritas del sistema político mexicano. 
Esquemáticamente puedt afirmarse que dicho pacto suponía !a su_bordlnaclón tcga! y si!nbó!ica de !as Fuerzas Armadas 
a! poder civil a camb!o de un amplio espacio de autodeterrn!nad6n y opacláad, n1arcado por la ausencia de efec.1ivos 
controles clvlk:s y democráticos". · 
llnk!at!va con proyecto de decreto que representa el Senador . Ricardo Monreal Ávila.,." Coordinador del Grupo 
Parlatnentarlo del Partido del Trabajo, para reformoJ e! artículo 57 del Código de Justicia Ml!!ta, sometida a la 
conslderaclón de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, de fecha 29 de julio de 2009. Se adjunta como Anexo 
A.1,1 
1 ~~ "FUERO DE GUERRA. No puede extenderse a, conocer de delitos que, aunque con1etidos por rni!itares, y relacionados 
con e! servicio del Ejército, no son- contra la. dlsclpllna m!litar." . 
''DEUTOS DEL FUERO DE CUtRRA. No basta que un delito sea cometido por un mi!iHH, para que caiga bajo la jurisdicción 
de !os tribunales de! fuero de guerra, sino que es preciso que se H~nen los requisitos prevenidos pot el artículo 13 
constítucionaL" 
"DEUTOS DEL FUERO DE GUERRA, E! fuero de guerra subsiste solamente p~ra !os delitos y faltas contra la disciplina 
militar, cornetldos por mílltares, de suene que no basta que un delito haya s!do cometido por un Individuo 
perteneciente al Ejército, porque si no afecta de una manera· directa la disclp!lna rnll!tar, ni constituye un deliro 
cometido en eJercicio de fur¡dones 1nH!tares, o contra el deber o decoro mi!i¡ar, o en ci;intra de la seguridad o existencia 
del EjiSrcíto, no puecte caer baJo la competencia de los trlbuna!es del fuero cte guerra." 
"DELITOS DEL FUERO DE GUERRA. Para que se considereíl tales, se necesita que sean cometidos por un ml!itar y que, 
corno consecuencia de ellos, se ocaslonen tumultos o desordenes en .la trúpa, o interrupciones o perjuicios en e! 
SC(VÍCÍO militar." . . 
"FUERO DE GUERR:f\. Si !os de-lites que cometan los militares, no afectan a !a disciplina mil!tar, no son de !a competencia 
del fuero de gueffa." 
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constitucional conforme con la intención del Congreso· Constituyente de 1916-1917_ Es decir, 
desarrolló y mantuvo un criterio estrictamente material -delitos y faltas contra la disciplina militar
para otorgar competencia a los tribunales militares y, de conformidad con lo dispuesto en la 
última parte del articulo 13 constitucional, estableció de man.era clara que debía otorgarse 
competencia a los jueces civiles en los casos en que concu.rrieran militares y paisanos o civiles. 

Sin embargo, a partir del año 1933, mismo en que es expedido el Código de Justicia Militar"'. la 
Suprema Cone de Justicia de la Nación adoptó una interpretación'" que buscaba compaginar lo 

"ARTICULO 13 CONST!TUCIONAL El espíritu de esta disposición. en cuanto previene que cuando en un delito o falta de! 
orden militar, estuviese complicado un paisano, conocerá de! caso la autor1dad civil que corresponda, es que un mismo 
tribunal resuelva sobre la responsabilidad de !os paisanos. y de los militares, a fin de que no se divida la contínencia de 
la causa; pot lo que, aun cuando en el curso de la averiguación no se formulen conclusiones acusatorié\S contra !os 
paisanos, debe continuar conociendo del proceso el juez Civil, hasta fallar para que aquel!a continencia subsista." 
-ruERO DE GUE.R~A. Para que se suna !a competencia de los tribunales del fuero de guerra, es preciso que, como 
consecuencia del delito cometido por mllirares, se produzca tumulto o desorden en !a tropa, o que el servicio milírnr 
resulte perjudicado de cualquiera. manera; de suerte es que no basta que el delito se corneta por mltitares y contra 
milita.res para que suna la competencia ya dicha, pues la ley de Organización y Competencla_de los Tribunales Militares, 
de modo claro especifica cuáles son los delitos que tiene exacta conexión con la d!sclp!lna mi!ítar, y cuá!es están 
sujetos a !a competencia de sus tribunales." 
"FUE.RO DE GUERRA. E( artículo 13 constituc.lona! !imita la órbita de tos tribunales ml!!tatcs, fija su jurisdicción 
exc!usivamenle sobre aque!!as JJersonas que peneneccn al Ejército, y rnanda, aden1ás, que cuando en los delitos del 
orden militar aparez.ca complicado un paisano, conocerá de{ caso ta autoridad dv!! correspondiente; y dados los 
términos categóricos de ese precepto, aun suponiendo que se trata de invesr!gar el de!IIO de rcbe!ión militar, en el que 
se hallen Inmiscuidos algunos paisanos, !os jefes milita.res no están capqc!tados para asurnir las funciones que e! 
artículo 21 const!tucional concede al MinlsterTo Público, ni para proceder a la detención de los acusa~os, si en el !ugar 
en donde residen dichos jefes existen autoridades judiciales <;ornunes y funciona nonna!mcnte e! Ministerio Púb!lco." 
14; Expedido por el C. Abelardo L Rodríguez, Presidente Substituto Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, en 
uso de !a facultad conferida a{ Ejecutivo Federal por el Congreso áe la Unión, según decreto de 28 de diciembre del 1932, 
publicado e! trece de enero de 1933. 
1~6 "~UERO DE GUERRA. Para interpretar rectamente el artículo 13 de !a Constitución, no basta el sentido gramatical, ni 
son suficientes tampocQ, !os elementos que proporcionan las discusiones de! Congreso Constituyente, porque uno y 
otras revelan, solarnente, que el debate tuvo por objeto esencia!, determinar s! subslstía o no, el fuero de guerre., 
preva!ecícndo, a! final, la consideracl6n de que era necesario que subslst!e<a. Para inu.:rpretarlo conviene conslderar e! 
espíritu de esas discusiones, que tendieron a demostrar ta necesidad de restringir el fuero de guerra a sus estrictos 
límites, y aun a suprimirlo, !legándose, por fin, a la conclusión de que un civi! no puede ser juzgado, por ningún rnotivo 
en ningún caso, por un tribuna! míiitar; mas como e! fuero de guerra es indispensable para ta defensa del ejército, se 
deduce que dicho tuero comprende a todas !as personas que pertenezcan a esa institución; e! ú!tfmo párrafo del 
anículo 13, que manda que cuando en un delito o falta del orden militar, estuviese compl!cado un paisano, conozca del 
caso la autoridad clvJJ que corresponcla, se ha quer[do entender <::n el sentido de que dicha autoridad civil habrá de 
conocer del asunto, en su integridad, esto es, que juzgará a los militares y a los clvl!es; mas de estimarse tal 
interpretación, se. consentiría en nulificar el fuero de guerra, supuesto que los militares quedarían sustraídos a la 
jurisdicción de los tribunales de su fuero, con notorio desacato de! principio const1tuciona! relativo; cierto c:s que éste 
manda que los civiles nunca sean juzgados por los tribunales de! fuero de guerra, pero de ah1 no es lógico deducir que 
si un civil está inmiscuido con e!ernentos militares, en !a comisión de un deliro, los mmtares deban ser enjuiciados y 
castigados por los ulbunal~s del orden comLln. Más conforme con et espiritu de las discusiones que precedieron a !a 
redacción del artículo que se comenta, es que !o dispuesto en favor de los civiles, rija en todo caso para ello, pero que 
no se vulnere el fuero de guerra, haciéndolo nugator!o. Esta interpretación favorece y conci!la las dos tendencias que se 
observan en el artículo 13 constitucional, o sea, que las personas que pertenezcan al ejérc[to, cuando cometan un dellto 
o falta del orden m!!itar, sean juzgadas conforme al fue(o de guerra, y que !os dv!!es, en cualquier caso sean 
eníuiciactos y castigados por los tribunales del orden comúní el examen atento del repetido artículo, da mayor fuerza a 
!as anteriores conclusiones; en efecto, la excepción a la rez!a general, establec!da por el tan repetido artículo 1.3, o sea 
e! fuero de guerra, lo fue por razón de la materia o ná.turaleza de los de!i~os y porque así se creyó necesario por exigirlo 
la disciplina rni!!tar; en cambio, la prohibición expresa que el mismo contiene, áe que los civiles sean enjuiciados por 
tos tribunales militares, se consig,,a atendiendo a las personas mismas y no a \a rnateria. No es conceblb!e, por otra 
parte, que la Constitución se contradiga, estableciendo primero e! fuero de guerra y después nul!f!cándo!o; e! sentido 
natural y lógico indica que la frase "conocer el caso", no puede ser entendida más que en el sentido di::.: que la 
autoridad civil conozca de\ caso imputado a los clviles, pero no del proceso que se instruya contra los militares. Algunas 
ejecutorias de la Cone sostuvieron la competencia de los tribunales civi!es, cuando en un delito militar estaban 
inrniscuidos n1llitares y paisanos, para no dividir la continencia de la causa, pero a esio debe contestarse que no hay 
propiamente disposición lega! alguna que prohíba que el procedimiento de ctlv!da; en este caso, cierto es que siguiendo 
dicho proceso un solo Juez, se facilita la secuela, pero también lo es que cuando se ;ilguen dos procesos an[e tribunales 
de diversos fueros

0 
no se imposibllita la acción de la justicia, porque ctlchos tribunales pueden aprovechar (os rnísmos 
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dispuesto por el arcículo 13 constitucional con lo establecido en el artículo 57 del Código de Justicia 
Militar"', pretendiendo ajustar, justificar y hacer admisible el contenido de la legislación 
secundaria con el r.exto constitucional. No obstante, se omitió analizar si el contenido del artículo 
57 Código de Justicia Militar era compatible con el anículo 13 constitucional. 

Esa oposición en criterios generada a partir de dos momentos de la Suprema Corte y de una 
análisis desde dos perspectivas diferentes parecía haber sido zanjada cuando el Pleno de la 
Suprema Cone de Justicia resolvió la competencia 118/37, suscltada entre el Juzgado Tercero Militar 
de la Plaza de México y el Segundo de lo Criminal de Puebla, a panir de la cual, se impuso la 
interpretación conforme con el artículo 57 del Código de Justicia Militar, mismo que en su fracción 
11 reintroduce un criterio personal para otorgar competencia a tos tribunales militares. Sin embargo, 
no se considera concluida la discusión ya que nunca se llevó a cabo una interpretación completa 
de la norma constitucional a fin de establecer si ésta daba la posibilidad de incluir criterios 
personales o materiales en la competencia de la justicia milita.r. 

Ante esa falta de uniformidad, a lo largo de aproximadamente 40 años -pues dichas tesis se 
emitieron en la Quima''" y Sexta Época'"- se ha generado una laguna que ha permitido en la 
práctica que en todos los casos en que hay un militar conio sujeto activo del delito y un paisano 
corno sujeto pasivo· ó víctima del delito, se tramite el caso al menos en cuanto al proceso penal y 
emisión de sentencia, ame el fuero de guerra'". 

De todos estos elementos, se puede concluir que el devenir his1órico jurisdiccional nos muestra 
una discrepancia y una interpretación ad floc para darle cabida a la justicia militar, ya que en 
realidad no ha sido analizada la norma constitucional en su integralidad y ello ha impedido que se 
haga un contraste completo de la norma secundaria (Código de Justicia Militar) con la norma 
conslitucional (artículo 13). En ese semido, cualquier interpretación que haga esa Corte 
lnteramericana tomando en cuema todo to ames señalado puede zanjar esta discrepancia y 
permitir que la jurisdicción militar mexicana se ajuste a los estándares internacionales. 

·----·--------------
el~mcrnos, con fa ven1aja de que cada uno obrará con mejor conocimiento y rn<l.yor ei<periencia, supuesto que apllcará 
las leyes de su fuero; y, aden1ás, !a doctrlna dernuesua que no pueden seguirse procesos de distinto fuero, ante 
autoridad de diferente Jurisdícc!ón, y por nied!o de un sólo procedin1lento, doctrina que funda la parte final del anículo 
329 del Código Federal ele Procedimientos 9enales, eí que, después de fijar [os casos de acumulación cte procesos, para 
que no se dívida !a continencia de la causa, declara que no procederá. esa acumulación, si se trata de diversos fueros. 
Por todo !o anterior, se concluye: l. e! ;i,rtícu!o 13 constitucional prohíbe que los civiles sean juzgados por los tribuna.les 
militares, en todo caso; I!. rnanda que !as personas que pertenezcan al ejército, deben ser enjuiciadas. ante \os 
trlbuna!es de! fuero de guerra, cuando se trata de de!Hos de! orden rnilítar, y !!l. que cuando en la comisión de un delito 
de! orden mllliaf concurran militares y cívHes, la au!oriáad civil debe conocer de! proceso, por !o que toca, ·~ !os civiles, y 
!os tribunales del fuero de guerra, del que se insr.ruya .a !os militares." 
14

~ Anfcu!o 57.- Son delitos contra [a dlsdp\ina militar: 
L- Los especificados e.n el libro Segundo de este Código; 
IL- los det orden cornún o federal, cuando en su comisión haya concurrido cualquiera de !as circunstancias que en 
seguida se expresan: , 
a).- Que fueren cometidos por militares en los 1nomentos de estar en servicio o con 1notivo de actos de! 1nisíl10; 
b).- que fueren coinctidos por n1Hitares en un buque de guerra o en edificio o punto n1llltar u ocupado n1i!itarmente, 
siempre que, como consecuencia, s.e produzca turnulr.o o desorden en !a tropa· que se encuentre en el sitio' donde e! 
dellto se haya cometido o se lnterrurripa o perjudique e! servicio n1ilitar; 
e;:).- que fueren cornetidos por mU!tarcs en territorio declarado en estado de sitio o en lugar sujeto a !a !ey mardal 
conforn1e a !as ree!as de! derecho de la guerra; 
d) . ." que fueren cometidos por rnll!tarcs frente a tropa formada o ante !a bandera; 
e).· que el de!ho fuere corneticto por militares en conex[ón con otro de aquellos a que se refiere la fracción l. 
Cuando en los casos de la fracc!óri H, concurran mllltares y civiles, los pri1neros ser~n juzgo.do::¡ por !a Just!c!a rnilitar. 
Los delitos d0l orden común que c:xijan querefla, necesaria para su averiguacl6n y castigo, no seran de !a competenc'1a 
de fos tribunales 1ni!it,ires, $!no en los casos previstos en !os incisos (e) y (e) de la rracdón 11. 
1 ~~ La Quinta Época de la suprema Corte de Justicia de !a Nación fue del 1 de Junlo de 1917 a.! 30 de junlo áe 1957. 
'·~ La sexta Época de la suprema Con.e de Justicla cte la Nación fue del 1 de Jul!o de 1957 a! 15 de dlclernbre de 1968. 
;;o Casti!!a Karlos, "í:! Fuero de Guerra Mexicano: Una Jurlsdlcclón Ext.raJimitada a la Luz de los Derechos Humano:;:", 
Rcvlsta del Ceni1·0 NacionJ! de Derechos Hun~anos, No. 9, 2009 (de [Jró,dina publicación), citado por Human R!glits 
watch, ln1punidad \Jnlfonnada, ::sbri! de 2ou9, 
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a) Funcionamiento del fuero de guerra según el Código de Justicia Militar 

' 
La jurisdicción militar mexicana· no tiene razón ·de existir con una competencia tan amplia de 
conformidad con los estándares internacionales. Para que haya una jurisdicción especíalízada la 
jurisprudencia internacional"' ha establecido que se requiere que haya motivos razonables y 
objetivos aceptados; ame ello ha identificado 4: 

1. la especial condición jurídica y vulnerabilidad del justiciable que requiera una 
protección especial (indígenas/menores) 
2. la especificidad de la materia 
3. la inexistencia o colapso de la jurisdicción ordinaria; y 
4- cuando una disposición internacional así lo prescribe (Convenios de Ginebra por 
conflictos armados imernacionales) 

De esta manera es evidente que no se requiere dar una protección especial a los militares pues 
estos no son un grupo vulnerable, no ha colapsado la jurisdicción ordinaria mexicana y no existe 
disposición internacíonal alguna que prescriba la necesidad de que México tenga una jurisdicción 
militar; muy por el contrario, las existen en el sentido de acotarla para evitar que conozca de 
delitos comunes que escapan de la disciplina militar. 

Esto nos deja exclusivamente la motivación en razón de la especificidad de la materia, esto es a 
infracciones estrictamente militares cometidos por militares sin que exi~ta la posibilidad de 
cometerse por ninguna otra persona que no tenga tal carácter de militar'"- Es decir corresponde a 
lo que la propia Coree ha denominado como "fuero funcional"'" en la necesidad de tutelar "los 
bienes jurídicos estrictamente militares""' 

Cuando el ámbito de competencia de los tribunales militares trasciende la turela ele los bienes 
jurídicos estrictameme militares y se desborda invadiendo la. competencia de la jurisdicción 
ordinaria'", se desnaturaliza su ratio essendi'5', se hipertrofia la jurisdicción militar y con ello se 
quebrama el derecho al "juez natural" y a forciori también el "debido proceso" ligado al propio 
derecho al "acceso a la justicia", constituyéndose finalmente en un fuero corporativo, en un fuero 
personal'" el cual está prohibido por la Constitución Política mexicana. asf como por los Tratados 
en materia de derechos humanos, dejando de ser una jurisdicción especializada''' como alegaba el 
Esrndo mexicano en la audiencia'", para ser una especial. 

El artículo 13 de la Constitución Polírica mexicana establece: 

1
.í

1 Perita.je Federlco Andreu. Párr. 27 
1
~' Amicus Fl/\CSO, págs. 5 Y 7 

'
53 Peritaje Andreu, párr. 08, 33 y 34 

15
~ Peritaje Andreu, párrs. 18-35. Flacso, págs. 8-10 

i.;5 Peritaje Sarre .en Audiencia Pública. ¿Y qué significa extender su jurlsd!cc!6nl Realizar actos propíos de un Juez c.on 
irnperlo sobre un suJero denominado inculpado, lmpurado y/o un sujeto dcnon1lnado víctima, a.l ejercer, a.! instruir un 
proceso, al dictar una sentencia, al resolver sobre !a reparación de! dafio están ejerciendo jurisdicción sobre civiles y 
nuestra Const!tuclón nos protege. No podremos nosotros corno civiles, y menos co;no víctimas, y rnenos como víctimas 
de un aclo de podet dd Estado [ ... J comparecer ante un ulbunal militar. 
i,;b Peritaje Andreu párr. 34 
1n Perita/e Anáreu, párr. 69 
,,i Peritaje Andreu, párrs. 23, 25 y 26. 
•i? "Negarle oportunidad a la jurisdicción n-1i!itar es clausurar un área de especial/2:ación del derecho_ No abogamos por 
crilHlnales especiales sino especializados". fernt1odo Gómez Mont, Secret3rio de Cobernaclón de los l~stados Unidos 
Mexka.nos; en At1dio de Audiencia Pública ante !a conc Jníeramerie1u1a de Derechos Hurnanos dentro det caso Rosendo 
Radiila Pacheco vs. Los estados Unidos t,¡¡exic.a.nos, 
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"Artículo 13.- Nadie puede ser juzgado por leyes• privativas nl por tribunales 
especiales ....... Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar; 
pero los tribunales militares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender su 
jurisdiccl6n sobre personas que no pertenezcan al Ejército. Cuando en un delito o falta del 
orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que 
corresponda". 

Es decir, el artículo 13 establece 2 elementos necesarios: 

1. OBJETIVO'"' (Material).· sólo aplicará por delitos o faltas contra la disciplina militar; no aplicablt;. 
entonces a todos los delitos~ 
2. SUBJETIVO (Personal)'''.- debe ser integrante del ejército; nunca un civil ni como suieto activo ni 
pasivo del delito. 

El problema y la incompatibllldad en ra,ón de la MATERIA''; surge a partir de la definición de delito 
o falta que atenta contra la disciplina militar. Así el C]M en su artículo 57 establece que: 

"1. Serán delitos contra la disciplina militar: 
a) Los señalados en el Capitulo I del CJM 
b) tos de/ orden común o federal/ cuando fueren cometidos por militares en se<Viclo o con mQJjy_g;¡ 
de! acto del mis~.~ 

Sin embargo, en dicho Capítulo I del CJM se establece el delito de violencia contra las personas 
que incluye: el uso innecesario de armas de fue30, ejercer violencia injustificada conrra cualquier 
persona y o. cualquier tipo de vejaciones a la población civ/(. 

En adición a esta situación el artículo 60 del CJM establece que: 

"Cuando un militar esté siendo procesado tanto por un delito del fuero de guerra corno por 
uno del orden común o federal, la autoridad judicial militar, instruirá la causa" 

Esto hace que en su aspecto sustantivo -de competencia en razón de la materia- y en su aspecto 
adjetivó -respecto a la autoridad que instruirá la causa-''' el juez militar mexicano sea 
incompetente (a la luz del derecilo internacional y de la propia Constitución mexicana) dada esta 
extensión''' de la definición cte actos que atenten la disciplina rniUtar. Adicionalmente la SCJN al 

,CI} "De n1anera que esta disposklón ob!lea e impide que un jue7. de! fuero militar, que tíene una Jurisdicción reservada 
para lo suyo y reservada, como lo ctke la Constitución, estrkla1nentc para actos que tengan que vci· con !a disciplina 
n1i!ita.r, aquí tenemos e! elemen¡o del objeto, só\o lo que tenga que ver con la disciplina [ . .:J y prcva!cz:can los valores de 
lealtad y obediencia al interior de sus filas. Pero cuando un acto no tiene que ver con esta dlsdplina o no tiene que ver 
con ml\lta(es. o no só!o tiene que ver con militares, sale de siJ jurisdicción y con e!lo afecta, viola e! derecho a! juez 
natural .. Este derecho al Juez. natural es un derecho tanto del ímputado, y estamos acostumbrados a ver todo el cauda! 
de derechos del proceso en relación con e! Imputado, pero esta Cone nos ha enseñado que hay que verlo también en 
relación con !as víctimas, cnton~es ambos aspectos son pane del debido proceso y el derecho a un juez na,;ural es un 
derecho tanto de! imputado como de !a víctima" Peritaje del Dr. Miguel sarrc en Audio de Audiencia Públlca ante !a Corte 
tnteramericana de Derechos Humanos dentro del caso Rosendo Radlll;} Pachcco vs. Los estados Unidos Mexicanos 
161 Peritaje Andreu, párr. 07 
1

~
1 Peritaje Andreu, páa. 06 

'G' FlACSO pág. 11; Peritaje Andreu, párr. 41 
'~" Peritaje Andrcu, párr. 09 
•0:. "Esta extensión del fuero Jni!ita.r sobre !os civiles atec.ta necesar!a.mcntc su independencia, los trlbuna(cs militares al 
juzgar, ?-1 ejercer su jurisdicción sobre víctimas civiles de delitos constillltivos de violaciones a derechos hun1anos 110 
pueden ser independientes de! poder y no son imparciales f~ente a las partes, no l1ay, pues, una garantía orgá11ka, una 
garantia base, y esto se agrava por la composición, \a estructura, ta forma de irnegraclón óe !a Justicia militar, una 
just!cla donde [.-J podrfamos decir que justamente es una justicia {en !a que] estún en e! mismo órgano la facultad de 
Juzgar, de: acusar y de decidir, y ese órgano es designado por el Presidente de !a RepúbUca, es decir, el órgano superior, 
el Tílbunal Superior de Justlc!a MHitar, sin íntervencl6n siquiera del Senado, corno sl se exige la intervención del Senado 

43 
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resolver la contradicción de tesis 105/2005 estableció -que en el ámbito personal- los militares 
deben ser juzgados en la justicia militar sin importar que se encuentren en servicio o en situación 
de retiro. Todo esto Implica el quebranto del derecho al juez natural y al Juez competente'". 

La incompatibilidad en razón de la garantía de IMPARCIALIDAD E INDEPENDENCIA''' se evidencia 
desde la propia estructura orgánica de la justicia militar mexicana, lo cual también representa un 
quebranto a la división de poderes"'. Es decir, es un fuero especial subordinado al Poder 
Ejecutivo, a 1ravés de la Secretaría de la Defensa Nacional. 

El total del sistema de justicia militar es controlado por un solo poder''': El Ejecutivo, a trav.és del 
Secretario de la Defensa Nacional: 

1. El Secretario de la Defensa designa libremente al: 
a) Titular de la Defensoría Pública Militar 
b) JL1eces militares 
c) Agentes del Ministerio Público Militar; 

Únicamente requiere el acuerdo presidencial para el nombramiento de los integrantes del Supremo 
Tribunal Militar y para el titular de la Procuraduría Militar. No as[ para su remoción 

A su vez, se quebrantan estas garantías desde el procedimiemo mismo, en virtud de que: 

1. El Procurador militar está obligado para proceder, a pedir ins1rucciones del Secretario de 
Defensa y cumplimentarlas "desde luego" inclusive cuando su parecer sea contrario a éstas. 
(artíCL!lo 81) 
2. Esto mismo ocurre para los Agentes del Ministerio Público Militar quienes a pesar de poder 
tener una opinión en conuario, deben cumplir las instrucciones que les dicte el Procurador militar. 
(artículo 83) 
3. Inclusive el Secretario de Defensa puede ordenar el desistimiento o no ejercicio de la acción 
penal, a pesar del parecer previo del Procurador Militar. (artículo 36) 

Otras muestras de la falta de Independencia e ímposclalldad las constituyen: 

1. La excluyente de responsabilidad penal por la obediencia debida a un superior aún cuando su 
mandato constituya delito (artículo 119-VI); inclusive desacatar la orden de un superior se traduce 
en la comisión del delito de desobediencia (artículo 301); y 

2. La extinción de la pena o de la misma acción penal por amnistía o indulto (artículos 186·11 y 
193). 

En la práctica y derivado de los datos asequibles tenemos que: 

En cuanto a averiguaciones previas relacionadas con muenes o lesiones de civiles 

~I ~2º-'-º~º-..,l.c.2.c.0_0~1'--....LI .c.20.c.o.c.2_~l.c.2=ooc3 1 2004 1 2005 1 200~.=J 2007 1 2000 Total 

para la designación de otros mandos mllitares pero no para funciones jurisdlcciona!es, entonces es una designación muy 
unilateral, rnuy administrativa." Peritaje de! Dr. Mlgue! Sarre, en Audio de Audiencia Pública ante !a Corte lnterarnericana 
de Derechos Humanos dentro del caso Rosendo Ra.dl!la Pachcco vs. los estados Unidos Mexicanos 
166 Peritaje Andreu, párrs. 18-22 
1
"
1 Véase a este respecto !as páginas 21 a 26 de! escrito de Amícus Curia.e presentado por los Estudiantes de Posgrado de 

la r-aculHi.d de Derecho de la UNAM. Los peticionarios hacemos nuestros los argumentos que ahí se desarrollan. Peritaje 
Andrcu, píurs. 14, 16, 17 y G1.-6G, Cfr. FLACSO, págs. 14-19 
iúS Pctitaje Andreu, párr. 14. 
16

!) Per!1aje Andreu, párrs. 01-05. 
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En cuanto a militares que han sido sancionados del 2000 al 2008, en el fuero de guerra., por haber 
lesionado o causado la muerte a clvlles en acciones de servicio 

---ANO DELITO NO. 
2000 Homicidio 1 

2001 Violencia contra las personas causando homicidio .• 1 --- - .. -
2002 o 
2003 o 
2004 _violencia contra las person~s causando homícidio ·1 

2005 Violencia contra las eersonas 1 
2006 .O 

2007 o 
2008 o - ··-
Total 10 --
En cuanto a denuncias de civiles en contra de militares, por actos en servicio, han quedado sin 
materia porque el ministerio público milítar no encontró elementos para actuar 

1

2006 3 2007 - 2008 ___ _ 
. 32 - '--°---~82 ___ ~_ 

De estos datos''º se colige que existe una enorme disparidad entre el personal militar sancionado 
de 2000 a 2008 (10 militares) respecto de las denuncias interpuestas en esos años que ascendieron 
a 470 en total. Y se puede observar que dichos delitos cometidos contra civiles en ningún caso 
podrían considerarse atentatorios de la disciplina militar en el sentido de que los mismos, podrían 
cometerse por cualquier persona sin dicho carácter de militar. 

Finalmente, la Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas (en adelante "la 
Convención sobre Desaparición Forzada" o "la CIDFP"), !_a declaración ínterpretatíva, así como ta 
Reserva interpuesta a ésta por et Estado mexicano, ha formado parte de la litis tanto en et amblto 
nacional corno en el internacional. Éste efectivamente la ha invocado y esgrimido con el afán de 
fundamentar la supuesta pertinencia del fuero de guerra y con ello dejar de cumplir con to 
estipulado en articulo IX de la CIDFP así como con los estándares que excluyen a ta jurisdicción 
militar en casos de víolacíones de derechos hurnanos; lo anterior, implica que la H. Corte, al 
pronunciarse sobre la va.lidez de la Reserva o la viabilidad de la aplicación de la CIDFP al caso, no 
lo haría en abstracto. 

Es de recordarse también que en el trámite ante la CIOH, el Estado mexicano en sus observaciones 
de fondo de fecl1a 12 de junio de 2006, señaló que: 

"1.21.25 [ ... } 1.a radicación [penal ante el juez) del asunto [Ractilla], se·11i20 conforme a la 
legislación mexicana vigente y no sería aplicable la convención Jnteramericana sobre 
Desaparición forzada de Personas, en cuanto que excluye el juzgamiento de los casos por ella 
regidos en virrnd de que ta misma no puede ser aplicada retroactivamente [ .. ] así como por el 
l1ecl10 de que el Estado Mexicano introdujo igua\1nente una Rese(va, que reconoce !a 
existencia de! fuero militar, dados los r.érrnlnos del artículo 13 constitucional rncxicano." 

110 Obtenidos de !a reso!oción de fecha 12 de enero de 200)), a !a solicitud de !nforrnac16n reeistrada con el folio 
000070000?.709, a travfs de! Sistema de !nfonnadón Pública Gubernamental Federal. Se adjunta como ANEXO E.3. 
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Al respecto, cuando la Fiscalía Especial consignó el caso al conocimiento de un juez ordinario 
penal, éste se inhibió y remitió el caso al juez penal militar, éste, a su vez se declaró 
incompetente remitiendo el caso a la SCJN la cual decidió no conocer de conflíctos competenciales 
por lo que en definitiva lo remitió (6/2005' 7') a un Tribunal federal Colegiado, éste estableció en el 

. punto 5 del Considerando Segundo de su sentencia, de carácter inlmpugnable de 27 de octubre de 
2005 .que: 

"con fundamento en el artículo 13 Constitucional y en los artículos 434, 57, 59, 26 y 27 del 
Código de Justicia Militar. Resolvió que: el delito que probablemente [cometió) Francisco Quirós 
Hermosillo, es el de [ .. ] plagio o secuestro, previsto en el Código Penal para el Distrito y 
Territorios federales en Materia del Fuero Federal, vigente en la época de comisión del evento 
delictivo, !el cual es] un delito contra la disciplina militar, por lo que es facultad exclusiva de 
!a justicia milita( conocer y resolver al respecto 1P"_ 

Esta resolución del año 2005, que le otorgó competencia al fuero militar para resolver sobre este 
caso, prueba que el Estado mexicano violó en perjuicio de la familia Radilla, su derecho al juez 
natural. Sin embargo esta resolución muestra que remitir competencia al fuero militar no es un 
acto aisla.do y limitado a este caso, sino que responde a una práctica generalizada en aplicación 
del artículo 13 constitucional y 57 del CJM la cual constituye una violación normativa estructural. 
Esto Jo confirmó el perito Miguel Sarre al plantear de manera contundente que "invariablemente, 
cuando un militar es el sujeto aétivo el delito, la competencia la ejerce la jusricia militar"'"· 

Todas estas disposiciones fueron aplicadas para remitir al fuero militar la consignación penal del 
caso Radílla, por lo que su análisis y determinación de incompatibilidad respecto de la CADH y de 
la CIDFP no se haría en abstracto, y muy por el contrario evidencian en su uso la necesidad de que 
la Corte ordene su armonización y modifícación con lo establecido en el 8. 1 de la CADH y IX de la 
CIDFP. 

Cierto es que en el mundo el fuero militar existe, sin embargo, es necesario entender que debe ser 
lo civil, lo común, sobre lo militar o castrense lo que debe predominar, principalmente es lo civil 
garantizando así que la justicia prevalezca. 

Por otra parte, son cada vez más numerosos los países que en su derecho nacional excluyen del 
ámbito de competencia de los tribunales militares las violaciones de derechos humanos'7' 

cometidas por miembros de las fuerzas armadas o policiales. Esta.s modificaciones han sido 
introducidas mediante la adopción de nuevos textos o enmiendas constitucionales; reformas de la 
legislación penal militar y/o de los códigos de procedimientos penales ordinarios; jurisprudencia 
constitucional; o de interpretaciones judiciales en casos concretos, muy particularmente en 
materia de resolución de conflictos de jurisdicción'"· 

111 Sentencia prorlundada en el Conflicto Competencia! Pena! número 6/2005, susdtaáo entre e! Juz.¡;:ado Segundo de 
Distrito en el Estado de Guerrero, con residencra en Acapu!co, Guerrero y el Juzgado Primero Militar de !a Secretaria de la 
Defensa Nadona! con sede en el D!s1ríto feder,1!, resuelta en sesi6n celebrada el 27 de octubre de 2005 por et Pr!rner 
Tribuna! Co(egiado en Ma.terlas Pena! y Administrativa de! Vigé:sirno Pflmer circuito. 
i·p Sentencia pronunciada en e! Conflicto Competencia Penal númaro 6/2005, suscrito anre el Juz.g2.do Segundo de Di·stríto 
en e! Estado de Guerrero, con residencia en est.c1. cludqd y el Juzgado Primero Militar de la Secretaría de la Defensa 
Nacional con sede en el Distrito Federa!, 27 de octubre de 2005. Anexo G.6 de! Escrito de Solicitudes, argumentos y 
pruebas. 
lH En d miSfT!O senrído se establece esa situación en !a parte fina! de la página ~ de! escrito de Arnícus Curiae que 
ptesencaro11 !os Estudiantes de Posgrado de !a Facultad de Derecho de la UNAM. Cfr. Amicus FLACSO, pág. 12 
1
H Peritaje Andreu, párrs. 36-38, t.1.0 y 42-45. 

1,s Andreu párr. 46,61 
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A ·nivel nacional, se han presentado iniciativas''' para imroducir reformas al Código de Justicia 
Militar así como al ordenamiento penal con el propósito de restringir el fuero de guerra a los 
bienes jurídicos estrictamente relacionados con la disciplina militar. Sin embargo, estos esfuerzos 
no han sido atendidos de modo diligente por el Poder Legislativo el cual, ni siquiera las ha 
discutido para su presentación a votación. 

Resaltan en su motivación las iniciativas, la urgencia de las reformas en·ranto que se percatan que 
la militarización creciente en el país ha traído aparejado numerosas quejas de abusos y violaciones 
graves de derechos humanos cometidos por los elementos del ejército mexicano. Dichas reformas 
buscan coadyuvar en convertir en parte de la normalidad democrática la denuncia, la 
investigación, la consignación y el juicio de los mllitares que cometan abusos contra la población. 
Y, con ello, evitar la impunidad y, en consecuencia, lograr inhibir la comisión misma de delitos ele 
militares contra civiles en Mé,<ico. Inclusive van en el sentido de garantizar que sea uh juez penal 
civil, quien conozca de las causas penales en que se encuentre involucrado un militar, con 
independencia de la calidad activa o pasiva, que tenga. 

3. El Juicio de Amparo y el Fuero de Guerra 

Allora bien, no sólo se negó a las víctimas su derecho a un juez competente, independiente e 
imparcial sino que tampoco contaron con un recurso efectivo para impugnar la competencia del 
fuero militar lo cual originó la violación al artículo 25 y 2 de la CADli, al no existir dicho recurso 
para este supuesto. 

Tita Radilla Martínez interpuso en tiempo y forma una demanda de amparo, fechada el 6 de 
septlembre de 2005, en comra de la declaratoria de incompetencia por inhibitoria"'. A ésta se le 
asignó.el registro de recepción 04283/2005. La demanda fue turnada para trámite al Juez Sexto de 
Distrito en el Estado de Guerrero, del Vigésimo Primer Circui10 en Acapulco de Juárez, Guerrero''"-

Mediante auto de fecha 6 de septiembre de 2005, la Jueza Sexto de Distrito en el estado de 
Guerrero, determinó desechar de plano la demanda de amparo·intentada por Tita Radilla Martínez, 
fundamento.ndo que las víctimas y/u ofendidos por la comisión de algún delito sólo están 

116lniciativa que reforma y adiciona ci!vcrsas disposiciones de los Códigos Pené\! Federal, y de Justicia Militar. Píesentada 
por el diputady Fa.ustlno Javier Estra.da Gonz.5.!ez, PVEM. lurnada a las Comisiones Unidas de Justicia y de Defensa 
NacionaL Gaceta Parlamentaria, número 2594·!, jueves 18 de septle1nbrc de 2008. (2112); Iniciativa con proyecto de 
decreto que represénta el Senador Rícardo Monrea! Áv!la, coordinador de! Grupo Padarnentario del Panldo del Trabajo, 
para reformar el artículo 57 del Código de Justicia. Milita. sometida a !a consideración de la Com1sí6n Permanente de! 
Congreso de la unión, de fecha 29 de julio de 1.009; lniciatlva con proyecto de decreto que representa el Senador Ricardo 
Monrea! Á\1Ha, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, para reformar e! ankulo 57 de! Cóctfgo de 
Justicia M!líta. Sornetida a !a consideraci6n de !a comisión Permanente del Congreso de la Unión, de fecha 29 cie julio de 
2009; lnlclat!va que reforma los articutos 13 de la Const!tudón Política de !os Estados Unidos Mex~canos, y 37, 57 y 435 
del Código de Justicia Mílítar, con relación a !a exclusiva responsabilidad de la autoridad dv!I en deditos cometidos por 
personal castrense contra civiles. Presentada por la diputada Valentina Batres Cué\darrama, PRD. De fecha: 07/011,/2007; 
ln!dativa que reforma diversas dlsposlclones de los (ódlgos penal Federal y de JUStk!a Militar. a cargo de! Dipu!ado Erick 
Lóµez. Barriga, del Grupo Parlamentario de! PRD, de fecha 27 de novle1nbre de 2008; Iniciativa que reforma y adiciona 
diversas disposiciones del Código de Justicia Militar. Presentada por la diputada Marina Arvizu Rivas, Alternativa. Turnada. 
a la Comisión de DefensJ Nacional, con opinión de la Com!sl6n de Equidad y Género. Gaceta Parlamentaria, nürnero 
2363-I, martes 16 de octubre de 2007, ( 1115) Se adjun1an como Anexo A, 1. 
i,i Et Códígo Federal de pi·occdirnientos Pena.les en su artku!o 427 establece que: ''Las cu.estiones de competenc.la 
pueden iniciarse por dec\!natoria o por inhlbitoriá. cuando se hubiere optado por uno de estos medios, no se podrá 
abandonar para. recurrir al otro ni ernplear los dos sucesivamente, pues se deberá pasar por el resultado de aquel que se 
hubiera preferido." Por su parte el artículo 434, dice: "La lnhlb!toria se intentará. ante el tribunal a qufen se crea 
competer.te para que se avoque al conocirniento del a.sunto, pero nu'nca se podrá intentar para que deje de conocer el 
juez. cuya competencia se haya establee.ido por razones de alta seguridad." 
' 7~ Acuse de recibo expedido por la Oflcina de Correspondencia Común a !os Juzgados Je Dlstrllo, con resldenda de 
Acapulco de Juáre7., Sello impuesto por !a oficina citada, y que consta en la primera foja de la dernanda de- a1Tiparo 
interpuesta por ·nia Radilla Man!nez el 6 de s~ptiembre de 1005. Se adjun¡ó como Anexo F.1 y r.2. de! Escríro de 
SollclHJdcs, argurnentos y pruebas-. 

11nrit, f\r D[r'[Dr'lÁ\I fl{'.:('i '1/Í /1 • '1 ~ PM 
t\7 
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legl!lmados para interponer juicio de garantias cuando el acto reclamado está relacionado directa o 
indirectamente con la reparación del daño'", contra la resolución por parte del Agente del 
Ministerio Público de no ejercitar acción penal o por su desistimiento'''· 

La Jueza argumenta en su acuerdo de desechamlemo, que su proceder 

"( ... ) tiene como base constitucional to preceptuado en el articulo 17, que consagra el derecho 
a la administración de justicia e impone como taxativa a los órganos jurisdiccionales el 
cumplir con ello de manera pronta y expedita, pues no sería lógico ni razonable admitir a 
trámite una demanda pese a tener plena convicción de que a la postre la misrna no será 
procedente, con demérito de los recursos humanos y materiales que tal acción genera. 

"Por consigulente, al tratarse de una cuestión de orden públfco, debe atenderse a 
los citados elementos a efecto de comprobar que en el caso se aóuallza la causal de 
Improcedencia prevista en el artículo 7,, fracción XVIII, relacionado con el diverso 
numeral 10, todos de la ley de Amparo; lo anterior se considera así en atención a las 
siguientes razones de orden legal. 
"() 
"(. . .) el ofendido o víctima de un delito, sólo puede intentar el juicio de garantfas 
cuando se trate de algún acto que relacionado directa e Inmediatamente con la 
r.epara.clón del daño; esto es, que emanen del Incidente de reparación del dailo o de 
responsabilidad cíVil; de aquellos surgidos dentro del procedimiento penal que se 
relacionen inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito o 
bienes que estén afectos a la reparación o a !a responsabilidad civil, en su caso, 
contra las resoluciones emitidas por el Ministerio Público que confirmen el 
inejercicio o desistimiento de la acción penal, en los términos de los dispuesto por 
el párrafo cuarto del articulo 21 Constitucional, de los contrario la Instancia 
devendría improcedente. 
"(_.) 
"( __ ) se tiene de manera patente que los impetrado por el peticionario de amparo es 
que el Jue2 Segundo de Distrito en el F.stado d.e Guerrero, con sede en esta ciudad, 
se declaró incompetente, en razón del fuero, p8.ra conocer de la causa penal de la 
cual deriva la conducta impugnada en esta vía. 
''Tales antecedentes dejan aún más claro el supuesto de irnprocedencia aludido, en 
virtud que la parte quejosa, si bien es familiar del ofendido en la comisión del delito 
de privación Ilegal de la libertad, en su moddidad de plagio o secuestro, de ello no 
le resulta !egítírnación para reclamar en sede constituciona! la resolución mediante 
la cual el juez responsable se declara incompetente, en raz6n del fuero, y ordena 
remitir los autos del proceso penal 46/zoo5, de su fndice, al Juez Militar en Turno, err 
la Primera Zona Militar en Tumo, en la Primera Zona Militar en el Campo Mili,ar 
número Uno "General Álvaro Obregón", con sede err la ciudad de México, Districo 
Federal, toda vez que dicho acto no se adecua a alguna de las hipótesis señaladas 
en el artículo 10 de la ley de Amparo, (1nicos supuestos en los que el legislador le 
permita introducirse en una contienda en la que no es parte en sentido formal y 
rnateria!." 1111 

El 6 de octubre de 2005, los representantes de Tita Radílla Marünez, interpusimos el recurso de 
revisión en contra del auto por el que se desecha de plano la dem'.·.nda de amparo intentada por 

,;,p En el mismo sentido se reiteró el criterio y la limitación para ln!erponer el amparo por la Suprema Corte de Justicia de 
la NaClón, el pasado 1 o de agosto de 2009. 
ie.o Resolución de fecha 6 de septiembre de 2005, dictada por la Juez Sexto de oisuho en al Estado de Guerrero, en el 
Jufcio de Arr1¡:,uro con nú1ncro de expediente 854/2005, Se adjuntó corno Anexo F.3. det Escrito de Solicitudes, argumentos 
y prueba':.. 
1ª1 Lo rcs.á!tado en es1e pílrrafo es de! original. 

HORA Df RFCFPCJ6N AGQ 14. 4· l~PM 
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Tita Radilla'"- El recurso de rev1s1on fue turnado para trámite al Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administratlva del Vigésimo Primer Circuito, con residencia en Acapulco de Juárez, 
Guerrero_ El recurso fue admitido mediame acuerdo de fecha 13 -de octubre de 2005, notificado el 
14 de octubre del mismo año. En su sesión del 24 de novlembre del mismo año, el Tribunal 
decidió, por unanimidad, confirmar el desechamlento de la demanda de garantías"'· Dejando así 
sin recurso jurídico alguno a los familiares para alegar la incompetencia mílitar. 

Las instancias judiciales fundamentaron tal decisión en el artículo 10 de la Ley de Amparo, que 
restringe a los ofendidos la titularidad de la acción de demanda, a cuestiones relacionadas 
exclusivamente al no ejercicio de la acción penal y a la reparación del daño. Y por tanto 
determinaron la subsistencia del fuero militar de acuerdo al artículo 13 constitucional y con base al 
artículo 57.ILb) que lo reglamenta_ 

Esta disposición sirvió como fundamento legal para el desecl1amiento de plano, tanto de la_ 
demanda de Amparo como su Revisión imerpuestas por la señora. Tita Radilla, cuyo propósito fue 
impugnar por esta vía, la competencia del fuero militar y excluirlo del conocimiento del caso de su 
padre. 

Así, · esta violación es inimpugnable para la parte ofendida (familiares de las personas 
desaparecidas) ni para las víctimas, pues no cuentan con un recurso conforme al artículo 25 que 
esté a su disposición'"'. Y lo mismo sucede cuando éstos quisieran impugnar vía Amparo la 
violación de alBuna garantía dentro del proceso militar'"'. 

El Agente del Estado, Secretario de Gobernación del Estado mexicano, Fernando G6mez Mont hizo 
alusión, en su intervención en la Audiencia del caso que nos ocupa, al recurso de revisión número 
989/2009 que se encontraba entonces bajo estudio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
virtud de ésta haber ejercido su facultad de atracción, establecida para este supuesto en el 
artículo 107 ConstitUcional. 

"Artículo 107. Todas las controversias de que habla el Articulo 103 se sujetarán a los 
proced!rnientos y formas. del orden jurídico que detern1ine la ley, de acuerdo a las bases 
siguientes: 
[_] 
VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales 
unitarios de Circuito procede revisión. De e!la conocerá la Supren1a corte cte Justicia: 
a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos directamente 
violatorios de esta Constitución, leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos 
expedidos por el Presidente de la Repülllica de ac,1erdo con la fracción I del Artículo 89 de esta 
Constiwclón y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados o por el 
Jefe del Distrito Federal, subsista en el recurso el problema de conslitucionalidad; 
b) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones 11 y 111 del artículo 103 de esta 
Constltucl6n. 

,e7 Sello ofidal de la Oficialía. de Panes del Juzgado Sexto de Dlstrlio en el Estado de Guerrero, impuesto en la primera 
. foja del recuíSO de revisi6n lnterpuesto e! 6 de octubre de .7.005, por representantes de Tit:; Radi!!a Manínez. se adjuntó 

como Anexo F.6 del Escritos de solicitudes, argumentos y pruebas. 
11(; Expeóíente de! Primer Tribunal Colegiado en Materia pena! y Administrativa del Vigésirno Pr!rner Circuito, por e! 
amparo en revlslón, numero de c>:pediente 507/2005. se adjuntó con-10 Anexo t.7. del escrito de solicitud.es, argumentos 
y pruebas. 
1ª~ Arnicus Curie FLACSO, págs. 20-24. Cfr. peritaje Andreu, p.\r!'. 70 
ies "No hay un caso resuelto en México donde !a víctima civil de un ac(o de autoridad 1111\itar haya logrado mediante !a 
acción de amparo que la jurlsd!cción de! caso se asigne a la autoridad civil, es decir no hay un medio de proiccdón, 
hasta ahori1a. no ha operado et medio de proi:ecd6n, podrá operar, deberá operar pero no ha operado." Peritaje de! Dr. 
Mlguet Sarre, en Audio de Audiencia Pública ante !a Corte lnterarne.ricana de Derecl1os Hiimo.nos dentro de! caso Rosendo 
Radi!la Pacllcco vs. Los Estados Unidos Mexicanos. 

1i , i 1 Phfi 
49 
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La Suprema Corre de jusricia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado 
de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos en revlsi6n, 
que por su Interés y trascendencia asl lo ameriten. 
En los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de la revisión los tribunales 
colegiados de circuito y sus sentenda.s no admitirán recurso alguno; 
[ ... ]" 

Por su parte, la Ley de Amparo establece en su artículo 84 que: 

"Artículo 8~.- Es competente la Suprema Corte de Justicia para conocer del recurso de revisión, 
en los casos siguientes: 
r J 
111.-Cuando la Suprema Corte de Justicia estime que un amparo en revisión, por sus 
características especiales, debe ser resuelto por ella, conocerá del. mismo, bien sea procediendo 
al efecto de oficio o a petlcl6n fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del 
Procurador General de la República, aplicándose en lo conducente lo dispuesto por el artículo 182 
de esta ley. 

Si la Suprema Corte de Justicia considera que el amparo cuyo conocimiento por ella hubiere 
propuesto el Tribunal Colegiado de Circuito o el Procurador General de la República, no reviste 
características especiales para que se avoque a conocerlo, resolverá que sea el correspondiente 
Tribunal Colegiado el que lo conozca." 

lizJOll 

De la lectura del artículo 107 constltucional, así como del artículo 84 de la Ley de Amparo, 
claramente podemos observar que la facultad de atracción para conocer de los recursos de 
revisión que por su interés y trascendencia pudiera resolver la SCJN, únicamente procede bajo dos 
supuestos: i) de oficio o íi) a petición del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o bien del 
Procura(ior General de la República. 

Es entonces evidente que el ejercicio de la facultad de atracción no es un recurso, sino una 
facultad que tienen ciertos órganos para que la Suprema Corte conozca de un caso si se cumplen 
cienos supuestos para ello. Esto es, las víctimas dentro de un proceso penal que deseen 
impugnar la competencia de tos tribunales militares o la inconstitucionalidad de alguna 
disposición legal o ley como el artículo 57 del Código de Justicia Militar no están legitimados para 
solicitarle a la SCJN ejerza su facultad de atracción, lo cual aunado a la imposibilidad de éstas para 
interponer el amparo salvo para cuestiones exclusivamente atingentes a la reparación del daño y 
el no ejercicio de la acción penal, les coloca desde las estructuras legislativas y judiciales 
mexicanas, en completo estado de indefensión y sin la protección a la que obliga el artículo 25 de 
la CADH, as! como respecto de las garantfas de un debido proceso legal conforme al artículo 8 de 
la misma Convención. · · 

Además, que un caso sea conocido por la Suprema Corte tampoco garantiza una interpretación 
diferente a las actualmente vigentes que son contrarias a los estándares internacionales. 

Muestra de ello es que el 10 de agosto de este año, en votación de seis contra cinco ministros, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación rechazó entrar al estudio de fondo del contenido del 
artículo 13 constitucional y con ello de la constitucionalidad del a;tículo 57 del Código de Justicia 
Militar, cancelando así la posibilidad de que las víctimas clvlles de abusos rnilín1res puedan acudir 
al amparo para evitar que los militares se juzguen as! mismos, dejando a las víctimas en estado 
de indefensión. 

Con esra decisión se confirmó el sobreseimiento del caso como lo había determinado un Tribunal 
menor y con ello, se desechó en definitiva el amparo promovido por Reynalda Morales Rodríguez, 
quien denunció que el 26 de marzo de 2008 su marido, Zenón López Medina, fue asesinado por 
militares en un retén aminarco instalado en el Municipio de Badiraguato, Sinaloa. La pretensión de 

HORA DE RECEPC!óN AGO. 14 413PM 50 
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fondo de la señora era que los cuatro soldados acusados del homicidio de su esposo fueran 
procesados por un juez civil en materia penal. 

El argumento jurídico del que se valieron los mm1stros para votar en contra fue que la viuda 
carecla de legitimación para prom~ver la demanda de garantías con la que buscaba impugnar la 
competencia de los jueces· militares sobre el proceso contra los asesinos de su marido. Esto en 
virtud de que el artículo 10 de la Ley de Amparo limita a las víctimas y/u ofendidos la titularidad 
de la acción para cuestiones relacionadas exclusivamente con la reparación del daño y el no 
ejercicio de la acción penal; tal corno sucedió en el caso que nos ocupa cuando la señora Tita 
Radilla interpuso el recurso de revisión. 

En virtud de ello, la H. Corte lnterarnericana representa para las víctimas de los abusos militares, 
la úl1irna · esperanza para que sean velados y garantizados sus derechos y libertades 
fundamentales. · 

Por otra parte, pero en el mismo sentido, para los peticionarios, el debate respecto a la efectividad 
del juicio de amparo frente a la justicia militar es un debate secundarlo e Innecesario si se tiene 
en cuenta que el debate principal y previo a ello es el relativo a la competencia de la justicia 
militar para juzgar violaciones a derechos humanos. En ese sentido, si constitucionalmente y de 
conformidad con los estándares internacionales en materia de derechos humanos la "Justicia 
Militar" carece de competencia para juzgar casos en los que se analicen violaciones a derechos 
humanos y para seguir procesos en los que se encuentre involucrado u.n civil sea corno sujeto 
activo o pasivo del delito, resulta innecesario debatir que efecto tiene el juicio de arnparo en 
contra de esa jurisdicción, pues dicho recurso no debe interponerse nunca en el entendido de que 
por ninguna razón un caso en el que se encuentre involucrado un civil o verse respecto a una 
grave violación a los derechos humanos puede ser analizada por la jurisdicción militar. 

Esto es, los efectos del juicio de amparo frente a la jurisdicción militar sólo tendrían razón de ser 
discutidos y analizados, si previamente se acepta por esa Honorable Corte lnterameriqna que el 
fuero de guerra es competente para analizar violaciones de derecl1os humanos y/o casos en los 
qlle un civil se encuentra involucrado corno sujeto activo o pasivo del delito. De aceptarse lo 
anterior, ya podría iniciarse el análisis de los efectos del juicio de amparo para combatir los actos 
de la jurisdicción militar, pues de otra forma, no l1ay razón alguna para suponer que un civil 
estaría en posibilidad de interponer el juicio de amparo en contra de actos de la jurisdicción 
militar, toda vez_ que nunca debe encontrarse sujeto a esa jurisdicción. 

Analizar los electos del amparo en la jurisdicción militar es aceptar que ésta puede conocer de 
casos en los que se violen derechos llumanos y/o casos en los que se encuentren involucrados 
civiles. 

No obstante lo anterior, no podemos dejar de insistir que los defensores del fuero de guerra 
respecto a este punto, pueden argumentar sin lugar a dudas que en 1,4éxico cua.lquier violación al 
debido proceso que se cometiera ante los tribunales militares puede ser subsanada por medio del 
juicio de amparo y con. ello, el problema desaparecerla'"6

• Sin embargo, por una parte, a eso se 
debe responder que si las vlctlmas civiles tuvieran la oportunidad de participar como lo exige la 
Constitución en su artículo 20 ante los tribunales militares, podría existir tal posibilió.ac\, no 
obstante, eso no ocurre corno lo hemos demostrado anteriormente en la práctica por la forma en 
que funciona el Ejército y el fuero de guerra. Muestra de ello, son todos los casos que se han 
tramitado desde hace más de 10 años ante el sis1ema interamerícano de derechos humanos 
respecto a México, así corno que el Gobierno de Méfico no ha logrado proporcionar una lista de 

,e<. Cast!!la Kar!os, "El Fuero.de Guerra Mexicano: Una. Jur1sd!cc!6n Extralimitada a !a Luz de los Derechos Hu1nanos", 
'Revista del centro Nacional de Derechos Humanos, No. 9, 2.009 (de: próxima pub!lcacíón), cltado por Hurnan Riglns 
Watch, Impunidad Unifonnada, abril de 2009. 
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casos en los que ello ha ocurrido pese a que tanto frente al Consejo de Derechos Humanos de 
Naciones Unidas como ame los órganos del sistema imeramericano 'de derechos humanos lo ha 
ofrecido. 

En segundo lugar, aun cuando se lograran reparar ahí las violaciones que en princ1p10 se 
rnmetieran y afectaran las garantías individuales de la víctima del delito, de cualquier forrr1a el 
amparo siguiendo los criterios jurisprudenciales mexicanos vigentes hasta ahora sólo tendría el 
efecio de que la autoridad militar subsanara lo que en el amparo se determinara, pero, regresaría 
y seguiría el análisis en manos de la justicia militar, con lo cual nada cambiaría pues se daría 
nuevamente trámite ante quien no se debe dar, se seguiría o mamendria el análisis de un caso 
ante una jurisdicción carente de independencia e imparcialidad'''· Aunque cabe destacar, que este 
supuesto dificilmente se puede dar en la realidad, como se verá en el punto que sigue. 

En tercer lugar, como víctima del delito, desafortunadamente la Ley de Amparo establece 
limitaciones a que éstas puedan interponer el amparo, al señalar que sólo procede para exigir la 
reparación del daño o la responsabilidad civil'". Aún cuando por medio de Jurisprudencia''' se ha 
ampliado esa protección si se dan violaciones a las garantías contenidas en el artículo 20 

Constltucional -aunque el Pleno de la Suprema Corte recientemente lo volvió a restringir-, una 
vez que ha sido tramitado todo el caso en la jurisdicción militar, difícilmente el amparo alcanza a 
cubrir las violaciones que por ejemplo se hubiesen cometido desde la investigación y otras en el 
juicio, por lo que tampoco ésta es la solución que algunos dan. Y no es la solución, "porque 
reitero, en todo caso se regresaría el asumo a los tribunales militares y el amparo no soluciona el 
problema de origen: la falta de imparcialidad e independencia. Esto es, no se garantiza a las 
víctimas del delito que el órgano ante el que se está actuando será imparcial y actuará en los 

1 ~~ "La jusrk!a de amparo ha establecido que el derecho de !a vícrirna solo llega a.l punto de [ ... ¡ hacer valer su derecl10 a 
reparación del d«ño y no ·e! derecho a decidit sobre e! juez cornpet.ente pata ícsolvcr sobre la reparación del daño, es 
decir, se ve el derecho último pero no se reconoce el derecho instrumental a que sea un juez con1petente el q_uc 
resuelva [ ... ] esto es todavía un rezago de esa tendencia que [,~] arrastran1os del siglo paSado a limitar a la. vfcthna, 
primero no se !e daba entra.da, ahora se le da entrada pero se le dice "tu so!arnente tendrás derecho a recoger !o que te 
den y a pelear sobre eso pero no a que sea un juez compeieni:e el que resuelva sobre tu derecho a la reparación de! 
daño" Peritaje del Dr. Migue! Sarrc, en Audio de Audiencia Pública ante la Corre lnteramericana de Derechos Humanos 
dentro de! caso Rosendo Radllla Pacllcco vs. Los estados Unídos Mexicanos. 
18e ARTICULO 10,- La víctirna y e! ofendido, titulares del derecho de exigir la reparación de! daño o la responsabl!!dad civil 
proveniente de la comisión de un delito, podrán promover amparo: 
L- Contra actos que emanen del lncldcr1te de reparación o de responsabilidad civr!; 
!!.- Contra los actos surgidos dentro de! procedimiento pena! y re!aclonados lnrnediata y ctlrectamcntc con e( 
aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil; y, 
111.- Contra las resoluciones del Ministerlo Púbfico que confirmen el no ejercicio o e! desistirniento de !a acción penal, en 
los térrninos de !o dispuesto pÜr e! párrafo cuano de! artículo 21 Constitucional. 
1

~
1 Jurlsprudenc!a, Novena Época, Prirnera sala, semanario Judicial de la federa.e.Ión y su Gaceta, torno x,xm, enero de 

2006, Tesis: ,a.Ji.' 170/2005, página 394. LEGITIMACIÓN ACTIVA DEL OFENDIDO O VÍCTIMA DEL DELITO PARA ACÚDIR AL JUICIO 
DE AMPARO. NO SE LIMITA A LOS CASOS ESTASLECIDOS EXPRESAMENTE EN El AR"fÍCULO 10 DE lA LEY DE IA MATERIA, SINO 
QUE SE AMPLÍA A LOS SUPUESTOS EN QUE SE IMPUGNE VIOLACIÓN OE lAS GARANTÍAS CONTENIDAS EN El ARTÍCULO ,o, 
APARTADO 8, DE LA CGtJSTlTUClÓN FEDERAL La reforma al an:ículo :zo de la Constitución Política de !os Estados Unidos 
Mexicanos -en vigor a partir del 21 de marzo de 2001~ adicionó un apartado B en el cual se establecen derechos con 
rango de garantías individuales a favor de! ofendido o víctima del delito. Ahora blen, ·et hecho de que el texto de! 
artículo 10 de fa Ley de Amparo no se hayq actualizado acorde a !a reforma constitucional mencionada, no significa que 
la legitimación activa de! ofendido para interponer juicio de garantías deba constreñirse a los casos esrablecidos 
expresamente e:n este numeral, sino que aquélla se amplfa a todos aquellos supuestos en que sufra un agravio persona! 
y directo en alguna de tas garantías contenidas en el citado precepto constitucional. Lo anterior es así, toda vez que 
atendiendo a! principio de supremacía consrltuclonal, dicho numeral debe interpretarse a la luz de los artículos 103 y 107 
de la Constitución Federal, de los cuales se desprende que d juicio de amparo tiene como propósito fa proiecclón de !as 
garantías individuales cuando éstas son violadas por alguna ley o acto de autoridad y causan perjuicio al gobernado; asl 
como que qulen sufra un agravio personal y directo en ellas esiá !egit!mado para solicitar e1 amparo. En ese tenor, se 
concluye que si !a víctima u ofendido del delito es titular de la.s garantías c:stab!ecidas en el apartado 6 del artículo 20 

constitucional, esrtí. legitimado pata acudir al juicio de amparo cuando se actualice una vJolaclón a cua!qutera de ellas, 
causándole un agravio personal y directo. Ello, con Independencia de que el juicio pueda resultar improcedente al 
actualizarse algún supuesto normativo que así lo establezca. 
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términos del procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la resolución del caso que 
se le sometenl:,{)' 

Esta ineficacia del juicio de amparo se confirmó como un hecho evidente el pasado 10 de agosto 
de 2009, cuando la Suprema Corte de ·1usticia de la Nación tuvo una nueva oponunidad para 
analizar el fuero de guerra por medio del amparo en revisión 989/2009, sin embargo, una mayoría 
de 6 ministros determinó que "el/la ofendido" no tiene legitimación para interponer el amparo, 
con lo cual se mantienen fuera del control constitucional algunas de las actuaciones que se llevan 
a cabo en el fuero de guerra, así como se mantiene una interpretación del artículo 13 
constitucional que no es acorde a lo que actualmente se vive en el país y se ha dado desde hace 
ya varios a.ños, ni compatible con estándares internacionales. Con ello, como ya se ha señalado, se 
rnantiene la tendencia rle que sólo los militares inculpados pueden interponer el amparo, pero 
difícilmente lo harán para analizar estos temas, "pues no creo que ningún militar en activo quiera 
modificar algo de ese fuero que les garantiza Impunidad cuando cometen viola.ciones dé derechos 
humanos" 191

• 

Para ser más claros, precisamos lo siguiente, 

1. La jurisdicción militar por mandato Constitucional y de conformidad con los estándares 
internacionales no debe conocer de asuntos en los que se. encuentren involucrados civiles 
y menos tratándose de actos que violan derechos humanos. En ese sentido, un clvil no 
tiene por qué Interponer el juicio de amparo contra la jurisdicción miliiar, ya que ésta 
carece de competencia para seguir cualquier proceso en el que un no militar esté 
involucrado. A partir de eso, el terna de la efectividad del arnparo es una discusión 
secundaria que sólo debería ser objeto de análisis d.e superarse el primer nivel de 
discusión: la competencia de la justicia militar para juzgar violaciones a derechos 
humanos. Analizar los efectos del amparo en la jurisdicción militar es aceptar que ésta 
puede conocer de casos en los que se violen derechos humanos y/o casos en los que se 
encuentren involucrados civiles. 

2. Los amparos que se presentan actualmente por clvlles en contra de la jurisdicción militar, 
sólo se pueden hace'r con el carácter de víctima u ofendido del delito y como quedó 
confirmado recientemente por el máximo Tribunal del país, sólo proceden en el tema de 
reparación del daflo. 

3. El juicio de amparo se puede presentar generalmente contra diversos actos de autoridad 
(véanse artículos 107 constitucional, 1, 114, 158 de la Ley de Amparo), sin embargo, como 
víctima u ofendido del delíto sólo se.puede hacer valer en contra de: 

i. Actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil; 
ii. Actos surgidos dentro del procedimiento penal y relacionados inmediata y 

directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes 
que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil; y, 

iii. Las resoluciones del Ministerio Público que confirmen el 110 ejercicio o el 
desistimiento de la acción penal, en los términos de lo dispuesto por el 
párrafo cuarto del artículo 21 Constitucional. 

4. Una tesis aislada emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte autoriza a que la víctima 
haga valer también los derechos que consagra en su favor ei artículo 20 consfüucional .... 
tesis que no fue tomada en cuenta por el Pleno en su más reciente resolución relativa al 

i;,:;, Cfr. cone IDH. Caso Herrera U!!oa Vs. Costa Rica. Excepéiones Preliminares, Fondo, Reparaciones: y Costas:. Sentencia de 
2 de julio de 2004. Serle C No. 107, párrafo 169; y Ca.so del Tribunal Constitucional. Sente'nda de 31 de enero de 2001. 
S(:rie C No. 71, párrafo 77. 
'?

1 Cfr. Castilla Kar1os, doc. cir, nota a! pie 45-
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fuero militar-, asf, el amparo también procedería si se obse1va dicha tesis en el caso de 
que se afectara: 

i. la posibilidad de recibir asesoría jurídica, 
ii. El coadyuvar con el Ministerio Público y no se le reciban datos o elementos 

de prueba con los que cueme tamo en la investigación como en el 
proceso o no se desahoguen las diligencias correspondientes o se le 
impida interponer recursos en los términos de ley; 

iii. La posibilidad de recibir asistencia médica y psicológica de urgencia; 
iv. El derecho a que se le repare el daño; 
v. El resguardo de su identidad y o,ros datos personales; 
vi. La posibilidad de solicitar medidas cautelares o providencias para ta 

protección y restitución de sus derechos; y 
vii. El derecho de impugnar ame autoridad judicial las omisiones del Ministerio 

Público en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de 
reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del 
procedimiento sin ser satisfecha la reparación del daño. 

i;. El Código de Justicia Militar reconoce en su artículo 439 el derecho de la víctima o del 
ofendido a coadyuvar con et Ministerio Público, sin embargo, en ta práctica nunca se 
rernnoce tal carácter. El Estado está obligado en este sentido a. probar que se ha 
reconocido esa coadyuvancia. 

6. Ni la existencia de esa tesis aislada ni el reconocimiento de la coadyl!vancla en la Justicia 
militar dan posibilidad de que se interponga el amparo en contra de actos distintos a los 
enumerados en la Ley de Amparo, esto es, en conua de actos relacionados con la 
reparación del daño. Ejemplo claro de esto lo es la resolución tomarla por el Pleno de la 
Suprema Corte el pasado 10 de agosrn en el amparo en revisión 989/2009. Si esto no fuera 
cierto ¿por qué en el referido caso la Suprema Corte volvió al debate de la procedencia del 
jL1cio de amparo en ese supuesrn? Si fuera procecteme el amparo ¡porqué la Suprema Corte 
ya no conoció del fondo en ese caso? Si siempre procede y es un recurso efectivo ¿por 
qué la Suprema Corte analizó como primer punto en ese caso el de legitimidad de las 
parres y el de procedencia? 

7. En el mejor de los casos, si procediera el amparo por parte de una víctima su efecio 
tampoco sería reparactor en tanto no se ordene que salga de la jurisdicción militar y se 
remita a la jurisdicción ciVil, ya que de acuerdo con el arüculo 80 de !a Ley de Amparo la 
sentencia que conceda el amparo tendrá por objete restituir al agraviado en el pleno goce 
de la garamla individual violada, restableciendo las cosas a.1 estado que guardaban antes 
de la violación, cuando el acto reclafllado sea de carácter positivo; y cuando sea de 
carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que ot\re 
en el sentido de respernr la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la 
misma garantía exija. Esto es, se ordenaría a la autoridad militar a que reparara o 
respetara la garantía violada y se reiniciarla o seguiría el juicio nuevamente ame ella, con 
lo cual, una vez más el Juicio se seguiría ante una autorld~ct que debe carecer de 
competencia en casos de violaciones a derechos humanos y para juzgar a cíVíles. El que 
esto ocurra, es caer en un· círculo vicioso interminable que sólo afecta los derechos 
humanos y crea impunidad. 

8. Finalmente, aún cuando en el amparo sea una autoridad civil la que revisa la tegalldad y 
constitucionalidad de los acros de la jurisdicción militar, los alcances del amparo, esto es, 
los aspectos que puede analizar, no llegan a cubrir actos particulares que son fuemc de 
violación al debido proceso y que sólo podría.n ser analizadas de manera puntual en una 
segunda instancia o por medio de recursos ordinarios. En ese sentido, es falso que por 
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medio del juicio de amparo se pueda revisar todo el proceso y garantizar los derechos de 
la víctima. El amparo es un recurso extraordinario que no revisa todos los aspectos 
particulares que deben observarse en un proceso penaL · 

Por todo lo anterior, esa Honorable Corte no debe atender un debate Innecesario en la medida de 
que los efectos o la eficacia del juicio de amparo frente a la jurisdicción militar solo tendr!an 
relevancia sí se aceptase que dicha jurisdicción puede conocer de violaciones a derechos humanos 
y juzgar a civiles. 

De igual forma, esa Honorable Corte está en aptitud de manifesiarse respecto a la ineficacia del 
juicio de amparo para garantizar los derechos de las víctimas u ofendidos del delito en todas las 
marerías y en panicular, en el actual funcionamiento de la jurisdicción militar mexicana. 

Finalmente, el Amparo mexicano poco a poco se ha Ido tecnificando, haciéndolo más complicado 
en contrario a que sea sencillo conforme al artículo 25 de la CADH, por lo que no constituía ni 
constituye un medio real de solución al caso que se plantea, menos si se toma en cuenta que se 
acudió a las instancias jurisdiccionales en calidad de víctima u ·ofendido del delito, que es una 
figura jurídica en la que más limitada participación y acceso se tiene para lograr la reparación de 
las violaciones'". 

Par.a el ex presidente de la Corte tnteramericana, Héctor Fix Zamudio las reglas y principios que sin 
cambios han regido al juícío de amparo lo han configurado como "una institución procesal 
compleja, de difícil sistematización, operati~idad y accesibilidad para cumplir con sus objetivos 
inmediatos de tutela"'"· 

En (onclusíón, la estructura normativa de la jurisdicción militar mexicana, confirman la necesidad 
de reformar el artículo 13 constitucional y el artículo 57 del CJM, así como la necesidad de retirar la 
Reserva alegada, para con todo ello cumplir con la obligación contenida en el artículo 2, 8 y25 de 
la CADH, y en el IX de la Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 

v. Amparo y desaparición forzada 

La ley de Amparo en México tiene serias deficiencias, Incumpliendo con los estándares 
establecidos por la Convención Americana y la CIDFP. 

Además de los obstáculos antes señala.dos cuando se acude como vfctima u· ofendido, existen dos 
dlsposícíones que hacen inefectivo de jure al amparo mexicano en materia de desaparición 
forzada'", contemplada.sen el artículos 17 y 117. 

Los problemas del amparo de libertad son: 

A. Sobre los requisitos de interposición 

'?t Veáse lo señala.cto en las páginas 21 y 22 de! escrito de An1icus Curiae que presentaron los Estudiantes de Posgrado 
de la Facuhad de Derecho de la UNAM. · 
191 crr. FJX ZAMUD!O, Méctor (Con Salvador VALENCIA CARMONA), Derecho constitucional mexicano y con1parado, :Ú'L ed., 
Méxlco, Poffúa, 2001, p. 82"!. 
194 "Necesitamos en México una mayor protección de !a libertad persona.!, necesitamos que ,la libertad· persona! sea 
efectivamente protegida por el Julc!o de amparo, ¡nás del 15'7º de las demandas de amparo que se presentan en México 
son por u.et.os víolatorios a !a !lbcrtad personal y el juiclo de amparo resulta totalrnente ineficiente para protegcíla. 
Hemos desvalorizado, hemos devaluado !a libertad personal y eso trae consecuencias que pueden llegar a casos tan 
uraves corno la desaparición de una persona." Dr. Migue! Sa.rre, en Audio de />.udiencla Pública ante !a Corte 
lnteran1ericana de oerecllos Humanos dentro del caso Rosendo Radilia Pacheco vs. Los estados un\áos Mexicanos, 

HORi\ DF RFCf PC!ói'I /:GO. 14. 4: 13PM 
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El recurso que tutela la libertad e integridad personal en México es una modalidad del amparo, 
que tiene como fin resolver toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad que 
violen garantías individuales, al no existir un procedimiento específico como el hábeas corpus. 
Este recurso está regulado por la Ley de Amparo. 

Los requisitos para interponer este recurso de acuerdo con el artículo 117 de la Ley de Amparo son 
los siguientes: 

Artículo 117.· cuando se trate de actos que Importen peligro de privación de la vida. ataques a 
la libertad personal fuera del procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los 
prohibidos por el artículo 22 de la constitución Federal, bastará para la admisión de la 
demanda que se exprese en ella el acto reclamado; la autoridad que lo hubiese ordenado, si 
fuere posible al promoveme; el lugar en que se encuentre el agraviado y la autoridad o agente 
que ejecute o trate· de ejecutar el acto. En estos casos la demanda podrá formularse por 
comparecencia, levantándose al efecto acta ante el juez. 

Se deben resaltar dos requisitos: el Jugar en el que se encuentre el agraviado y la autoridad o 
agente que e)ecute o trate de ejecutar el acto. Estos requisitos vuelven ilusorio e ineficaz el 
recurso. 

El amparo de libertad en México no es adecuado porque exige identificar el lugar en el que se 
encuentra la víctima y la autoridad o agente que ejecute o trate de de ejecutar el acto, en los 
casos de detenciones clandestinas, no es razonable suponer que las personas que interponen el 
recurso conozcan estos datos. 

Así, el recurso de exhibición personal puede volverse ineficaz si se le subordina a exigencias 
procesales que lo hagan inaplícable'"· El arnparo de libertad en México no es eficaz, puesto que 
los mencionados requisitos vuelven el recurso inaplicable a aquellos casos en que un ser humano 
es secretamente sustraído por la autoridad y no puede tutelar la libertad personal. 

Si consideráramos los casos en que este recurso debería ser el adecuado para tutelar la libertad 
personal, llegaríamos a la conclusión de que dadas las circunstancias de ilegalidad o arbitrariedad 
que probablemente darán lugar a la interposición del recurso no es razonable exigir más que: los 
datos de Identificación de la víctima. En este orden de ideas, no es dable pedir que se exprese la 
autoridad que ordene el acto, el lugar en que se encuentre el agraviado y la autoridad o agente 
que ejecute o trate de ejecutar el acto, salvo en aquellos casos en que esto le sea posible al que 
interpone la demanda, pues resulta lógico que en los casos en que una autoridad ha coartado !a 
líbertad de una persona de forma arbitraria lo haga ocultamente, irnpidiendo el acceso a esta 
información. 

B. Sobre la rarificación 

De acuerdo con la Ley de Amparo es necesaria la ratificación de la demanda para que no quede 
por no presentada: 

Art1cu!o 17.· Cuando se trate de actos que importen pe!lgro de privación de la vida, ataques a 
la libertad personal fuera de procedimiento Judicial, deportación o destierro, o alguno de los 
actos prohibidos por el articulo 22 de la Constitución federal, y el agraiviado se encuentre 
imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, 
aunque sea menor de edad. En esre caso, el Juez dictará todas las rned!das necesarias para 

1
'>i Corte IDH. Caso Velásqucz. Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serle e No. 4, parras. 63-

66; Corte IDH. Caso Godínez Cruz Vs, Honduras. Fondo: Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie e No. 5, parras. 66-69; 
Corte JDM. Caso Falrén Garbi y So!ís Corrales Vs. Honduras. Fondo. Senlencla de 15 de marzo de 1989. Serie ~ No, 6, 
parras, 97-91. 
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lograr ta comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para 
que dentro del término de tres días ratifique la demanda áe amparo; si el interesarlo la 
ratifica se tramitará el ¡uiclo; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, 
quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado. 
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Este requisito vuelve inadecuado e l.neficaz el recurso, ya que resulta absurdo pensar que una 
persona desaparecida, puede sustraerse de la autoridad que lo ha privado de su llbertad para ir a 
ratificar la demanda de amparo que fue interpuesta en su favor. Si queremos velar por la 
capacidad del recurso para sobrepasar todas las barreras ·Y laberintos para permitirle llegar a 
cualquler forma de detención ilegal tampoco es exigible solicitar que la persona secuestrada 
ratifique la demanda dentro de tres ctfas. En este s·entido, este requisito debe ser desechado. 

Y aún en el caso de que el Juez dictara medidas tendientes a su localización éstas son ineficaces 
en tanto que la desaparición forzada de una persona tien·e corno objetivo sustraer su detención del 
conocimiento de cualquier persona o autoridad, por lo que la búsqueda resultaría infructuosa y al 
final se tendrfa por no interpuesta la demanda. 

La supresión de normas y prácticas contrarias a la Convención y la expedición de normas y 
desarrollo de prácticas para hacer efectivos sus derechos y libertades, es un deber general de los 
Estados que en el derecho internacional se encuentra establecido como norma consuetudinaria 
universalmente aceptada cuyo propósito es asegurar por parte de los Estados parte en un Tratado, 
el fiel cumplimiento de las obligaciones asumidas"'· Dicl1a obligación es una de resultado'". 

Finalmente, la descripción hec\1a de la violación de los artículos 8 y 2.5 de la CADH y IX de la CIDFP, 
sobre la violación de la ·garantía de un juez independiente e imparcial y del juez: natural, desde la 
estructura normativa de la Jurisdicción militar mexicana, confirman la necesidad de reformar el 
a.rtículo 13 constitucional y el artículo 57-ll.b) del CJM, as! como la necesidad de retírnr la Reserva 
alegada, para con todo ello cumplir con la obligación contenida en el artículo 2 de la O\Drl, en 
relación al objeto y fin de la Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada ele Personas. 

Cabe señalar que la Comisión lnternrnericana ha decretado que "la investigación por parre de la 
Procuraduría Gerieral de Justicia Mili1ar [ ... ] de presuntas violaciones ·de derechos humanos 
perpetradas por militares mexicanos implica una violación per se de la Convención Americana.""' 

Al respecto, esta lluscre Corte se ila pronunciado afirmando, inclusive, que "una norma puede 
violar per se el artkulo 2 de la Convención, independientemente de que haya sido aplicada en [un] 
caso concreto" .'99 De ahí la relevancia para la modificación del marco legal que da lugar a la 

19~ Corte 1DH. Caso Lori Berenson Mejía. Vs.. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de: noViGmbre de 2001]. 

Serie e No. 119, párr 220.; Caso "!nstituro de Reectucac!6n det Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Pre\!m!narcs, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de: 20011. Serie C No. 11,., párr. 205; Ca.so [lula.ele vs. Argentina, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de SeptlcÚnlH& de 2003, Serle C No. 100, p3rrs. 140 y 162; caso ''C!nco 
Pensionistas" Vs. Perú. Fondo, Reparac!ones y Costas, Sentencia de 28 de feb'rero de 2003. serle C No. 98, párr. 164¡ Caso 
Cantos vs. Argentina. Fondo, Reparaclones y costas, Sentencia de 28 de Novien1bre de 2002. serle e No. 97, párr. 5?; Caso 
Hlla!re, Constantíne y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago, Fondo, f<eparaciones y costas. Sentencia de :z1 de junio de 
2001. Serie e No. 94, párr. 213; y caso "La Última. Tentación de Cristo"(Olmedo Bustos y ouos) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencía de 5 de febrero de 2001. Serle C No. J3, párrs. 8$ y 8?, En igua! sentido, Caso 
Comunidad Indígena Yak.ye AxJ Vs. PóHaguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de Junio de 2005. Serie e No. 
125, párr. 101. 
191 Corte !DH. Caso Cornunidad. !ndíeena Yakye /JY..a Vs. Paraguay. rondo Repara.dones y Costas. Sentencia 17 de junio.de 
2005. Serie e No. ,~5, párr. 100. En igua! sentido, Caso Cn.esar vs. Tíinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 11 de marzo 2005. Serie C No. , 2-3, párr. 93. 
1~! CID!-!. Caso Mlgu.el Orlando Muñoz Guzmán, 28 de- febrero de 2006, Informe No. 2/06, pá.rr. 85. 
' 71 Con:e !DH, caso Lorl Berenson Mejla Vs, Perú, fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de nov!ernbre de 1004. 
Serie e No. 119, p§.rr. 22.1; CP.so "l<l Ültin1a Tentación de Cristo"(Olrnedo Bustos y ouos) \Is, Ch!le. FondQ, Reparaciones y 
Cestas. sentencia de 5 de febrero de 2oo"í. serie e No. 73, Pfi.rr. 72; Caso Ba.c:na. Rka.rdo y otros Vs. Panaffiá. Pondo, 
Rcparn;e!ones y Costas. Sernencl2 de 2 Oe febrero de 2.001. Serie C No. }'2, p!.Í.rr. 18:t Caso cantora! Benavidcs Vs, Per(i. 
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jurisdicción militar mexicana, corno consecuencia de determinar que tal violación per se lo es del 
artículo 2 de la CADH amen de sus implícaciones' lesivas frente a las garantías del debido proceso 
legal. 

VII. Violación al artículo 13 de la Convención Americana, derecho a la verdad, por no entregar 
coplas ele la Averiguación Previa 

Respecto a la Averiguación Previa SIEDF/CGl/454/2007, cabe decir que el Estado mexicano luego de 
que la Honorable Cone le pidiera los expedientes como prueba para mejor resolver, mantuvo una 
postura de no colaboración, enviando finalmente una comunicación en que afirmaba que podría 
dar acceso al expediente sólo a la H, Corte lnteramericana, toda vez que la averiguación se 
encuentran abierta y de acuerdo a la legislación interna sometidos a la reserva. 

Al respecto, la H. Corte ha determinado que: 

"Que respecto de los demá.s documento.s solicitados, la Corte entiende que la reserva de 
!nforrnaclón a personas ajenas al proceso en las a.verigua.ciones penales previas puede resultar 
atendible en los procesos Internos, puesto que la divulgación de ciertos contenidos en esta 
etapa preliminar podría obstruir ta investigación o causar perjuicios a las P,ersonas. Sln 
embargo, para efectos del procedimiento internacional ante este Tribunal, en ciertos casos el 
Estado es el que tiene el control de los medios para aclarar hecllos ocurridos dentro de su 
terrltorlo56 y por ello, su defensa no puede descansar sobre la Imposibilidad de,I demandante 
de allegar pruebas que, en muchos casos, no pueden ob1enerse sin la cooperación del 
Estada.100

". 

Sin embargo, el Estado no sólo burló a la H, Corte y no le remitió copia del expediente, sino que 
hasta el momento se ha negado a cumplir la decisión del Instituto Federal de Acceso a la 
Información de fecha 29 de mayo de 2009, órgano encargado de garantizar el derecho de acceso a 
la información en México, en la que se le instruye a la Procuraduría General de la República para 
que en un término no mayor de diez días hábiles hiciera la entrega de la versión pública de la 
averiguación previa referida. Dicho término se venció el pasado 12 de junio, frente a lo cual el IFAI 
envío un requerimiento a dicha institución: Por otra parte, con respecto a la solicitud que los 
representantes hicimos el pasado 30 de junio directamente al Ministerio Público encargado de la 
Averiguación adscrito a la Procuradurfa General de la Rept1blica, éste acordó de manera negativa el 
pasado 1 de julio de 2009, fundamentando el desconocimiento de la Resolución y la secrecía de la 
investigación. 

En este sentido, es imporrante mencionarle a esta rL Corte que esta grave om1s1on estatal, 
contradice su deber convencional de colaborar con esie órgano de justicia y reafirma la violación al 
artículo 13 de la'Convención Americana. En esie sentido, y con relación al caso González y Otros Vs 
México, en la cual el Estado asumió la misma actitud, esa Honorable Corte estableció que los 
hechos que sean demostrables únicamente a través de la prueba que el Estado se niegue a remitir 
el tribunal los podrá tener por establecidos. 

Ante esta situación similar, le solicitarnos a la Corte que proceda en el mismo sentido dando por 
probados los hechos. descritos en nuestro escrito de solicitudes, argumentos y pruebas, 

Reparaciones y Costas. sentencia de 3 de diciembre de 2001. Serie C No. 86, párr. 176; Corte IDH. Caso Hi!aire, 
Constanrine y Benj<.ffiln y otfos Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, r<:eparac!ones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. 
Serie e No. 94, párr. 211. 

)oo Cone IDH. Caso Gonzá!ez y otras ("Carnpo Algodonero'') vs. Móxic.o, resolución de la Cone lnterarnerlcana de Derechos 
Hurr1anos, sol!cltud de ainpU.ación de píesunras víctimas y negativa. de remisión de prueba documenta!, de fecha de 19 
de enero de 1009, párr. 59 
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consignados en la Averiguación Previa, y los demás documentos mencionados y que concluyen en 
el sentido de demostrar la existencia de un patrón sistemático de violaciones a los derechos 
humanos. 

\/11, Reparación del Daño 

1. Identificación de víctírnas 

Las v1ctimas y por ende beneficiarias de la reparación del daño en el presente caso son la señora 
ViCioria Mart1nez Neri quien fuere la esposa del señor Rosenrlo Radilla Pacheco y quien falleció en 
1984. Y los hijos de ambos Romana, Andrea, Rosa, Tita, María del Carmen, Ana Ma1ía, Victoria, 
Rosendo, Evelína, Judith, María del Pilar y Agustina, todas de apellido Radilla Marrínez. Todos ellos 
debidamente acredi[ados con su credencial de elector y reconocidos como víctimas en la Demanda 
de la CIDH en su párrafo 75. Siendo la presentación de la .demanda y el escrito de solicitudes, 
argumemos y pruebas el momento procesal para hacerle llegar a esa H. Corte toda la prueba. 
relativa a la litis. 

En esta oportunidad reiterarnos todo lo ya establecido en el escrito de solicitudes, argumentos y 
pruebas de fecha , s de Junio de 2008, en el apartado referente al impacto psicosocíal ele la 
desaparición forzada de Rosendo Radilla, en su esposa e.hijas e hijo, en donde entre otras cosas 
se exponen las afectaciones de cada uno de ellos a raíz de la desaparición de su padre, 
igualmente reiteramos que se elaboró un informe de afectación psicosocial en el cual se aborda 
ampliamente y sustentado en entrevistas personalizadas y colectivas la a.fectadón de cada 
rniernbro de la familia que hoy alegamos corno víctimas de los hechos denunciados y beneficiarias 
de la reparación del daño"'. 

2. lmportancía de la reparación colectiva 

Dentro del trámite ante la H. corte éste elemento ha sido esencial, en virtud de que el patrón 
sistemático organiz.ado y operado desde el Estado, originó violaciones de derechos humanos no 
sólo a la víctima y sus familia.res sino a la comunidad en su conjunto"\ La desaparición del señor 
Rosendo Radilla es un caso paradigmático que representa la estrategia represiva en contra de la 
población civil. La comunidad de Atoyac de Álvarez sufrió el impacto psicosocial de un clima de 
terror durante la llamada guerra sucia. 

El patrón sistemático organizado y operado desde el Estado, originó violaciones de derechos 
humanos no sólo a la víctima y sus familiares sino a la comunidad en su conjunto por tal ra?.ón 
solicitamos a esta Honorable Corte determine el daño ocasionado a la comunidad como tal, que 
apareje una debida reparación, la cual refleje el carácter colectivo de la afectacíón y proponernos 
las siguientes acciones a cargo del Estado: 

Destacamos que los representantes no pretendemos una reparaclón·indlvldual a cada miembro del 
Municipio de Atoyac de Álvarez; sino que la Honorable Corte determine el daño ocasionado a la 
comunidad corno tal, que apareje una debida reparación, la cual refleje el carácter colectivo de la 
afectación. 

En este sentido, consideramos que corresponderá a la Honorable Corte fijar, conforme a 1.os 
criterios que ésta misma ha establecido'°', la reparación colectiva que sea adecuada y en atención 

-----------
't,1 Se. adjunta como Anexo C,~ ANTILLÓN, X. Desaparición forzada duran1e /a 3uerra suela; lrnpacr.o psícosocia/ indivfduol, 
fanlÍliar y co1nu11irar/o, La desaparición forzada óe Rosendo Ro.di/la Pacheco en Aroyac de Álw1rez, Cuerrero. 
io:i Cfr. Apartado 4. de! escrlco de so!!c!tudes argu1nentos y pruebas di; las pcllclonar!as, páe. 96 y ss. 
2º' Esa H. Córte estableció en la sentencia de rcparaclones sobre el caso de Plan de Síl.nchez. que \u mll!tarlz.ac!ón afeo;_,r, 
tanto a nivel indivlúual, en ese caso en los y las sobrev!vlentes do la· masacn:, como a nivel coinunitario. Esta sllu?,c:ión 

S9 
wnaa nr RrrrPrl~N AGO 14 4 · 1 ~ Ptv1 



02/08/2010 16:21 FAX 1i1J 021 

a lo considerado por los representantes como reparador expuesto en el escrito de solicitudes, 
argumentos y pruebas. 

VIII. Anexos 

A) Iniciativas legislativas 
A.1 Relacionadas con el fuero militar 
A.1.1Jniciativa con proyecto de decreto que representa el senador Ricardo Monreal Ávíla, 
Coordinador del Grupo Parlamentario del Panido del Trabajo, para reformar el artículo 57 del 
Código de Justicia Mílira. Sometida a la consideración de la Comisión Permanente del Congreso de 
la Unión, de fecha 29 de julio de 2009. 

A.1.2. Iniciativa que reforma los artículos 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Me)(icanos, y 37, 57 y 435 del Código de Justicia Militar, con relación a la exclusiva responsabilidad 
de la autoridad civil en delitos cometidos por personal castrense contra civiles. Presentada por la 
diputada Valentina Batres Guadarrama, PRD. De fecha: 07/04/2007 
A.1.3 Iniciativa que reforma diversas disposidones de los Códigos penal Federal y de Justicia 
Militar, a cargo del Diputado Erick López Barriga, del Grupo Parlamentario del PRD, de fecha 27 de 
noviembre de 2008. 
A.1.4 Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código de Justicia Militar. 
Presentada por la diputada Marina Arvizu Rivas, Alternativa. Turnada a la Comisión de Defensa 
Nacional, con opinión de la Comisión de Equidad y Género. Gaceta Parlamentaria, número 2363-I, 
martes 16 de octubre de 2007. (1115). 
A.1.5 Iniciativa que reforma, adicional y deroga diversas disposiciones del Código de. Justicia 
Militar, de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos y de la Ley de Disciplina para 
el Personal de la Armada de México. Presentada por el diputado José Alfonso Suárez del Real y 
Aguilera, PRD. Turnada a las Comisiones Unidas de Defensa Nacional y de la Marina. Gaceta 
Parlamentaria, número 2388·1, jueves 22 de noviembre 2007. 
A.1.6 lnicia,iva que reforma y adiciona diversas disposiciones de los Códigos Penal Federal y de 
Justicia Militar. Presemada por el diputado Faustino Javier Esirada González, PVEM. Turnada a las 
Comisiones Unidas de Justicia y de Defensa Nacional. Gaceta Parlamentaria, número 2594-I, jueves 
18 de septiembre de 2008 . 

. A.2 Rela.cionadas con seguridad nacional 

es equiparable a la militarización en la comunidad de Atoyac de Álvarez, así como al hostlgam!cnto que vivió !a 
población por parte de! ejército. Así, !a H. Corre estableció que 

"La presencia ml/ftar y su conrin11a vigNancia, represión y amenazas provocaron en /os sobrevivientes 
de la masacre sencimienr.os de terror, po.ra/i2aciúr1 e impotencia. (_.). Esras afectaciones perduran 
hasra fa actualidad, tanto a niveJ individual corno comunítario" 
Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guaternala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
noviembre zooq. Serie C No. 116, párr. 49.15 

Además, en el caso referido, esta H. Corte ilustra el Jmpacto que tiene en !a vida de !a cornunidad la sustitución de !a 
estructura cornunitaria por la mrtftarlzación y en particular, e! efecto desestrucnuante de la represión en conrra de sus 
líderes: 

"En la aldea de Plan de Sánchez fa estructura cotnunftarla tradiciOna{ fue sustituida por una estrucrura 
1nfficarfsta y verrlcal,· las autoridades { .. .] fueron reernp(azadas por los cotnisionados m/fl1ares y los 
jefes de las PAC (OS líderes que sobrevivieron a la masacre no pudieron continuar desernpeñando su 
rof dencro de su corn11nídad por ta represlón a la que fueron sujeros por parr.e del eji!.rciro. (a voluntad 
de la cotnunldad, basada en el consenso entre sus miembros, así como en las nonnas y valores mayas 
de respero y servicio fue efi1ni11ada Y. en su /usar, fueron ínuoducidas prácticas de autoritarismo y uso 
arbirrorfo del poder. La imposición de la esrruc[ura rnUitar ha afectado la vida comunilaria en Plan Je 
Sánchez, ya que 2eneró la dP.s(1rt/cufaci6n del srupo y /(~ pérdida de re/e.rentes a su tnter·for- Ídem, 
párr_ 49.16. 
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B) Doctrina 
B.1. Corcuera Cabezut Santiago, Propuesta de una iniciativa para retirar a las fuerzas armadas de 
las funciones de seguridad pública, págs. 99 -123; en Jorge Luis Sierra Guzmán (Coordinador), El 
Ejército y la Constitución mexicana, combate al narcotráfico, paramili1arismo y contrainsurgencia, 
Plaza Valdez editores. 

C) Informes 
C.1 CENTRO DE DERECHOS HUMANOS MIGUEL AGUSTIN PRO JUAREZ, A.C., ¿Comandante Supremo/, la 
ausencia de control civil sobre las fuerzas armadas al inicio del sexenio de Felipe Calde1·6n, 
primera edición, enero 2009. 
C.2 HUMAN RIGTH WATCH, Impunidad Uniformada, Uso indebi(jo de la justicia militar en México 
para inves[igar abusos cometidos durante operativos comra el narcotráfico y de seguridad pública, 
abril 2009. 
C.3 ANTILI.ÓN, X. Desaparición forzada durante la guerra sucia: impacto psicosocia.1 individual, 
fomiliar y comunitario. La desaparición forzada de Rosendo Radilla Pa.checo en Atoyac de Álvarez, 
Guerrero. 

D) Notas de prensa 
D.1 Jorge Carrasco Araizaga, 2006-2009; oprobiosa impunidad militar en Proceso, número ·1694, ·19 
de abril de 2009, Págs. 6-10. 
D.2 Gustavo García Castillo, se disparan en este sexenio quejas ante la CNDH contra militares, 
admite Ejército en La Jornada, sección Política, 24 de julio de 2009, 
D.3 Kalid, De 67 recomendaciones a Sedena, la mitad se emitió en este sexenio, en ediciones 
impresas milenio U:md/lffiQieso.milenio.com), 24 de julio de 2009. 
D-4 Sergio Jiménez y Silvia Otero, Calderón: prueben un solo caso de abuso en El Universal, 11 de 
agosto de 2009. · 

E) Otros documentos 
E.1 Solicitudes de información sobre Justícla Militar 
E.2 Recomendaciones emitidas por la CNDH A SEDENA en el sexenio de Calderón 
E.3 Resolución de fecha 12 de enero de 2009, a la solicitud de Información regisuada con el folio 
0000700002709, a través del Sistema de Información Pública Gubernamental Federal 
E.4 Resúmenes de casos actuales de violaciones por parte de efectivos militares conna civiles 

IX. Petitorios 

PRIMERO. Que declare infundadas las excepciones preliminares interpuestas por el Estado 
rnexícano. 

SEGUNDO. Que tomando en cuenta el reconocimiento de hechos y violaciones de derechos 
hum;;nos efectuado por el Estado mexicano, declare la responsabilidad del Estado mexicano por la 
violación a los artículos 7, 5, 4, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con la violación al 
a.rticulo 1.1 del mismo instrumento en conco1·dancia con los artículos l. b, 11, XI y IX de la 
Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas en perjuicio del señor 
Rosendo ~adilla. 

TERCERO. Que declare la responsabilidad del Estado mexicano por la violación al artículo 5, 8 y "S 
de la Convención Americana en relación con en el artículo u del mismo instrumento en perjuicio 
de la familia Radílla Martfnez. 
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CUARTO. Que declare la responsabíHdad del Estado mexicano por la violación del derecho a la 
Integridad de la Comunidad, en relaclón. al articulo 5 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 del mismo ínstrumemo. · 

QUINTO. Que declare la responsabilidad del Estado mexicano por negar el derecho a conocer la 
verdad a la familia Radl!la Martínez y a ta sociedad en su conjunto, violando el artículo 13 en 
relación con los artfculos 8, 25 y 1.1, todos de la Convención Amerícana en concordancia con el 
<1rtículo I a) y b) de la Convención lnterarnericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 

SEXTO. Que declare la responsabílldad del Estado mexicano por no adoptar las medidas legislativas 
o de otro carácter necesarias para la obt~nción de Justicia y verdad, violando el artículo 2 de la 
Convención Americana, en concordancia con el artkulo 111 de la Convención 1nteramerica1ia sobre 
Desaparición Forzada de Personas. 

Por consiguiente solicitamos a esta Honorable Corte proceda a ordenar las medidas de reparación 
de acuerdo a los solicitado en nuestro escrito de sollc!tudes, argumentos y pruebas a favor de las 
víctimas y a su vez, leníendo en consideración el desarrollo de los alegatos vertidos en la 
audiencia, respetuosamente le pedimos tener a bien atender también a las siguientes: 

PRIMERO. Creación de un banco genético para la ídentificacl6n de. posibles restos de 
desaparec:idos. 

SEGUNDO. ordenar la derogación el artículo 57 fracción II del Código de Justicia Militar. 

TERCERO. Ordenar la creación de una Ley General sobre Desaparíción Forzada. 

CUARTO. Ordenar reformar la ley de responsabilidad del daño para que esta sea 1rna ley de 
raparacion integral del daño 

QUINTO. Ordenar la creación de una ley de Cooperación con los órganos (1el sistema 
interarnerícano. 

Aprovechamos la oportunidad para reiterarle nuestra más alta consic\eración y respeto. 

_J._',J) i v.;'.'.C 1.,\. 
Marla Sí~ Bra • fw¡a 

CMDPDII 

á'I/. 

41{01, ~é-lSí¿,.. D D 
Julio Mata Montíel · ' ' 
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